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editorial

Si como suscriptor tiene interés en que tratemos algún tema,

escríbanos a economist@difusionjuridica.es

Inflación legislativa

Ya en 1960, el profesor MANS PUIGARNAU (en su obra “Hacia una 
ciencia general del derecho”) transcribía aquel decir de CARNELUTTI la-
mentando la alarmante proliferación de las leyes. Éste afirmaba: «Los incon-
venientes de la inflación legislativa son, como todos saben, la desvalorización de 
las leyes, cuya producción en serie se resuelve en un decaimiento del cuidado 
en su elaboración. Pero lo más grave está que al crecer su número no consiguen 
llenar ya su función, que consiste en dar a los hombres la certeza del derecho, 
y a este fin es necesario que las leyes puedan ser ante todo conocidas. Mas no 
ya el hombre de la calle, ni aún siquiera los juristas, están en condiciones de 
conocer más que una pequeña parte de ellas. El ordenamiento jurídico, cuyo 
mayor mérito debiera ser su simplicidad, ha venido a ser, por desgracia, un 
complicadísimo laberinto, en el cual, a menudo, ni aún aquellos que debieran 
ser los guías, consiguen orientarse».

¿Qué diría ahora? El problema es serio.

José Juan Pintó Ruiz. Doctor en Derecho. Abogado
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16       En portada
 Inoponibilidad de la venta fraudulenta.  

Por José Juan Pintó Ruiz.

Elemental estudio especial para aquellos letrados, que habien-
do ejercitado una acción real afectante a bienes inmuebles 
inscritos en el registro de la propiedad y conseguida la ano-
tación preventiva de la demanda, han sufrido la cancelación 
por caducidad de tal anotación preventiva y el demandado ha 
enajenado la finca a un tercero. 
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Se PublicA convenio De colAboRAción 
con lA ASociAción eSPAñolA De 
GeStoReS FiScAleS PARA eStAbleceR 
loS PuntoS De Atención Al 
emPRenDeDoR
Resolución de 31 de marzo de 2017, de la Secretaría Ge-
neral de Industria y de la Pequeña y Mediana Empresa, por 
la que se publica el Convenio de colaboración con la Aso-
ciación Española de Gestores Fiscales y Gestores de Fincas, 
para el establecimiento de Puntos de Atención al Empren-
dedor integrados en la red CIRCE (BOE núm. 109, de 8 de 
mayo de 2017)

El PAE proporcionará con carácter obligatorio los si-
guientes servicios a los emprendedores:

1. información general sobre los aspectos lega-
les, fiscales, contables y de Seguridad Social 
propios de la sociedad de responsabilidad limitada, 
del empresario individual y del emprendedor de 

INFORMACIóN al día
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AtencIón

sE publica convEnio dE colaboración con la asociación EspaÑola dE GEstorEs fisca-
lEs para EstablEcEr los puntos dE atEnción al EmprEndEdor. más información En 
al día administrativo, páGs. 4 y 5.

responsabilidad limitada, así como de cualesquiera 
otras formas jurídicas que puedan incorporarse al 
Documento Único Electrónico.

2. Realización de la tramitación para la consti-
tución e inicio de actividad de empresas me-
diante el sistema de tramitación telemática 
ciRce y utilizando el PAcDue (Programa 
de Ayuda a la Cumplimentación del Documento 
Único Electrónico). Este servicio deberá prestar-
se con carácter gratuito. El PAE se compromete a 
informar a los emprendedores de la gratuidad del 
servicio y de la utilización del DUE.

3. información sobre las ayudas públicas apli-
cables al proyecto empresarial. Para ello podrá 
hacer uso de la base de datos de ayudas del portal 
PYME, www.pae.es.

Serán servicios opcionales los siguientes:

1. Información general dirigida a emprendedores re-
lacionada con el ejercicio de la actividad.

2. Realización de la tramitación para el ejercicio de la 
actividad mediante el sistema de tramitación tele-
mática CIRCE y utilizando el PACDUE.

3. Información general dirigida a emprendedores re-
lacionada con el cese de la actividad.

4. Realización de la tramitación para el cese de la ac-
tividad mediante el sistema de tramitación telemá-
tica CIRCE y utilizando el PACDUE.

5. Información a los emprendedores que lo deman-
den sobre el estado de tramitación de los procedi-
mientos iniciados en su nombre. Esta información 
será accesible en el PAE electrónico.

6. Notificación de los actos de trámite preceptivos 
y la Resolución a los emprendedores que así lo de-
manden de los trámites iniciados en su nombre y 
siempre y cuando así lo permita el PAE electróni-
co.

7. Tutorización del plan de empresa que permita 
mostrar la viabilidad de la idea empresarial me-
diante el uso del Plan de Empresa interactivo de 
la DGIPYME, o de cualquier otra herramienta que 
la DGIPYME ponga a disposición de los empren-
dedores).

8. Información general sobre la transmisión de em-
presas, así como la intermediación entre posibles 
compradores y vendedores de acuerdo con los ser-
vicios que se dispongan por parte de la DGIPYME 
para ello.

9. Información general sobre aspectos relacionados 
con la competitividad empresarial, tales como la 
internacionalización, la I+D+i, la cooperación em-
presarial y la propiedad industrial.

10. Realización de otras tramitaciones distintas de las 
anteriores mediante el sistema de tramitación telemática 
CIRCE y utilizando el PACDUE, conforme la DGIPYME 
las implemente en el PAE electrónico.
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Jurisprudencia 

RecAliFicAción uRbAniSticA
lA PRóRRoGA De un PlAzo PARA el 
ADminiStRADo no PueDe PeRJuDicAR A 
lA ADminiStRAción
Tribunal Supremo. Sala de lo Contencioso-Administrativo. 
05/04/2017

El Tribunal Supremo, en una reciente sentencia, ha 
establecido que no puede recalificarse suelo urbano 
consolidado como no consolidado cuando se rea-
lice una revisión del Plan General de ordenación 
urbana.

En relación al caso enjuiciado, el Alto Tribunal con-
cluye que no es admisible que unos terrenos que cuen-
tan, no sólo con los servicios exigibles para su consi-
deración como suelo urbano, sino también con los de 
pavimentación de calzada, encintado de aceras y alum-
brado público, y que están plenamente consolidados por 
la edificación pierdan la consideración de suelo urbano 
consolidado, pasando a tener la de suelo urbano no con-
solidado, por la sola circunstancia de que un nuevo pla-
neamiento contemple para ellos una determinada trans-
formación urbanística.

Así pues, se concluye la imposibilidad de so-
meter al régimen de cargas de las actuaciones 
sistemáticas, que son propias del suelo urbano 
no consolidado, a terrenos que merecían la cate-
gorización de urbano consolidado conforme a la 
realidad física preexistente al planeamiento que 
prevé la nueva ordenación, la mejora o la reurba-
nización.

En este sentido, no procede devaluar el estatuto jurídi-
co de los propietarios de esta clase de suelo exigiéndoles 
el cumplimiento de las cargas y obligaciones establecidas 
para los propietarios del suelo no consolidado, en tanto 
en cuanto, tal degradación en la categorización del te-
rreno por la sola alteración del planeamiento, además de 
resultar ajena a la realidad de las cosas, produciría con-
secuencias difícilmente compatibles con el principio de 
equidistribución de beneficios y cargas derivados del pla-
neamiento, principio éste que, según la normativa básica 
las leyes deben garantizar.

Puede leer el texto completo de la sentencia en www.
casosreales.com marginal 70374593

al día fiscal
legislación

Se APRuebAn loS moDeloS Del 
imPueSto SobRe SocieDADeS y Del 
imPueSto SobRe lA RentA De no 
ReSiDenteS Del eJeRcicio 2016 y Se 
ReGulA Su PReSentAción electRónicA
Orden HFP/399/2017, de 5 de mayo, por la que se aprue-
ban los modelos de declaración del Impuesto sobre Socieda-
des y del Impuesto sobre la Renta de no Residentes corres-
pondiente a establecimientos permanentes y a entidades en 
régimen de atribución de rentas constituidas en el extranjero 
con presencia en territorio español, para los períodos impo-
sitivos iniciados entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 
2016, se dictan instrucciones relativas al procedimiento de 
declaración e ingreso y se establecen las condiciones gene-
rales y el procedimiento para su presentación electrónica. 
(BOE núm. 110, de 9 de mayo de 2017).

En primer lugar, la ley 20/2015, de 14 de julio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de las entidades ase-
guradoras y reaseguradoras. Esta norma entra en vigor 
el 1 de enero de 2016, y modifica el artículo 128 
de la ley 27/2014, así como, el artículo 31.1.e) 
del texto refundido de la ley del impuesto sobre la 
Renta de no Residentes aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, incorporando la obliga-
ción de practicar retención o ingreso a cuenta a las enti-
dades aseguradoras domiciliadas en otro Estado miembro 
del Espacio Económico Europeo que operen en España 
en régimen de libre prestación de servicios en relación 
con las operaciones que se realicen en España.

En segundo lugar, la ley 22/2015, de 20 de ju-
lio, de Auditoría de cuentas, ha modificado la Ley 
27/2014, con efectos para los períodos impositivos que se 
inicien a partir de 1 de enero de 2016, de conformidad 
con lo dispuesto en la disposición final decimocuarta de la 
Ley 22/2015, siendo de aplicación a los estados financie-
ros que se correspondan con los ejercicios que comiencen 
a partir de 1 de enero de 2016. 

En tercer lugar, hay que mencionar la ley 48/2015, 
de 29 de octubre, de Presupuestos Generales del 
estado para el año 2016.

En cuarto lugar, destaca la aprobación del Real De-
creto-ley 2/2016, de 30 de septiembre, por el que 
se introducen medidas tributarias dirigidas a la re-
ducción del déficit público, cuya aprobación responde 
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a la necesidad de cumplir con los objetivos comunitarios 
a nivel presupuestario.

En quinto lugar, hay que mencionar la ley orgánica 
1/2016, de 31 de octubre, de reforma de la ley or-
gánica 2/2012, de 27 de abril, de estabilidad Pre-
supuestaria y Sostenibilidad Financiera.

Como sexta novedad, hay que mencionar el Real De-
creto-ley 3/2016, de 2 de diciembre, por el que se 
adoptan medidas en el ámbito tributario dirigidas 
a la consolidación de las finanzas públicas y otras 
medidas urgentes en materia social, por medio del 
cual, en el ámbito del impuesto sobre Sociedades, 
se adoptan dos medidas de relevancia para los períodos 
impositivos que se inicien a partir del 1 de enero de 2016.

En séptimo lugar, hay que mencionar el Real De-
creto 602/2016, de 2 de diciembre, por el que se 
modifican el Plan General de contabilidad apro-
bado por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de 
noviembre; el Plan General de contabilidad de 
Pequeñas y medianas empresas aprobado por el 
Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre; las 
normas para la Formulación de cuentas Anua-
les consolidadas aprobadas por el Real Decreto 
1159/2010, de 17 de septiembre; y las normas de 
Adaptación del Plan General de contabilidad a las 
entidades sin fines lucrativos aprobadas por el Real 
Decreto 1491/2011, de 24 de octubre, que incluye 
algunas novedades importantes que afectan a los estados 
de cuentas anuales correspondientes a ejercicios que se 
inicien a partir del 1 de enero de 2016, que los contribu-
yentes del Impuesto sobre Sociedades, deberán de tener 
en cuenta al cumplimentar la declaración del Impuesto 
sobre Sociedades para períodos impositivos iniciados a 
partir del 1 de enero de 2016.

nOtA IMPORtAnte

sE apruEban los modElos dEl impuEsto sobrE sociEdadEs y dEl impuEsto sobrE la 
rEnta dE no rEsidEntEs dEl EJErcicio 2016 y sE rEGula su prEsEntación ElEctrónica. 
más información En al día fiscal,  páGs. 6 y 7.

Se ReGulAn lAS eSPeciFicAcioneS 
noRmAtivAS y técnicAS De lA llevAnzA 
De loS libRoS ReGiStRo Del ivA A 
tRAvéS De lA SeDe electRónicA De lA 
AGenciA tRibutARiA
Orden HFP/417/2017, de 12 de mayo, por la que se regulan 
las especificaciones normativas y técnicas que desarrollan la 
llevanza de los Libros registro del Impuesto sobre el Valor 
Añadido a través de la Sede electrónica de la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria establecida en el artículo 62.6 
del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, apro-
bado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, y 
se modifica otra normativa tributaria. (BOE núm. 115, de 
15 de mayo de 2017)

Este nuevo sistema de llevanza de los libros registro 
en la Sede electrónica de la Agencia Estatal de Adminis-
tración Tributaria, permitirá disponer de información 
suficiente y de calidad como para, no solo facilitar 
el control y la prevención del fraude fiscal, objeti-
vos prioritarios de la Agencia estatal de Adminis-
tración tributaria, sino también para poder ofrecer 
una herramienta de asistencia al contribuyente en 
la elaboración de sus declaraciones por el impues-
to sobre el valor Añadido.

todos aquellos sujetos pasivos que obligatoria-
mente deban cumplir con este nuevo sistema de 
llevanza de los libros registro, así como los que ha-
yan optado por el mismo, quedan exonerados de 
la obligación de presentar la Declaración anual de 
operaciones con terceras personas, modelo 347. Del 
mismo modo se les elimina la obligación de presentar la 
Declaración informativa a que se refiere el artículo 36 del 
Reglamento General de las actuaciones y los procedimien-
tos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las 
normas comunes de los procedimientos de aplicación de 
los tributos, modelo 340, y la Declaración-resumen anual 
del Impuesto sobre el Valor Añadido, modelo 390.
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En consecuencia, se procede en esta orden a deter-
minar las especificaciones normativas y técnicas que 
desarrollan la llevanza de los libros registro del Impues-
to sobre el Valor Añadido a través de la Sede electró-
nica de la Agencia Estatal de Administración Tributa-
ria, establecida en el artículo 62.6 del Reglamento del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real 
Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre.

El envío de esta información podrá realizarse a tra-
vés de servicios web o utilizando el formulario publi-
cado en la Sede electrónica de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria. En el caso de que la infor-
mación se envíe a través de los servicios web, deberá 
suministrarse atendiendo al formato y diseño de los 
mensajes informáticos que consten en la Sede electró-
nica de la Agencia Estatal de Administración Tributaria 
en Internet.

Jurisprudencia 

liQuiDAción itP e iSD
no PueDen utilizARSe vAloReS 
cAtAStRAleS con eFectoS 
RetRoActivoS en lA liQuiDAción Del 
itP y el iSD
Tribunal Supremo. Sala de lo Contencioso-Administrativo. 
06/04/2017

En el caso planteado se determina que la Adminis-
tración debe justificar adecuadamente su elec-
ción y razonar el resultado de la comprobación, 
de modo que se permita al contribuyente conocer 
los datos tenidos en cuenta relativos a la referen-
cia catastral del inmueble, su valor catastral en 
el año del hecho imponible, el coeficiente aplica-
do y la normativa en que se basa la Administra-
ción tributaria.

En consecuencia, el Alto Tribunal concluye que 
no es admisible que la normativa autonómica se 
aplique a hechos imponibles producidos con an-
terioridad a su entrada en vigor, aunque se hayan 
tenido en cuenta valores vigentes a la fecha del 
devengo, en tanto en cuanto, los obligados tributa-
rios tienen derecho a conocer previamente los valores 
considerados por la Administración.

En este sentido, el art. 157.1 del Real Decreto 
1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprobaron 
los procedimientos de gestión e inspección tributaria, 
dispone que la comprobación de valores no procederá 

cuando el obligado tributario haya declarado de acuer-
do con los valores publicados por la propia Administra-
ción actuante en aplicación de alguno de los medios 
previstos en el art. 57.1 de la Ley General Tributaria.

Así pues, la aplicación del medio de valoración 
consistente en la estimación por referencia a los 
valores que figuren en los registros oficiales de 
carácter fiscal, exige que la metodología técni-
ca utilizada para el cálculo de los coeficientes 
multiplicadores, los coeficientes resultantes de dicha 
metodología y el periodo de tiempo, hayan sido objeto 
de aprobación y publicación por la Administración tri-
butaria que los vaya a aplicar.

Por otra parte, el art. 90 de la Ley General Tributaria 
regula la información por la Administración Tributaria 
con carácter previo a la adquisición o transmisión de 
bienes inmuebles, información que lógicamente ha de 
tener en cuenta los coeficientes aprobados.

En vista de todo lo anterior, el Supremo llega a la de-
terminación de que si los obligados tributarios pue-
den consignar en sus declaraciones y autoliquida-
ciones el valor que la Administración tributaria 
asigna a los bienes inmuebles urbanos aplicando 
los coeficientes establecidos al valor catastral ac-
tualizado a la fecha del devengo, sin que el órga-
no de gestión pueda proceder a la comprobación 
por otro medio si han declarado un valor igual o 
superior, razones de seguridad jurídica impiden apli-
car la normativa con carácter retroactivo.

Puede leer el texto completo de la sentencia en 
www.casosreales.com marginal 70374606

al día laboral
legislación

Se PRoRRoGA hAStA el 15 De AbRil De 
2018 el PRoGRAmA De ActivAción PARA 
el emPleo 
Real Decreto-ley 7/2017, de 28 de abril, por el que se 
prorroga y modifica el Programa de Activación para el 
Empleo. (BOE núm. 102, de 29 de abril de 2017)

Gobierno e interlocutores sociales coinciden en la 
necesidad de mantener los instrumentos existentes para 
la protección y activación de los desempleados de larga 
duración con cargas familiares y, en consecuencia, en la 
necesidad de prorrogar el programa durante un año.
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A través de las modificaciones que se introducen en el 
programa, se permite el acceso al mismo a cualquier 
desempleado que haya agotado cualquier prestación 
por desempleo, y no únicamente tras haber agotado 
el Programa de Recualificación Profesional de las 
Personas que agoten su Protección por Desempleo, 
el Programa temporal de Protección e inserción 
o la Renta Activa de inserción; se reduce el plazo de 
espera para solicitarlo desde que se ha agotado cualquier 
prestación de seis meses a un mes; y se reduce el plazo de 

AtencIón

sE rEGulan las EspEcificacionEs normativas y tÉcnicas dE la llEvanZa dE los libros 
rEGistro dEl iva a travÉs dE la sEdE ElEctrónica dE la aGEncia tributaria. más in-
formación En al día fiscal, páGs. 7 y 8.

inscripción como demandante de empleo de 360 días a 270 
días dentro de los 18 meses anteriores a la solicitud.

Las citadas modificaciones se aplican también a los 
desempleados que cumplan los nuevos requisitos y que 
no estando inscritos a la fecha de entrada en vigor de 
esta norma lo hubieran estado el 1 de diciembre de 
2014 o el 1 de abril de 2016, dándose cabida de 
esta forma a potenciales beneficiarios a los que la 
regulación inicial no permitió el acceso.

Solicite por correo electrónico
un ejemplar totalmente gratuito
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La agilización del acceso al programa se consigue 
mediante la reducción de seis meses a un mes del 
plazo de espera posterior al agotamiento de cualquiera 
de las prestaciones o ayudas, así como de la misma 
reducción del plazo de espera en el caso de que tras el 
agotamiento de alguna de las prestaciones o ayudas se 
hubiese percibido cualquier tipo de rentas mínimas, 
salarios sociales, etc., concedidas por cualquier Ad-
ministración Pública.

El 15 de abril de 2017 venció el plazo para que los 
desempleados pudieran presentar la solicitud de in-
corporación al programa de activación para el empleo. 
Por ello, la necesidad de que la prórroga del programa 
entre en funcionamiento tan pronto como sea posible 
para evitar situaciones de desprotección de los traba-
jadores desempleados justifica la aprobación urgente 
de la norma.

al día mErcantil
legislación

Se conSiDeRARá PRácticA De 
meRcADo AcePtADA lA ReAlizAción De 
contRAtoS De liQuiDez Si cumPlen 
loS ReQuiSitoS eStAbleciDoS PoR lA 
cnmv 
Circular 1/2017, de 26 de abril, de la Comisión Nacio-
nal del Mercado de Valores, sobre los contratos de liqui-
dez. (BOE núm. 111, de 10 de mayo de 2017).

En cumplimiento con el procedimiento establecido 
en el artículo 13 del Reglamento (UE) Nº 596/2014 y 
en el Reglamento Delegado (UE) 2016/908 de la Co-
misión de 26 de febrero de 2016, por el que se com-
pleta la MAR mediante el establecimiento de normas 
técnicas de regulación sobre los criterios, el procedi-
miento y los requisitos para establecer una práctica de 
mercado aceptada, así como los requisitos para man-
tenerla, derogarla o modificar las condiciones para su 
aceptación, la cnmv ha llevado a cabo un pro-
ceso de consulta pública en relación con los 
contratos de liquidez dirigido principalmente a 
las sociedades emisoras, empresas de servicios 
de inversión, entidades de crédito, asociaciones de 
inversores, entidades rectoras de los mercados y otras 
autoridades competentes. Asimismo, la cnmv ha 
comunicado a eSmA su intención de considerar 
los contratos de liquidez sujetos a la presente 
circular como práctica de mercado aceptada. en 
respuesta a dicha comunicación, ESMA ha emitido 

un dictamen en relación con el establecimiento de la 
práctica de mercado en el que concluye que la práctica 
de mercado comunicada por la CNMV es compatible 
con el artículo 13.2 del Reglamento (UE) Nº 596/2014 
y contiene diversos mecanismos para limitar las amena-
zas a la confianza en el mercado. la cnmv ha tenido 
en cuenta dicho dictamen a la hora de elaborar la 
presente circular.

Los principales cambios respecto de la regulación 
anterior, a los que se refiere la presente Circular, versan 
fundamentalmente sobre: i) la extensión del ámbito de 
aplicación de la práctica de mercado a los sistemas 
multilaterales de negociación; ii) el establecimiento 
de un umbral asociado al promedio medio diario del 
volumen negociado que podrá ser ejecutado en el marco 
del contrato de liquidez, el cual será diferente en función 
de si las acciones objeto del contrato tienen o no un mer-
cado líquido conforme éste se define en el artículo 2.1.17 
del Reglamento (UE) Nº 600/2014 del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, relativo a 
los mercados de instrumentos financieros (MIFIR); iii) 
la inclusión de un nivel máximo de recursos que 
podrán ser asignados al contrato de liquidez; iv) la 
obligatoriedad de que el intermediario financiero 
que ejecuta la práctica de mercado sea un miembro 
de mercado; v) la necesidad de que en el marco del 
contrato de liquidez se mantenga a largo plazo el 
necesario equilibrio entre el volumen de las compras y 
ventas; vi) las condiciones para la introducción o modi-
ficación de las órdenes en los períodos de subasta, 
referidas fundamentalmente al precio y volumen de di-
chas órdenes; vii) las condiciones para la realización de 
operaciones de bloques u otras operaciones bilate-
rales negociadas, formalizadas conforme a la legis-
lación vigente, de modo que las mismas sólo se permi-
tirán en el caso de que la ejecución de la orden de que se 
trate sea a petición de un tercero distinto del emisor de las 
acciones y del intermediario financiero que actúa en su 
nombre; viii) las condiciones que resultan de aplicación 
a la operativa desarrollada al amparo del contrato 
de liquidez con acciones que se negocien en la mo-
dalidad de contratación de fixing; y ix) los supuestos 
en los que la operativa del contrato de liquidez debe 
suspenderse.

lA DGRn DictA unA inStRucción SobRe 
inteRconexión De loS ReGiStRoS 
meRcAntileS 
Instrucción de 9 de mayo de 2017, de la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, sobre interconexión de los re-
gistros mercantiles. (BOE núm. 116, de 16 de mayo de 2017)
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La Directiva 2012/17/UE modifica la Directiva 
89/666/CEE y las Directivas 2005/56/CE y 2009/101/
CE en lo que respecta a la interconexión de registros 
centrales, mercantiles y de sociedades. Dicha Direc-
tiva viene a establecer un sistema de interconexión de 
registros mercantiles de los Estados miembros, basa-
do en el portal de justicia en red europea, la platafor-
ma central europea y los registros mercantiles nacio-
nales. Dicho sistema debe permitir la publicidad de 
los datos y documentos de los registros mercantiles, 
así como la comunicación entre registros de distintos 
Estados a efectos de coordinación en relación con la 
información de la situación relativa a matrices y su-
cursales y también a fusiones transfronterizas. Desde 
el plano de las obligaciones de los Estados miembros 
la Directiva 2012/17/UE recoge en su artículo 5 dos 
plazos de transposición: un primer plazo de transpo-
sición hasta el 7 de julio de 2014, referido a aspectos 
puntuales sobre protección de datos, fechas de publi-
cación de las inscripciones y obligaciones de informa-
ción, y un segundo plazo de transposición de dos años 
desde la determinación por la Comisión de las corres-
pondientes especificaciones técnicas necesarias para 
la interconexión.

En desarrollo de la indicada Directiva, el Reglamen-
to de Ejecución (UE) 2015/884 de la Comisión, de 8 
de junio de 2015, por el que se establecen especifi-
caciones y procedimientos técnicos necesarios para el 
sistema de interconexión de registros establecido por 
la Directiva 2009/101/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, estableció las especificaciones y procedi-
mientos técnicos necesarios para el sistema de inter-
conexión.

Por otro lado, el artículo 17.5 del Código de Comer-
cio, añadido mediante la disposición final primera de 

nOtA IMPORtAnte

un prÉstamo participativo Es una transfErEncia dE capital QuE viEnE a EQuivalEr a 
una transfErEncia financiEra EncubriEndo una subvEnción o ayuda pÚblica. más 
información al día mErcantil,  páGs. 11 y 12.

la Ley 19/2015, de 13 de julio, de medidas de reforma 
administrativa en el ámbito de la Administración de 
Justicia y del Registro Civil, dispone: «El Registro Mer-
cantil asegurará la interconexión con la plataforma cen-
tral europea en la forma que se determine por las normas 
de la Unión Europea y las normas reglamentarias que las 
desarrollen. El intercambio de información a través del 
sistema de interconexión facilitará a los interesados la ob-
tención de información sobre las indicaciones referentes 
a nombre y forma jurídica de la sociedad, su domicilio 
social, el Estado miembro en el que estuviera registrada y 
su número de registro.»

Próximo a cumplirse el próximo 8 de junio el segun-
do plazo de transposición de la Directiva, lo que impli-
ca el lanzamiento del sistema de interconexión, pro-
cede establecer la forma de actuación de los Registros 
Mercantiles en el marco de sistema de interconexión 
de registros mercantiles.

Jurisprudencia 

PRéStAmoS PARticiPAtivoS
un PRéStAmo PARticiPAtivo PueDe 
conSiDeRARSe Subvención PúblicA
Tribunal Supremo. Sala de lo Civil. 06/04/2017

El Alto Tribunal establece en una reciente senten-
cia, que un préstamo participativo es una trans-
ferencia de capital que viene a equivaler a una 
transferencia financiera encubriendo una sub-
vención o ayuda pública.

En relación al caso planteado, el supremo afirma 
que es un hecho notorio que, en el desarrollo de 
los préstamos participativos, por los distintos or-
ganismos públicos figura la exigencia de poder 
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contratar con el estado para poder obtener un 
préstamo participativo. Asimismo, como sucede, en 
el caso enjuiciado, si el préstamo no es susceptible de 
reintegro, lo que acontece con una empresa inmersa en 
concurso de acreedores, aquel adquiere naturaleza de 
subvención.

En consecuencia, los préstamos que se conce-
den a sociedades inmersas en procesos de con-
cursos de acreedores y a empresas con pérdidas 
recurrentes son considerados a efectos de conta-
bilidad nacional como transferencias de capital, 
con efectos en el déficit público.

Se establece que lo relevante no es el eventual 
déficit público sino la consideración de transfe-
rencia de capital lo que viene a equivaler a una 
transferencia financiera encubriendo una sub-
vención lo que no permite, en una situación como 
la de autos, ni la normativa nacional ni la comunitaria 
por cuanto podría vulnerar la libre competencia.

Si se atiende al notorio criterio del inversor pri-
vado empleado por los órganos comunitarios, Comi-
sión y Tribunal de Justicia, permite, en el concreto 
caso examinado, considerar ayuda estatal el antedi-
cho préstamo. 

Basta con remitirse a la relevante Sentencia de 3 
de abril de 2014 del Tribunal de Justicia examinando 
el recurso de casación 224/12 formulado por la Comi-
sión Europea frente a la Sentencia del Tribunal Gene-
ral de la Unión Europea de 2 de marzo de 2012 que 
había anulado parcialmente una Decisión sobre una 
ayuda del Reino de los Países Bajos en favor de un 
grupo bancario.

Recuerda la Abogado General Sra. Sharpston, en el 
punto 27 de sus conclusiones que el Tribunal Gene-
ral en las reflexiones contenidas en los apartados 95 a 
114 de su sentencia señaló que “para calificar una 
medida como ayuda estatal, entre otras cosas, 
debe conferir una ventaja económica a la empre-
sa beneficiaria que ésta no hubiera obtenido en 
condiciones normales de mercado”. 

Puede leer el texto completo de la sentencia en 
www.casosreales.com marginal 70374607

al día pEnal
Jurisprudencia

mAtRimonio De convenienciA 
un mAtRimonio De convenienciA 
Solo eS Punible PenAlmente Si exiSte 
ánimo De lucRo
Tribunal Supremo. Sala de lo Penal. 06-04-2017 

El Alto tribunal ha establecido en una reciente 
sentencia que el matrimonio de complacencia 
o conveniencia sólo puede acarrear sanciones 
administrativas o derivar en un ilícito civil 
pero no penal, si no media ánimo de lucro y 
no existe usurpación de estado civil o falsedad 
documental previa.

En este sentido, se concluye que la jurisdicción 
penal no tiene competencia para pronunciarse 
sobre la validez del matrimonio, y solo se tipi-
fica penalmente en caso de que exista un ánimo de 
lucro. Así pues, los matrimonios de conveniencia no 
pueden dar lugar a delito de falsedad, ni en el ce-
lebrante ni en los contrayentes, aunque uno y otro 
conozcan y consientan la irregularidad y el fraude 
del acuerdo.

Respecto al caso planteado, tampoco se puede 
determinar la existencia de un delito de migración 
ilegal, en tanto en cuanto concurre inequívocamen-
te la excusa absolutoria de ayuda humanitaria que 
excluye la punibilidad y la falta del elemento subje-
tivo del injusto del ánimo de lucro.

En cualquier caso, este pronunciamiento del Su-
premo, tiene su reflejo en la práctica diaria, pues 
de los varios centenares de matrimonios de com-
placencia de los que la Fiscalía especializada en ex-
tranjería, tiene noticia cada año, salvo usurpación 
de estado civil o falsedad documental previa, nin-
guno origina diligencias penales por falsedad do-
cumental ideológica en el único sustento de ser el 
consentimiento otorgado por mera conveniencia o 
complacencia.

Puede leer el texto completo de la sentencia en 
www.casosreales.com marginal 70376260
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al día procEsal
Jurisprudencia

cADuciDAD y PReScRiPción 
lA PReSentAción De RecuRSoS 
PARA loGRAR lA cADuciDAD De un 
PRoceDimiento no inteRRumPe lA 
PReScRiPción
Tribunal Supremo. Sala de lo Penal. 10/01/2017

la presentación de un recurso solicitando la 
caducidad de un procedimiento, no interrumpe 
la prescripción del mismo. 

En una reciente sentencia, el Alto Tribunal modifica 
su postura hasta la fecha, estableciendo que la presen-
tación de un recurso solicitando la caducidad de un pro-
cedimiento, no interrumpe la prescripción del mismo.

En el caso planteado, el Supremo establece que si 
bien es cierto que la prescripción se interrumpe 
por la interposición de cualquier clase de recur-
sos, no lo es menos que esto debe interpretarse de 
forma conjunta con el artículo 92.3 lRJPAc , de 
tal manera que si la parte se vio obligada a utilizar los re-
cursos pertinentes para conseguir una declaración de ca-
ducidad que tenía que haber sido apreciada de oficio por 
la Administración, hay que entender que en un supuesto 
como el presente, los recursos interpuestos no vienen 
sino a integrar el procedimiento caducado, por lo que 
carecen de virtualidad par interrumpir la prescripción.

Esta declaración del Alto Tribunal contradice la ju-
risprudencia existente hasta la fecha, que se postulaba 
por una solución contraria, aplicando la tesis de que 
las reclamaciones y recursos entablados para que se 
declare la caducidad del procedimiento interrumpe la 
prescripción de la acción administrativa.

Con este cambio, se considera, por tanto, que la 
reclamación o recursos para lograr la declara-
ción de caducidad no son sino una prolongación 
del mismo procedimiento que se declara cadu-
cado, y que desaparece embebida en él. Así pues, el 
procedimiento declarado caducado se hace inexisten-
te y en él se incluye la reclamación o recurso que lo 
ha declarado tal.

Puede consultar el texto completo de la sentencia en 
www.casosreales.es marginal nº 70356044

al día social
Jurisprudencia

DeleGADoS SinDicAleS 
loS DeleGADoS SinDicAleS no PueDen 
DiSFRutAR Del cRéDito SinDicAl en 
vAcAcioneS
Tribunal Supremo. Sala de lo Social. 01/02/2017

no es posible disfrutar de un permiso retribui-
do cuando el representante unitario o sindical 
disfruta de sus vacaciones.

El Alto Tribunal establece que este crédito co-
rresponde, de conformidad con lo dispuesto en el art. 
68.e ET a cada uno de los miembros del comité de 
empresa o delegado de personal y por extensión 
a los delegados lolS, que no sean miembros del 
comité de empresa, quienes solo podrán disponer 
del mismo durante 11 meses al año, ya que no es 
posible disfrutar de un permiso retribuido cuando el 
representante unitario o sindical disfruta de sus vaca-
ciones, en tanto en cuanto, no se puede disfrutar de 
este permiso cuando no se está trabajando.

AtencIón

no Es posiblE disfrutar dE un pErmiso rEtribuido cuando El rEprEsEntantE 
unitario o sindical disfruta dE sus vacacionEs. más información al día social, 
páGs. 13 y 14.
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En consecuencia, si el representante unitario 
o sindical dispone de un crédito horario, cuya 
naturaleza es propia de un permiso retribuido, 
incompatible con el disfrute de sus vacaciones 
anuales, se hace absolutamente evidente que no 
puede ceder dicho crédito a la bolsa de crédito 
horario, por cuanto dicho crédito no estuvo nunca en 
el patrimonio de dichos representantes.

Así pues, en el supuesto presente no existe ni el más 
mínimo indicio que pueda llevar a la conclusión de que 
el ineludible consentimiento empresarial se haya produ-
cido ni de forma expresa ni de forma tácita, de forma que 
quepa deducir que alguna conducta o actitud pueda ser 
reveladora de tal propósito.

Se concluye por ello, que no se puede sostener la exis-
tencia de la condición más beneficiosa pretendida y sí de 
una práctica que se llevaba a cabo en la empresa en la 
creencia de que era la que se derivaba de la exigencia de 
la ley, práctica cuya modificación no vulneró las exigen-
cias del artículo 1256 CC puesto que no se trata de un 
derecho que se hubiera incorporado al nexo contractual.

Puede leer el texto completo de la sentencia en 
www.casosreales.com marginal 70368217

subvEncionEs
Estatales

Se APRuebAn SubvencioneS PARA 
el eStuDio De lA ActiviDAD De 
lAS inStitucioneS FiScAleS 
inDePenDienteS 
Resolución de 21 de marzo de 2017, de la Autoridad Inde-
pendiente de Responsabilidad Fiscal, por la que se aprue-
ban las bases reguladoras para la concesión de subvención 
para el estudio de la actividad de las Instituciones Fiscales 
Independientes. (BOE núm. 83, de 7 de abril de 2017)

Final de la convocatoria: La justificación de la sub-
vención se realizará, antes del día 30 de noviembre de 2017.

Se conceDe Subvencion DiRectA Al 
conSeJo GeneRAl De lA AboGAcÍA en 
mAteRiA De ASiStenciA JuRÍDicA GRAtuitA
Resolución de 12 de abril de 2017, de la Secretaría de Estado 
de Justicia, por la que se concede subvención directa al Con-
sejo General de la Abogacía española en materia de prestación 
de asistencia jurídica gratuita, para el ejercicio presupuestario 
2017. (BOE núm. 92, de 18 de abril de 2017)

Se conceDe Subvencion DiRectA 
Al conSeJo GeneRAl De loS 
PRocuRADoReS en mAteRiA De 
ASiStenciA JuRÍDicA GRAtuitA
Resolución de 12 de abril de 2017, de la Secretaría de 
Estado de Justicia, por la que se concede subvención 
directa al Consejo General de los Procuradores de 
España en materia de prestación de asistencia jurídica 
gratuita, para el ejercicio presupuestario 2017. (BOE 
núm. 92, de 18 de abril de 2017)

Se conceDen SubvencioneS Al 
SeGuRo AGRARio
Real Decreto 425/2016, de 11 de noviembre, por el que se 
establecen las bases reguladoras para la concesión de sub-
venciones de la Administración General del Estado al Segu-
ro Agrario. (BOE núm. 274, de 12 de noviembre de 2016)

Final de la convocatoria: El plazo para presentar 
la solicitud será de quince días naturales desde la fina-
lización del período de suscripción de la línea de seguro 
respectiva o bien, en el caso de las pólizas de los seguros 
de explotación de ganado, en el plazo de quince días des-
de la comunicación a Agroseguro del cambio de titular, 
siempre que la póliza para la que se solicite la subven-
ción se encuentre dentro del periodo de garantía.

Se APRuebAn SubvencioneS 
PARA ASociAcioneS JuDiciAleS 
PRoFeSionAleS DeStinADAS A 
FAcilitAR el FuncionAmiento De 
DichAS ASociAcioneS y FomentAR el 
ASociAcioniSmo JuDiciAl

Acuerdo de 27 de abril de 2017, de la Comisión Per-
manente del Consejo General del Poder Judicial, por el 
que se aprueban las bases reguladoras para la concesión 
de subvenciones a las asociaciones judiciales profesiona-
les. (BOE núm. 107, de 5 de mayo de 2017).

Final de la convocatoria: Será el plazo fijado en la 
correspondiente convocatoria.

autonómicas

Se APRuebAn SubvencioneS PARA 
emPRenDeDoReS Que Se eStAblezcAn 
como AutónomoS, o Que PonGAn en 
mARchA micRoemPReSAS en ARAGón 

Orden EIE/469/2016, de 20 de mayo, por la que se 
aprueba el Programa Emprendedores y se establecen las ba-
ses reguladoras para la concesión de subvenciones para la 
promoción del empleo autónomo y la creación de microem-
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presas en la Comunidad Autónoma de Aragón. (Boletín Ofi-
cial de Aragón de 30 de mayo de 2016)

Final de la convocatoria: Las solicitudes de sub-
vención al establecimiento como trabajador autónomo 
deberán presentarse en el plazo de un mes a contar 
desde el día en que se inicie la actividad.

Se APRuebAn AyuDAS PARA PoSibilitAR lA 
PeRmAnenciA en lA vivienDA hAbituAl 
De PeRSonAS en SituAción De RieSGo De 
excluSión SociAl en cAtAluñA 

RESOLUCIÓN TES/7/2016, de 4 de enero, por la que 
se establecen las condiciones de acceso a las prestaciones 
económicas de especial urgencia para afrontar situaciones 
de emergencia en el ámbito de la vivienda, y el procedimien-
to para su concesión. (Diario Oficial de la Generalidad de 
Cataluña de 14 de enero de 2016)

Final de la convocatoria: El plazo entre la fecha en 
que se deja la vivienda y la fecha en que se solicita la pres-
tación no debe ser superior a veinticuatro meses

Se convocAn AyuDAS PARA lAS 
PRoDuccioneS AGRÍcolAS y GAnADeRAS 
AFectADAS PoR lA lluvÍA en cAnARiAS 

Orden AAA/764/2016, de 13 de mayo, por la que se esta-
blecen las bases reguladoras para la concesión de ayudas por 
los daños causados en producciones agrícolas y ganaderas 
por los temporales de lluvia en la Comunidad Autónoma 
de Canarias y en el sur y este peninsular en los meses de 
septiembre y octubre de 2015. (BOE núm. 121, de 19 de 
mayo de 2016).

Final de la convocatoria: El plazo de presentación 
de solicitudes será el que se establezca en la correspon-
diente convocatoria.
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INOPONIBILIDAD DE LA VENTA FRAUDULENTA

José Juan pintó ruiz. Doctor en Derecho - Abogado

Elemental estudio especial para aquellos letrados, que habiendo ejercitado una acción real afectante 
a bienes inmuebles inscritos en el registro de la propiedad y conseguida la anotación preventiva de la 
demanda, han sufrido la cancelación por caducidad de tal anotación preventiva y el demandado ha 
enajenado la finca a un tercero.

No obstante, la tradición jurídica (Art. 111-2.1 Cc de Cataluña) y una interpretación racional del 
sentido del art. 34 de la L.H. pueden ayudar a salvar la indebida frustración del letrado que ha dejado 
caducar la anotación preventiva.

SUMARIO

1. Planteamiento
2. Visión – anuncio argumental 
3. Visión práctica
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LEGISLACIÓN

www.casosreales.es

•	 Código Civil de Cataluña. (Marginal: 23402). Arts.; 111-2, 531-14

•	 Decreto de 8 de febrero de 1946 por el que se aprueba la nueva 
redacción oficial de la ley Hipotecaria. (Marginal: 69726877).  Art. 
34

•	 Código Civil. (Marginal: 69730142). Arts.; 1, 4.1, 6.4, 7ley 2/2011, 
de 4 de marzo, de Economía sostenible. (Marginal: 116126). 

plantEamiEnto

Es escandalosamente cierto que a 
veces, en trance de ejercitar una 
acción contra un titular de finca 
inscrita, el actor ha dejado cadu-
car la anotación preventiva de la 
demanda. conociendo el deman-
dado esta realidad procesal, ena-
jena la finca en favor de un tercero 
con el fin de esterilizar la senten-
cia estimatoria de la acción

Pero la caducidad de la anotación 
preventiva no borra ni hace desapa-
recer la antes publicada existencia 
de un litigio, ni anuncia que el liti-
gio ha terminado, ni deja sin efecto 
el anterior anuncio de su pendencia.

Por esto, este tercero, carece de 
buena fe, porque se enteró que pen-
día un litigio y como la cancelación de 
la anotación preventiva no comporta 
la extinción del litigio, es claro que 
este tercero no es el del art. 34, pues 
sabe que pendió un litigio y no sabe 
que la situación haya cambiado y que 
el litigio haya terminado.

“la caducidad de la anotación preventiva 
no borra ni hace desaparecer la antes 
publicada existencia de un litigio, ni 
anuncia que el litigio ha terminado, ni 
deja sin efecto el anterior anuncio de su 
pendencia”
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El derecho clásico, desde el de-
recho romano, hasta la codificación 
trata el tema, con singular apoyo al 
litigante, y con enérgico desprecio 
y dureza al que colabora como parte 
adquirente como un claro infractor 1.

visión – anuncio 
arGumEntal2

1. El tercer adquirente, carece de 
buena fe. Y es indudable que 
cualquier persona decente y aún 
sin ella con sentido práctico, no 
adquiere una finca cuando en 
cuanto pende sobre ella un litigio. 
Ante todo, indaga y se entera. Si no 
es así, es que otorga con mala fe, y 
con intenciones aviesas.

jURISpRUdENCIA

www.casosreales.es

•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 23 de febrero de 2015, 
núm. 88/2015, nº rec. 300/2013 (Marginal: 69482593)

•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 27 de octubre de 2008, 
núm. 978/2008, nº rec. 56/2003, (Marginal: 231014)

•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 12 de marzo de 2007, núm. 
282/2007, nº rec. 500/2000 (Marginal: 124526)

“si carece de buena fe, no está protegido 
por el art. 34”

       1 Solo una concepción del Derecho, no como regulador recto de la vida, sino sometido a una pura técnica ajena a su originalidad institucional, 
ha ocasionado modernamente una tibia reacción ante tamaña desviación como la venta de la finca litigiosa. Es escalofriante contemplar la contun-
dencia, claridad, eficacia y profundidad práctica que el Derecho histórico, con ejemplar unanimidad, ha reaccionado y desclasificado efectivamente 
la acción traicionera de, pendente el litígio, vender la finca. 
A tal fin, conviene dar lectura a la enérgica y eficaz repulsa históricamente establecida. 
Oigamos a “FELIPE, Príncipe y Lugarteniente General de Carlos en las cortes de Monzón del año 1.547, obrante en el libro VIII, título VI, cap. 39” 
de la compilación de las “constitucions i altres drets de Catalunya” y que dice así: 
 “Como se haya visto algunas veces que, para alterar el juicio y preparar impedimentos para la ejecución de la justicia, se hacen, pleito pen 
 diente, donaciones y otras enajenaciones de las cosas litigiosas, en favor de personas privilegiadas o de otras, a fin de que obtenida sentencia  
 por la otra parte, sea necesaria discusión con el tercero en favor del cual se hizo la enajenación y por ello establecemos y ordenamos que  
 mientras se haga fe y conste en el proceso que al tiempo de promoverse el pleito dichas cosas enajenadas eran poseídas por el enajenante,  
 se lleve y se deba llevar a ejecución la sentencia realmente y de hecho sin citación alguna, a menos que la Real Audiencia   
          considerara se hubiere de citar aquel a quien se hizo la enajenación o al que en otra forma poseyera o detentara las cosas litigiosas, no obstante  
 cualesquiera excepciones y derechos que por éstos se opusieren, los cuales sean salvos una vez hecha la ejecución, pero antes no sean  
         oídos en nada y en caso de ser citados, como se deja dicho, los términos sean precisos y perentorios, tanto par las partes como        
 para los Jueces, como se ha dicho y ordenado en los incidentes resoluciones de las excepciones impedientes el litis in gres 
 sum.”. 
En el Código de Justiniano, antaño, se había dispuesto algo semejante, pero más débil. En C. Libro VIII, tit. XXXVII, Ley 4 se lee: 
 “El Emperador JUSTINIANO, Augusto, a JUAN, Prefecto del Pretorio.- Mandamos que si alguno habiendo litigio pendiente, hubiere trans 
 ferido a otro cualquiera, ora éste lo sepa, ora lo ignore, o las acciones, o las cosas que posee, quede sujeto al vicio del contrato litigioso; de 
 biéndose observar cierta distinción entre los contratantes, a fin de que, si alguno hubiere accedido a sabiendas, o a las ventas, o a las donacio 
 nes, o a los otros contratos, sepa que él no solamente habrá de ser compelido a restituir la cosa, sino que también será privado de su precio, no  
 de suerte que ceda en lucro del que enajenó la cosa, sino de modo que también por éste se pague a los fondos del fisco otra tanta cantidad. 
 § 1.  Más si ignorando uno que la cosa era litigiosa la hubiere comprado o la hubiere recibido por otra especie de contrato, en este caso, inva 
 lidada la enajenación de la cosa, perciba su precio con otra tercera parte. Porque es justo que cuando no le hubiere manifestado al comprador  
 que la cosa había sido llevada a juicio, sea el castigado por causa de su dola intención y de su oculta maquinación en la tercera parte del pre 
 cio, según ya hemos dispuesto. Debiéndose extender, por supuesto, esta pena no solamente a los demás contratos, sino también a las donacio 
 nes, de suerte que, cuando no hay entrega de precio, sea multado en la verdear estimación hecha el que transfiere a otro la cosa; no teniendo  
 fuerza alguna ninguno de los instrumentos que sobre esto se hacen. Exceptuándose, a la verdad, de la disposición de esta sanción los que an 
 tes hubieren dado o recibido tales cosas o acciones, o a título de dote, o de la donación de antes de las nupcias, o de transacción, o de división  
 hecha de los bienes de la herencia, o por causa de legado o de fideicomiso. 
 Dada en Constantinopla a 15 de las Calendas de Noviembre, en el año segundo después del consulado de LAMPADIO y de ORESTE,  
 varones esclarecidos. [532]. 
Huellas de estos principios, aparecen asimismo en la Tercera Partida, título VII, Ley XIII (excepciones en Ley XIV), de inspiración evidentemente 
romana que dice lo siguiente: 
ley xiii – Que pena merece el emplazado que enajena la cosa sobre que lo emplazaron 
Muchas vegada acaece, que los emplazados, por fazer engaño a los que los fizieron emplazar, venden, o enagenan maliciosamente, las cosas sobre 
que los emplazan, e quando vienen antel judgador, para fazer derecho, a aquellos que las demandan por suyas, dicen estonce los emplazados, que 
non son tenudos de responderles porque non son tenedores de aquellas cosas, que les demandan. Por ende nos queriendo desfazer tal engaño como  
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Si carece de buena fe, no está 
protegido por el art. 34.

2. impotencia del asiento de can-
celación.

El asiento de cancelación no es con-
tradictorio, ni expresa lo contrario del 
asiento de anotación preventiva. Solo 
expresa que el Registro no está 
publicando, pero no expresa que 

el litigio se ha extinguido. Es decir, 
la realidad registral publicada continúa 
siendo solo la misma: Existió un litigio: 
De ninguna manera expresa que el 
litigio ha dejado de existir. Por lo 
tanto, nada expresa al respecto 3.

3. Falta de legitimación del pre-
tendido tercero hipotecario del 
art. 34 de la l.h.

El supuesto tercer hipotecario si 
lo que quiere es adquirir una finca 
para disfrutarla y ser dueño de ella, 
sabiendo que se publicó antaño, 
la existencia de un litigio, y por la 
cuenta que le tiene, jamás dejará 
de examinar si pende, o no, un li-
tigio y qué es lo que el litigio pre-
senta como objeto. Solo cuando no 
pretenda adquirir, sino que lo que

este tenemos por bien, e mandamos, que todo ome despues que fuesse emplazado, si enagenasse la cosa, sobre que fuesse fecho el emplazamiento 
quel quisieren demandar, diziendo,e razoando los demandadores, que non auia derecho en ella, e que era suya dellos, que tal enagenamiento, on 
vale, e que sea¡ tornada aquella cosa, en poder de uel que la enageno, e que sea el tenudo de fazer decho sobre ella. E demas, que aquel que la 
compro, si fuesse sabidor de aquel engaño, que pierda el precio, que dio por ella. E otrosi el vendedor, que peche otro tanto de lo suyo, por el engaño, 
que fizo, e sea do de la callara del Rey. Mas si el comprador non fuesse sabidor, del engaño, e ouiesse comprado aquella, a cosa a buena fe, deue 
cobrar el precio, que auia dado por ella, e aun demas le deue dar el vendedor, por pena tanto, quanto montasse la tercera parte del recio, que valio 
aquella cosa. E las otras dos partes del precio que valio aquella cosa deue el vendedor pechar al Rey. E si por auentura el emplazado, ouiesse 
cambiado aquella cosa por otra, Si aquel a quien la o por cambio fue sabidor del engaño, deue pechar al Rey, tanto quanto valia la aquella cosa sobre 
que fue fecho el emplazamiento, e deue pechar de lo suyo, otro tanto, el que la cambio despues que fue emplazado, e demas deue ser desfecho el 
cambio, e fazer derecho sobre la cosa que fue emplazado. Esso mismo decimos si la cosa fuesse dada en donadio, despues del emplazamiento. Más 
si el que la recibio, en cambio, o en don non fue sabedor del engaño, non deue auer pena ninguna. Pero decimos que el cambio, o el donadio, que 
non vala. E aun mandamos que aquel que la dio, o la cambio maliciosamente, despues que fue emplazado que peche al otro, a quien la auia dada, o 
cambiada, la tercera parte del precio, que valia aquella cosa, e las otras dos para la camara del Rey. Essa pena misma sobredicha, en que diximos, que 
cae el emplazado, por el engaño, que faze enagenando la cosa, sobre que lo emplaza el aquel a quien la enagena. Essa misma decimos, que ha lograr 
en el emplazador, que engañosamente enagena la cosa, que demandaua, e razonaua por suya despues del emplazamiento, e aquel a quien la enagena, 
despues que fazen emplazar a otro sobre ella. Ca el emplazador, nin el emplazado non deuen, nin pueden fazer enagenamiento nueuamente en 
ninguna manera, de la cosa, sobre que es fecho el emplazamiento que quieren demandar por suya, assi como de suso diximos, fasta que sea librada la 
contienda, que sea entre ellos, por juicio, o sea dado por quito, el emplazado, del emplazamiento. 
ley xiv.- se puede enagenar la cosa sino a pena sobre que es fecho el emplazamiento. 
Enagenada non puede nin deue ser la cosa, sobre que es fecho el emplazamiento, fasta que la contienda que han sobre ella, sea librada por juyzio, assi como de 
suso diximos, en la ley ante desta; fueras ende en casos señalados. E el primero es, si aquella cosa sobre que es fecho el emplazamiento, fuesse dada despues en 
casamiento a otro. El segundo, quando aquella cosa pertenesciesse a muchos, e la quisiessen partir entre si, e enagenarla los vnos a los otros, que son ende 
tenedores della. Pero en qualquier destos casos, aquel a quien passasse la cosa tenudo seria de responder a la demanda, sobre que fue fecho el emplazamiento. E 
el tercero es, quando la enagenassen despues del emplazamiento, en razon de manda que fiziesse a su finamiento. Mas en este caso postrimero, el heredero de 
aquel que ouiesse mandado tal cosa, tenudo seria de defen der, e seguir el pleyto, que era mouido sobre ella fasta que sea acabado. E si lo venciere, deuenla 
entregar a aquel, a quien fue mandada. E si por auentura perdiere el pleyto sin su culpa e sin su engaño; non es tenudo el heredero de dar ninguna cosa por 
razon de aquella manda. Otrosi dezimos que si aquel a quien fue mandada la cosa, sobre que era fecho el emplazamiento sospechare que el heredero, non 
andara, nin seguira lealmente el pleyto, bien puede el mismo si quisiere ser con el heredero en juyzio, para seguir el pleyto, sobre aquella. 
2. Esta sólida tradición jurídica debe ser seriamente tenida en cuenta a la hora de interpretar pues el art. 3º del Cc en su páfo. 1 dice: “Las 
normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos, y la 
realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquellas.” Vide asimismo Art. 
111-2 “Interpretación e integración: 
1.) En su aplicación, el derecho civil de Cataluña debe interpretarse y debe integrarse de acuerdo con los principios generales que lo informan, 
tomando en consideración la tradición jurídica catalana. 
2.) En especial, al interpretar y aplicar el derecho civil de Cataluña deben tenerse en cuenta la jurisprudencia civil del Tribunal de Casación de 
Cataluña y la del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña no modificadas por el presente Código u otras leyes. Una y otra pueden ser invocadas 
como doctrina jurisprudencial a los efectos del recurso de casación.”. Tradición jurídica y antecedente legislativo conduce inexorablemente a no 
dudar de manera que la traicionera venta del bien litigioso, no pueda servir para provocar la herejía jurídica de que una Sentencia sea burlada por 
la ilegalidad traicionera de una venta de bien litigioso. 
La tradición jurídica es clara al no caer en la trampa de que, para evitar este daño, lejos de respetar este sentimiento y valor jurídico claramente  
proclamado, se exija a quien tiene la razón toda suerte de actividades (anotación preventiva) viciadas por traicioneras caducidades, de tal manera 
que el bien este condicionado y sometido a formalidades, y en cambio el mal – falta de respeto a la sentencia – este protegido sin condiciones, 
restricciones, ni caducidades; es decir, poco menos que el mundo al revés. Esto sería el nuevo mundo al revés. 
  2 Nuestro propósito es patentizar que el dejar caducar una anotación preventiva, claro está que es un inconveniente y comporta una 
carga superpuesta de trabajos y dificultades. Claro que conviene, y es muy útil vigilar y no dejar caducar la anotación preventiva, y vendida la finca a 
un tercero, la finca no es verdad que ya resulta perdida, porque sustantivamente no ocurre tal cosa. Y esto se razona en el presente apartado. 
Pero, claro está, es evidente que es más cómodo no dejar caducar la anotación preventiva, pidiendo su prórroga con tal anticipación que el nuevo mandamiento 
de prórroga llegue al Registro (asiento de presentación) antes de caducada la anterior anotación preventiva. Pero repito – e insisto – la caducidad del asiento de 
anotación preventiva, es solo esto, pero de ningún modo comporta la pérdida o extinción del derecho sustantivo que la anotación preventiva publicaba y protegía. 
       3   Por tal razón, al no expresar de ningún modo que el litigio ha desaparecido, no atribuye buena fe, al adquirente fraudulento el 
cual, carente de esta buena fe, no es el tercero del art. 34. Y por ello no puede, de ningún modo argumentarse ni es jurídicamente posible que el 
actor haya perdido su derecho sustantivo.  
Otra cosa es, que vale la pena evitar la caducidad, aunque solo sea, por un ahorro muy importante de esfuerzo, trabajo y reflexión.
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pretende es algo desviado como 
ser testaferro del demandado, o cual-
quiera otra motivación perversa, se 
avendrá a aparecer como de dueño de 
cobertura 4.

4. A “contrario sensu” si el actor hu-
biera desistido del litigio, la vigen-
cia de la anotación preventiva no 
significaría que había litigio.

5. Infracción de lo dispuesto en el 
núm. 4 del art. 6 del Cc, pues la 
anotación preventiva quiere 

proteger al verdadero due-
ño, jamás al que pretende y 
consigue la conculcación del 
derecho configurado por una 
Sentencia 5.

6. Por infracción del art. 7 del 
cc. No hay duda que vender 
una finca (tanto si es real como 
simuladamente) para frustrar 
la declaración substantiva de la 
sentencia es un acto deleznable 
y antisocial, contrario al buen ha-
cer moral más elemental. Es una 

canallada en sí misma. La venta 
del bien litigioso es contraria a 
las exigencias de la buena fe a las 
que se refiere el art. 7 del Cc6.

7. los actos canallescos y ver-
gonzosos, son inoponibles a la 
vigencia y eficacia de los negocios 
lícitos. Este punto está claro, so-
bretodo en el Derecho civil de Ca-
taluña7.

8. Por el vigor normativo de la 
tradición jurídica8.

       4   Por esta razón hay que entender que carece de buena fe, porque racionalmente, nadie sensato y racionalmente cabal, conociendo que sobre 
una finca pende un litigio, decide comprarla. 
5   Si se examina “supra” la nota 1, se adquiere cabal cuenta de la enérgica reacción que el sensato derecho antiguo lanzaba contra la deleznable 
venta de la finca litigiosa, apoyando sin contemplaciones al litigante de buena fe, y despreciando abierta y contundentemente al comprador. No ocu-
rre, como ahora, que, al titular ofendido y defraudado, se le exigen prórrogas anticipadas y requisitos y más requisitos, de tal manera que el ofendido 
está seriamente condicionado en su protección.  
 6   Vide sic. art. 6º núm. 4 del Cc. El texto es muy claro. El resultado concordante con la Ley, debe prevalecer, y la maniobra fraudulenta es 
como si no existiera. Y estos preceptos están en el Cc y son de aplicación.. 
7   Vide arts. 111-6 y 111-7. Vide especialmente 111-2 páfo 1º en cuanto llama a la tradición jurídica” y véase “supra” la nota 1 en la que se 
vislumbra una enérgica reacción firme y absoluta, como corresponde y que está encima de cualquier tímida protección a la víctima de la infracción, 
cuyo amparo no ha de estar sujeto a caducidades y requisitos formales, de tal manera que como víctima está dotado de una protección indebidamen-
te condicionada y sobradamente de requisitos. 
8   Vide nota anterior “supra” 7. 
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visión práctica

Por diversas razones, el descuidar y 
dejar caducar una anotación preventi-
va, parece algo tan desviadamente más 
grave que la repulsa que ha de caer, 
contra quienes a sabiendas de que es-
tán demandados y en juicio su derecho 
a la finca, venden tal finca a un tercero. 
Este acto avieso, ilegal e inmoral tiene 
que ser básicamente descalificado y su 
realidad e inexistencia no permite una 
subsanación posterior 9.

Pero, quien está perjudicado por esta 
situación debe interponer un procedi-
miento declarativo contra el litigante 
que vendió y contra el comprador: cosa 
esta elemental que no se suele efectuar, 
y que si se interpusiera en serio daría 
el triunfo a la víctima de tal desafue-
ro. Acumulando además acciones in-
demnizatorias, aun en su caso también 
propiamente aquilianas, comportarían 
– eso sí, a la larga pero inexorablemente 
- una efectiva compensación-.

9. Singular importancia tiene 
argumentar el principio de 
“inoponibilidad”10 en virtud 
del cual hay actos que, con 
independencia de su validez o 
invalidez, son inoponibles a un 
derecho principal. No hace fal-
ta ningún esfuerzo para compren-

der que el derecho de todo actor, 
a que la sentencia que se dicte en 
el procedimiento no pueda quedar 
sin efecto, porque el que resulta 
condenado haya intentado inuti-
lizar el fallo vendiéndose o ha-

ciendo ver que se vende la finca. 
La inoponibilidad11 está reflejada 
abiertamente en nuestro ordena-
miento jurídico, y como principio 
general informa nuestro ordena-
miento (art. 1º Cc). n

 9   Vide supra nota 1. 
10   Vide artículo 531-14 CCC y 111-2 CCC, y art. 4.1 del Cc español. 
11   Vide “supra” nota anterior 10 
12   Vide art. 1º del Cc español. Todos estos preceptos de suma generalidad – no debemos olvidar – que aun generales están vigentes y son apli 
   cables. Lamentablemente no obstante su clara vigencia, su incidencia y aplicabilidad están demasiado olvidados. Pero están.

“la anotación preventiva quiere proteger 
al verdadero dueño, jamás al que pretende 
y consigue la conculcación del derecho 
configurado por una sentencia”

CONCLUSIONES

•	 la justicia real y material es obra de todos los operadores jurídicos. Y el impulso de la singular petición, es obra 
del abogado, obra noble esta, que en cuanto asista principalmente al justo y merecido bien de su cliente, contri-
buye al bien común, – provocando, así, mediante la sentencia en casación – el complementar12 el ordenamiento 
jurídico, que buena falta hace, precisamente en esta materia. no puede un acto desvergonzado como la venta 
del bien litigioso, quedar subsanado, por un descuido accidental de la víctima. Hay que proteger el respeto y 
eficacia de la sentencia; no, al amparo de un descuido, dar legitimidad a la perversión del malhechor



22   Economist & Jurist   

derecho
administrativo

NUEVO RÉGIMEN SANCIONADOR DE PROTECCIóN 
DE DATOS 

sonia vázquez y Javier de miguel. Abogados de ECIJA

Cuando hablamos de protección de datos, lo primero que se nos viene a la cabeza es la obtención y la 
gestión de los datos personales de los particulares por parte de cualquier empresa o entidad, los dere-
chos de aquellos y todas las obligaciones que estas deben cumplir para garantizar todos los preceptos 
establecidos en la normativa. Sin embargo, muchas veces se ignora cuáles son las repercusiones de 
no cumplir con los preceptos legales en materia de protección de datos y qué implicaciones conlleva 
para las mencionadas empresas o entidades que se desvíen en el tratamiento de los datos de carácter 
personal.

SUMARIO
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2. Régimen vigente con la actual ley 15/1999
3. Novedades introducidas por el RGPD
4. Implicaciones prácticas del nuevo régimen sancionador
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•	 ley orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos 
de Carácter Personal. (Marginal: 105103). Arts. 43, 44, 45, 46, 49

•	 reglamento (ue) 2016/679 del parlamento europeo y del consejo de 
27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas físicas 
en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre 
circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/
CE. (Marginal: 70341505).  Art. 83.7

•	 Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de 
octubre de 1995, relativa a la protección de las personas físicas en 
lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circu-
lación de estos datos. (Marginal: 56066). 

•	 ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía sostenible. (Marginal: 
116126). 

•	 real Decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la ley del Estatuto Básico del Emplea-
do Público. (Marginal: 69456648)

introducción

A nivel empresarial, se trata de uno 
de los puntos más relevantes puesto 
que, del mismo, podrían derivar di-
ferentes consecuencias negativas y 
gravosas a estas empresas o entidades, 
por lo que es importante que conozcan 
y respeten los preceptos legales que 
les son aplicables con el fin de evitar 
sorpresas desagradables y, lo que es 
aún peor, muy costosas para ellas.

En este sentido y con respecto a 
nuestra Ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre, de Protección de Datos 
de Carácter Personal (en adelante, 
LOPD), el nuevo Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
relativo a la protección de las perso-
nas físicas en lo que respecta al trata-
miento de datos personales y a la libre 
circulación de estos datos y por el que 
se deroga la Directiva 95/46/CE (en 
adelante, RGPD) endurece el régi-
men sancionador aplicable no sólo a 
los responsables del tratamiento de los 
datos de carácter personal, sino tam-
bién a los encargados del tratamiento 
de estos (de aquellas empresas y enti-
dades que tratan datos personales por 
encargo del responsable), procedien-
do a incrementar las cuantías de las 

“En los casos de incumplimiento por parte 
de la administración, procederá el dictado 
de una resolución por parte de la agencia 
Española de protección de datos”
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sanciones por el incumplimiento de 
las disposiciones previstas para pro-
teger los datos de carácter personal, 
implicando un cambio sustancial que 
debe ser tenido en cuenta por todas 
las empresas y entidades a la hora de 
tratar datos personales, adaptándose 
a las estipulaciones del nuevo Regla-
mento y adecuándose a todos los cam-
bios que este prevé, de tal forma que 
pueda evitar sorpresas desagradables 
e imprevistas.

rEGimEn viGEntE con la 
actual lEy 15/1999

Antes de tratar y entrar a la valora-
ción de las nuevas implicaciones que 
trae el régimen sancionador del nuevo 
RGPD, es importante señalar cuáles 
serían las consecuencias para una 
empresa o entidad que incum-
pliese actualmente la normativa 
prevista en protección de datos 
en la loPD, de tal forma que se 

pueda comprobar de forma fehaciente 
el cambio sustancial que se produce y 
se advierta la gravedad de las nuevas 
sanciones de forma palpable y clara. 

La Ley 15/1999, regula el régimen 
sancionador en su Título VII, con-
cretamente en los artículos 43 a 49. 
Este título fue modificado por la Ley 
2/2011 de 4 de marzo de Economía 
Sostenible, en concreto, en su Dis-
posición Final quincuagésima sexta e 
incluyendo la reforma de los artículos 
43, 44, 45, 46 y 49 de la LOPD.

la loPD prevé una serie de 
sanciones en caso de incumpli-
miento de lo estipulado en sus 
disposiciones, y están dirigidas 
tanto a aquellas empresas que 
traten datos personales de forma 
directa (consideradas responsables 
del fichero) como a aquellas que tra-
ten datos de carácter personal por en-
cargo y en nombre del responsable del 
fichero (encargados del tratamiento). 

Estas sanciones están graduadas en 
base a la naturaleza de los derechos 
personales afectados, al volumen de 
los tratamientos efectuados, a los 
beneficios obtenidos, al grado de in-
tencionalidad, a la reincidencia, a los 
daños y perjuicios causados a las per-
sonas interesadas y a cualquier otra 
circunstancia que sea relevante para 
determinar el grado de culpabilidad.

la loPD, concretamente en 
su artículo 44, regula tres grados 
de infracción: leve, grave y muy 
grave. Cada una de ellas prevé un 
rango de sanciones diferente que 
variará teniendo en cuenta la gra-
duación anteriormente mencionada. 
Específicamente, las infracciones 
leves se enfrentan a sanciones en-
tre 601,01 € y 60.101,21 €, las 
infracciones graves a sanciones 
entre 60.101,21 € y 300.506,25 
€, y por último, las infraccio-
nes muy graves se enfrentan a 
sanciones entre 300.506,25 € y 
601.012,1 €. 

Por su parte, la ley de economía 
Sostenible vino a modificar la 
cuantía de las sanciones previstas 
por la loPD de tal forma que se 
aumentó la cuantía mínima de las 
infracciones leves de 601, 01 € y 
se redujo el límite superior pre-
visto de 60.101, 01 a 40.000 €.  
Por otra parte, se ampliaron los cri-
terios de graduación de las san-
ciones económicas en función de 
la trascendencia de la infracción 
cometida, estableciendo una serie 
de nuevas atenuantes, que permiten 
aplicar la escala inferior en grado de 
las sanciones.

Además de modificar la clasifica-
ción de los hechos que dan lugar a las 
sanciones leves, graves y muy graves, 
esta ley vino a estipular nuevos 
criterios de graduación de las 
sanciones, tales como el volumen 
de negocio de la empresa infrac-

jURISpRUdENCIA
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•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 26 de abril de 2017, núm. 
261/2017, nº rec. 2359/2016 (Marginal: 70378165) 

•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 30 de noviembre de 2016, 
núm. 908/2016, nº rec. 333/2016, (Marginal: 70352446)

•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 27 de junio de 2016, núm. 
1532/2016, nº rec. 1085/2015 (Marginal: 69940446)

“la  recogida de datos sin especificar 
detalladamente cada una de las 
finalidades del tratamiento, sería 
sancionado por la normativa actual con un 
importe máximo de 40.000 €”
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tora o los criterios de intencio-
nalidad a la hora de cometer la 
infracción (beneficios obtenidos por 
la infracción, esfuerzo realizado por la 
empresa para implantar procedimien-
tos y medidas de seguridad confor-
me a la legislación en protección de 
datos, etc.) También se contemplan 
nuevos criterios de atenuación en el 
caso de probarse la regularización di-
ligente de la infracción cometida, de 
reconocerse de forma espontánea la 
culpabilidad o de probarse la induc-
ción a la comisión de la infracción por 
parte del afectado, entre otras. Por úl-
timo, introduce, con carácter excep-
cional y limitado, la figura del aperci-
bimiento, la cual otorga la posibilidad 
al órgano sancionador de evitar que se 
abra el régimen sancionador. El aper-
cibimiento única y exclusivamente 
podrá tener lugar si los hechos fuesen 

constitutivos de infracción leve o gra-
ve, nunca muy grave y el infractor no 
hubiese sido apercibido o sancionado 
con carácter previo.  

Asimismo, la referida normativa 
vino a definir el procedimiento de 
resolución de las infracciones en 
materia de protección de datos 
que fueran cometidas por las ad-
ministraciones públicas. En este 
sentido, en los casos de incumpli-
miento por parte de la adminis-
tración, procederá el dictado de 
una resolución por parte de la 
Agencia española de Protección 
de Datos, que será comunicada al 
responsable del fichero, al órgano del 
que dependa jerárquicamente y, en su 
caso, a los afectados, determinando 
qué medidas procederá adoptar para 
la cesación o corrección de los efec-

tos de la infracción.  Es decir, que los 
posibles incumplimientos de las ad-
ministraciones públicas en materia de 
protección de datos, se resolverían sin 
imponer sanción pecuniaria alguna, 
sino imponiendo una “mera” adopción 
de medidas correctoras. 

Además de lo anterior, la Agencia 
española de Protección de datos 
podría proponer, igualmente, la 
adopción de medidas disciplina-
rias contra los empleados públi-
cos que vulnerasen la normativa 
de protección de datos, que ven-
drían determinadas por lo dispues-
to en el Título VII del Real Decreto 
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, 
por el que se aprueba el texto refun-
dido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público.
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Una vez analizado y teniendo claro 
el actual sistema sancionador en pro-
tección de datos que prevé nuestro 
ordenamiento jurídico, procederemos 
a analizar cuáles son las modificacio-
nes más relevantes que prevé el nue-
vo RGPD, por una parte, así como en 
qué medida y cómo afectará a las em-
presas o entidades.

novEdadEs introducidas 
por El rGpd

Como hemos mencionado, el nue-
vo RGPD en su título VIII prevé una 
serie de cambios muy relevantes en el 
campo del régimen sancionador per-
siguiendo la protección efectiva de los 
datos de carácter personal, reforzando 
y especificando tanto los derechos de 
los interesados como las obligaciones 
de aquellas entidades y empresas que 
traten datos personales.  

De forma específica y por su im-
portancia, cabe comenzar mencio-
nando el sustancial incremento del 
importe de las sanciones pecu-
niarias en aquellos casos en los 
que se incurra en una infracción 
tipificada en el RGPD.

En este sentido merece especial 
mención el art. 83 en sus apartados 4 
y 5, que sin hacer mención específica 
a cuantías mínimas, prevé la posibi-
lidad de sancionar las infracciones 
cometidas con respecto al trata-
miento de datos de carácter per-
sonal con multas administrativas 
de 10.000.000 o 20.000.000 de 
euros, o en el caso de que se tra-
te de una empresa, de una cuantía 
equivalente al 2% o al 4% como 
máximo del volumen de negocio 
anual global del ejercicio finan-
ciero anterior, optándose por la de 
mayor cuantía. Dentro del artículo 83 
se mencionan, por otra parte, los casos 
específicos que darán lugar a una u otra 
multa o cuantía, respondiendo la gra-

duación de las sanciones la adecuación 
al nivel de seguridad correspondiente, 
siempre en base a los riesgos que en-
trañe el tratamiento de los datos per-
sonales afectados teniendo en cuenta 
especialmente las posibles  infraccio-
nes cometidas con anterioridad por la 
entidad o empresa, los tipos de datos 
afectados, la notificación proactiva por 
parte de la entidad o la empresa a la au-
toridad de control, la adhesión a códigos 
de conducta o mecanismos de certifica-
ción previstos en el RGPD o cualquier 
factor agravante/atenuante aplicable al 
caso, entre otras.

Además de lo anterior, el RGPD, 
permite a los estados miembros 
establecer normas en materia 
de sanciones penales por infrac-
ciones del RGPD, que pueden, 
incluso, suponer la privación de 
los beneficios obtenidos a conse-
cuencia del tratamiento llevado 
a cabo, incumplimiento con lo dis-
puesto en la normativa.

Por su parte, en lo que respecta 
a las administraciones públicas, el 
RGPD viene a acabar, al menos en lo 
que a la redacción de sus preceptos se 
refiere, con el diferente régimen san-
cionador establecido por la normativa 
actual, para las infracciones cometi-
das por las entidades de derecho pri-
vado y por las de derecho público. 

En este sentido, el artículo 83.7 
del RGPD, establece la capacidad 
de las autoridades de control de im-
poner multas administrativas, esto 
es, sanciones económicas (como 
en el caso de las empresas privadas), 
a autoridades y organismos públicos 
establecidos en los Estados miembros, 
que así lo hayan establecido. Es decir, el 
RGPD otorga a los Estados miembros la 
capacidad de establecer normas respec-
to a si se puede imponer multas admi-
nistrativas a la administración pública 
(lógicamente de dicho Estado) y, en su 
caso, la medida de las mismas. 

Sin embargo, pese a que esta cir-
cunstancia resulta novedosa, al menos, 
como se decía anteriormente, en lo 
que a la concepción igualitaria entre 
empresa privada y organismos públicos 
del régimen sancionador del RGPD se 
refiere, no parece probable que los Es-
tados miembros permitan que se lastre 
a sus propios organismos públicos con 
las sanciones económicas establecidas 
por el RGPD y que, indudablemen-
te, resultarían enormemente gravosas 
para las arcas públicas. 

No obstante, lo anterior, conviene 
resaltar, que el propio RGPD pre-
vé que los Estados Miembros esta-
blezcan otras sanciones aplicables a 
las infracciones previstas, tanto por 
empresas privadas como por organis-
mos públicos, adoptando todas las 
medidas necesarias para garantizar 
su observancia y garantizando que 
dichas sanciones sean efectivas, pro-
porcionadas y disuasorias. Por lo tan-
to, habrá que estar a las sancio-
nes y medidas complementarias 
que, en su caso, prevea el estado 
español y a si las mismas serán 
aplicables en igual medida a las 
empresas privadas y a los organis-
mos públicos. 

Como añadidura a todo lo anterior, 
otro punto importante del RGPD es 
la previsión, en su artículo 82, del 
derecho de los interesados que hayan 
sufrido daños y perjuicios materiales 
o inmateriales como consecuencia 
de una infracción del RGPD a reci-
bir una indemnización del responsa-
ble o encargado del tratamiento por 
los daños y perjuicios sufridos. Si 
bien es cierto que esta previsión no 
es realmente novedosa en nuestro 
ordenamiento, ya que la LOPD pre-
vé en su artículo 19 el derecho a la 
indemnización de las personas 
físicas como consecuencia del 
incumplimiento de lo dispuesto 
en la loPD por parte del respon-
sable o del encargado del trata-
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miento, siempre que se sufra un 
daño o lesión en sus bienes o 
derechos a través de una acción 
por responsabilidad civil, la rea-
lidad es que esta previsión ha tenido 
poca aplicación práctica, del RGPD 
se desprende la intención de darle a 
esta previsión una mayor presencia, 
dotándola de una mayor sencillez y 
permitiendo, incluso, que el interesa-
do ejercite su derecho a través de un 
mandato a una entidad, organización 
o asociación sin ánimo de lucro que 
haya sido correctamente constituida 
con arreglo al Derecho de un Estado 
miembro, cuyos objetivos estatutarios 
sean de interés público y que actúe en 
el ámbito de la protección de los de-
rechos y libertades de los interesados 
en materia de protección de sus datos 
personales, para que presente en su 
nombre la reclamación, y la ejerza en 
su nombre. De esta manera, parece 
que este derecho cobra fuerza, por lo 
que puede preverse que el número de 
reclamaciones que recibirán las em-
presas y entidades se verá incremen-
tado de forma sustancial. 

A tenor de lo anterior, debe resal-
tarse que la obligación de indem-
nizar impuesta por el RGPD, 
afectará a todos los responsables 
que hayan intervenido en el tra-
tamiento, en caso de que el refe-
rido tratamiento no cumpla con 
lo establecido en el RGPD, y a los 
encargados cuando hayan incumpli-
do las obligaciones impuestas por el 
RGPD a los mismos o en los casos 
en los que incumplan las instruccio-
nes que les hayan sido proporciona-
das por los responsables. Siempre y 
cuando, tanto los responsables como 
los encargados, no sean capaces de 
demostrar que no ostentan responsa-
bilidad alguna en los hechos que han 
motivado la indemnización por daños 
y perjuicios en favor del interesado 
que haya resultado perjudicado por el 
tratamiento ilícito de sus datos. 

“la comunicación de los datos al 
prestador de servicios sin suscribir el 
correspondiente acuerdo de encargo de 
tratamiento en la forma establecida podría 
ser sancionada con la suma máxima de 
10m de euros o un 2% del volumen de 
negocio total anual del ejercicio anterior”
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De hecho, como añadidura, con-
viene señalar que dicha asunción 
de responsabilidades, en cuanto a la 
satisfacción de indemnizaciones por 
los daños y perjuicios causados, tam-
bién afecta a los tratamientos comu-
nes realizados por varios responsa-
bles (es decir, la corresponsabilidad 
prevista en el artículo 26 del RGPD) 
e incluso por varios encargados, los 
mismos podrán responder de la to-
talidad de los perjuicios causados  a 
los interesados, a fin de garantizar la 
indemnización efectiva del interesa-
do. Sin perjuicio de que, con poste-
rioridad al abono de la totalidad de la 
indemnización al interesado, el res-
ponsable o encargado pagador, pro-
ceda a la reclamación de la parte de 
la indemnización que corresponda a 
los demás responsables o encargados 
que hayan participado en la misma 
operación de tratamiento. 
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Después de este análisis, no cabe 
ninguna duda de que el nuevo RGPD 
obligará a todas las entidades y 
empresas a revisar sus actuaciones 
y medidas de seguridad en materia 
de protección de datos actuales, 
de tal forma que queden adecua-
das y adaptadas a las nuevas pre-
visiones, toda vez que, de algunos 
tratamientos cotidianos en la actuali-
dad, pueden derivarse consecuencias 
significativamente más gravosas para 
las empresas o entidades.

implicacionEs prácticas dEl 
nuEvo rÉGimEn sancionador

Según se ha venido refiriendo a lo 
largo del presente artículo, las nove-
dades introducidas por el RGPD, en 
lo que al régimen sancionador de las 
infracciones cometidas en materia 
de protección de datos se refiere, son 
relevantes principalmente en lo que 
respecta al alcance de las sanciones 
económicas establecidas. 

Sin embargo, conviene llevar a cabo 
un ejercicio práctico a fin de contrastar 
las sanciones que podrían derivarse del 
incumplimiento de la normativa actual 
en algunos de los tratamientos que 

son llevados a cabo normalmente por 
las empresas y entidades, con aquellas 
que corresponderían según lo dispues-
to por el nuevo régimen sancionador 
establecido por el RGPD. 

En este sentido, circunstancias rela-
tivamente habituales en los tratamien-
tos cotidianos llevados a cabo actual-
mente, como serían la comunicación 
de los datos a prestador de servicios sin 
suscribir el correspondiente acuerdo 
de encargo de tratamiento en la forma 
establecida por la normativa o la rea-
lización del tratamiento sin implantar 
las medidas de seguridad necesarias, 
sancionados en la actualidad con la 
suma máxima de 300.000 €, podrían 
ser sancionadas en virtud del RGPD, 
con la suma máxima de 10M de euros 
o un 2% del volumen de negocio total 
anual del ejercicio financiero anterior. 

Por su parte,  la  recogida de datos 
sin especificar detalladamente cada 
una de las finalidades del tratamiento, 
que sería sancionado con la normati-
va actual con un importe máximo de 
40.000 €; la no supresión de los da-
tos una vez los mismos hayan dejado 
de ser útiles para la finalidad para la 
que fueron recabados, o finalizada la 
fase de bloqueo, cuando existieran 

responsabilidades legales exigibles 
en vigor; el tratamiento de los datos 
sin contar con el consentimiento ex-
plícito del interesado en los casos en 
los que el mismo fuera necesario; que 
en la actualidad se sancionan con un 
máximo de 300.000 €; o la realización 
de transferencias internacionales con 
destino a países que no garanticen un 
nivel adecuado de protección sin la 
contar con la legitimación necesaria, 
sancionado en la actualidad con hasta 
600.000 €,  con el RGPD podrían lle-
gar a ser sancionados con la suma de 
20M de euros o el 4% del volumen de 
negocio total anual del ejercicio finan-
ciero anterior. 

Es decir, pese a que el importe de 
las referidas sanciones administra-
tivas podrá ser atenuado, la cuantía 
de las mismas hace que los posibles 
incumplimientos de la normativa re-
sulten significativamente gravosos en 
comparación con el régimen sancio-
nador actual, cuyas sanciones ya no 
resultan fácilmente asumibles por las 
PYMES españolas, por lo que las em-
presas deberán ser especialmente cui-
dadosas a la hora de cumplir con las 
exigencias del RGPD y la normativa 
de protección de datos estatal que lo 
desarrolle. n

CONCLUSIONES

•	 Conforme se ha venido desarrollando en el presente artículo, el importe y el alcance de las sanciones estable-
cidas por el régimen sancionador del rGPD, implican un importante cambio respecto a lo establecido por la 
normativa actual. De ello, pueden extraerse dos conclusiones claras 

•	 Por un lado, la necesidad de que las empresas o entidades adopten cuantas medidas sean necesarias para ga-
rantizar el debido cumplimiento de la normativa de protección de datos y ser capaces de acreditarlo, ya que, de 
lo contrario, deberían hacer frente a las importantes sanciones económicas establecidas por el rGPD, que, en 
determinados casos, podrían, incluso, poner en riesgo la pervivencia de la empresa  

•	 Y por otro, que la intención del legislador europeo no es otra, y así se plasma tanto en el considerando 152, 
como en el propio artículo 83, que dotar a las sanciones impuestas de una finalidad disuasoria. Es decir, que 
actúen como elemento de presión, o de coacción, para que las empresas o entidades cumplan con el rGPD y 
con la normativa estatal que sea de aplicación 

•	 los “punitives damages”, propios del derecho anglosajón, han llegado a la protección de datos 
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¿En QuÉ circunstancias 
puEdE la EmprEsa plantEar 
un traslado?

En primer lugar, la denominada 
movilidad geográfica no sustan-
cial es aquella que no implica 
cambio de residencia del emplea-
do, es decir, un mero cambio de 
centro dentro de la localidad o 

área. Esta medida forma parte de las 
facultades de organización de la em-
presa (“ius variandi”) y, por tanto, no 
requiere justificación para su aplica-
ción ni faculta al empleado a reclamar 
compensación, salvo que ello esté 
previsto en el Convenio Colectivo 
de aplicación. No es infrecuente, sin 
embargo, que el empresario acceda a 
sufragar ciertos gastos de transporte.

En segundo lugar, la movilidad 
geográfica sustancial conlleva 
un cambio de residencia del do-
micilio habitual del empleado, 
entendiendo por tal el domici-
lio habitual real del empleado y 
no el meramente administrativo. 
Dentro de este grupo se pueden dis-
tinguir dos supuestos, a saber, el tras-
lado y el desplazamiento.

MOVILIDAD GEOGRÁFICA E INTERNACIONAL DE LOS 
EMPLEADOS 

sonia cortés. Socia de Abdón Pedrajas & Molero
isabel ruano. Abogada de Abdón Pedrajas & Molero

Existen tres escenarios en que la empresa puede aplicar una movilidad geográfica de un empleado: 
cambio de centro, traslado o desplazamiento. El tipo de movilidad se determinará en función de las ca-
racterísticas de la medida y no por el nombre que las partes hayan podido darle.tal por un socio único, 
o porque con el transcurso del tiempo, el número de socios quedó reducido a uno.

SUMARIO

1. ¿En qué circunstancias puede la empresa plantear un traslado?
2. Impugnación del traslado
3. Movilidad internacional
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a. el traslado es definitivo y por 
tanto supone el cambio perma-
nente de residencia del emplea-
do. Para llevar a cabo esta movili-
dad, el empresario debe justificar 
la medida en causas económicas, 
productivas u organizativas y debe 
seguir el procedimiento establecido 
al respecto. El íter a seguir es dis-
tinto según se trate de un traslado 
individual o colectivo en función del 
número de empleados afectados.

 - i. el procedimiento a seguir 
en traslados individuales 
comprende la notificación, 
con una antelación mínima 
de treinta días, tanto al tra-
bajador afectado como a los 
Representantes legales. La 
notificación debe contener los 
detalles del traslado, es decir, el 
centro de destino y la fecha de 
efectos de la decisión y la justi-
ficación de la medida.

 - ii. el traslado colectivo re-
quiere un período de consul-
tas con los representantes de 
los trabajadores por período 
de hasta quince días (susti-
tuible por mediación o arbitra-
je, si las partes así lo acuerdan). 
De no haber representantes, los 
empleados designarán una co-
misión de tres miembros si sólo 
quedara afectado un centro de 
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“para determinar si una movilidad es 
accidental o sustancial, la jurisprudencia 
atiende a criterios de distancia entre 
el nuevo centro de trabajo, el domicilio 
habitual del trabajador y el tiempo 
necesario de desplazamiento en función de 
la disponibilidad de transporte público o 
red viaria”
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trabajo o una comisión negocia-
dora de hasta trece miembros si 
quedaran afectados más de un 
centro de trabajo. Concluido el 
período de consultas con o sin 
acuerdo, la empresa notificará el 
traslado a cada empleado afec-
tado con al menos treinta días 
de antelación respecto de la fe-
cha de efectos. Debe tenerse en 
cuenta que los representantes de 
los trabajadores tienen prioridad 
de permanencia en el centro. 
En aquellos casos en que dos 
cónyuges trabajen en la misma 
empresa y uno sea objeto de mo-
vilidad geográfica, el otro cónyu-
ge tiene derecho al traslado l la 

misma localidad cuando hubiera 
puesto de trabajo vacante.

b. el desplazamiento es temporal, 
pero constituye movilidad geo-
gráfica sustancial cuando tiene 
una duración superior a doce 
meses dentro de un período de 
referencia de tres años por en-
tenderse que ello supone cam-
bio de residencia del empleado a 
población distinta a la habitual. 
La empresa debe notificar el despla-
zamiento con antelación suficiente, 
que deberá ser de al menos cinco 
días si el desplazamiento es superior 
a tres meses. Por cada tres meses de 
desplazamiento, el empleado deven-

ga un derecho a cuatro días labora-
bles para volver a su domicilio de ori-
gen, sin computar los días de viaje. 
El empleado tiene derecho también 
a los gastos de viaje y las dietas.

Hay que distinguir esta figura 
de los desplazamientos de em-
pleados durante o antes de su 
jornada laboral. En cuanto a ello, 
merece especial mención la Sen-
tencia del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea (TJUE) de 10 de 
septiembre de 2015 (Caso 266/14, 
Tyco). La empresa Tyco Integrated 
Security SL acordó cerrar sus cen-
tros de trabajo provinciales y ads-
cribir a los trabajadores al centro 
de Madrid. Cada empleado iniciar 
su jornada directamente en las ins-
talaciones del cliente, si bien con 
frecuencia debían pasar por un 
centro de la empresa antes de des-
plazarse al centro de los clientes 
con el fin de recoger material o el 
vehículo. Ello suponía un tiempo 
considerable de desplazamiento 
del personal desde y hacia sus do-
micilios, en algunos casos de hasta 
100 Km. La sentencia declara que, 
si un empleado no tiene lugar fijo 
o habitual de trabajo, el tiempo de 
viaje entre el domicilio del traba-
jador y el primero y último cliente 
computa como tiempo de trabajo.

Para determinar si una movi-
lidad es accidental o sustancial, 
la jurisprudencia atiende a crite-
rios de distancia entre el nuevo 
centro de trabajo y el domicilio 
habitual del trabajador y el tiem-
po necesario de desplazamiento 
en función de la disponibilidad 
de transporte público o red via-
ria. En general, se considera sustan-
cial un traslado definitivo a un centro 
situado a una distancia superior a 
30 Km del centro anterior o siendo 
menos cuando el tiempo invertido 
diariamente en el desplazamiento su-
pera el 25% de la jornada.

“El empleado que ha recibido comunicación 
de una movilidad geográfica y está 
disconforme puede optar por la extinción 
de su contrato de trabajo percibiendo una 
indemnización de veinte días de salario 
por año de servicio con un máximo de doce 
mensualidades”
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Mención aparte merecen las mo-
vilidades geográficas a instancias del 
empleado que encuentran origen en 
temas relacionados con tratamientos 
médicos o violencia de género. En 
estos casos, aparecen subvenciones 
para gastos varios y, en el caso concre-
to de la violencia de género, existe un 
mandato legal de reserva del puesto 
de trabajo original durante seis meses.

impuGnación dEl traslado

el empleado que ha recibido 
comunicación de una movilidad 
geográfica y está disconforme 
con la medida puede adoptar di-
versas acciones.

En primer lugar, puede optar por 
la extinción de su contrato de tra-
bajo percibiendo una indemniza-
ción de veinte días de salario por 
año de servicios con un máximo 
de doce mensualidades. Para ello 
le basta al empleado manifestar su vo-
luntad de extinguir su contrato.

Sin embargo, la acción más co-
mún es la impugnación judicial 
de la decisión empresarial. Se ac-
cionará por la vía del procedimiento 
especial de movilidad geográfica ale-
gando que la movilidad es sustancial y 
que no se encuentra justificada.

Conviene resaltar que el plazo 
para impugnar el traslado es de 
tan solo veinte días de caduci-
dad, por lo que transcurrido el plazo 
el empleado no puede ya accionar. 
Ello es relevante habida cuenta que 
con anterioridad a la Ley Reguladora 
de la Jurisdicción Social el plazo se 
consideraba de un año de prescrip-
ción, por lo que la situación ha cam-
biado drásticamente.

       1   Directiva EU 1996/71 de 16 de diciembre 1996, traspuesta en España a través de la Ley 45/1999 de 29 de noviembre. 
2 Directiva EU 2014/67 de 15 de mayo de 2014

“los accidentes que puedan sufrir en el 
extranjero el personal desplazado pueden 
derivar responsabilidad por incumplimiento 
de medidas de seguridad, incluyendo el 
recargo de prestaciones”
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Para interponer dicha acción el 
empleado debe acatar la decisión em-
presarial de traslado, ya que en caso 
contrario podría ser objeto de medidas 
disciplinarias y perjudicar su acción. 
De interponerse un conflicto colecti-
vo por parte de los representantes de 
los trabajadores, se paralizarán las ac-
ciones individuales. Son competentes 
los Juzgados de lo Social, salvo en el 
supuesto de concurso de acreedores 
en que la competencia corresponde a 
los Juzgados Mercantiles. La sentencia 
puede declarar la medida justificada en 
cuyo caso el empleado podrá optar por 
la extinción indemnizada, o bien de-
clarar la medida injustificada en cuyo 
caso la empresa deberá reponer al em-
pleado en su anterior centro de trabajo 
y con las mismas condiciones. El fallo 
puede declarar la nulidad de la medi-
da por haber vulnerado sus derechos 
fundamentales, por ejemplo, por ser 
discriminatoria por razón de género, o 
por haber menoscabado su dignidad, 
lo cual incluye condena de indemniza-
ción por daños y perjuicios.

movilidad intErnacional

La jurisprudencia no trata las deci-
siones empresariales de trasladar em-
pleados al extranjero como meros tras-
lados sino como novaciones, por lo que 
el empleado puede negarse a ello. Ello 
se justifica por quedar el empleado su-
jeto a condiciones de trabajo diferentes 
derivadas de una legislación diferente, 
un idioma distinto, un entorno laboral 
diferente, una cultura diferente etc. 
Por lo tanto, los desplazamientos re-
quieren acuerdo del empleado.

Los contratos de desplazamien-
to internacional deben estudiarse 
con detenimiento por las conse-
cuencias jurídicas para las partes. 
En primer lugar, es importante deter-
minar la ley aplicable mediante acuer-
do expreso o bien en función del lugar 
habitual de prestación de los servi-
cios. En segundo lugar, es esencial 
regular si la relación laboral en origen 
queda en suspenso o queda sustituida 
por la nueva regulación según la nor-
mativa del país de destino. Ello puede 

afectar tener un impacto fiscal impor-
tante en la indemnización por despido 
que pueda percibir el empleado en su 
momento. Finalmente, si el país de 
desplazamiento no forma parte de la 
UE, deberá valorarse el régimen de 
seguridad social aplicable durante el 
desplazamiento, en función de o en 
caso contrario tiene convenio bilate-
ral de Seguridad Social con España, 
puesto que ello afectará el derecho a 
pensión de jubilación del empelado, 
entre otros.

Para proteger los derechos sociales 
de los trabajadores desplazados en la 
Unión Europea (UE) cuando las em-
presas utilicen su libertad de prestar 
servicios y para facilitar el ejercicio de 
dicha libertad, la Directiva 96/71/CE1  
incluye condiciones de empleo 
fundamentales que deben apli-
carse a los trabajadores desplaza-
dos en el país anfitrión, como:

a. los períodos máximos de trabajo 
y los períodos mínimos de des-
canso;
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b. la duración mínima de las vacacio-
nes anuales remuneradas;

c. las cuantías del salario mínimo, in-
cluidas las incrementadas por ho-
ras extraordinarias;

d. la salud, la seguridad y la higiene 
en el trabajo;

e. mayor prevención y sanciones por 
abuso de las normas aplicables

Se exige además comunicación 
a las autoridades del país recep-
tor del desplazado antes del ini-
cio de la prestación.

Ello ha venido a ser desarrollado 
por una nueva Directiva 2014/672 
que pretende evitar el abuso y la elu-
sión de las normas (por ejemplo, a 
través de las denominadas empresas 
nominales). Según esta Directiva, se 
entiende por trabajador desplazado 
todo trabajador que, durante un pe-
ríodo de tiempo limitado, realiza su 
trabajo en el territorio de un país de 
la UE distinto de aquel en el que de-
sarrolla normalmente su actividad. 
Se exige a tal efecto que exista una 
relación laboral entre la empre-
sa de procedencia y el trabajador 
durante el período de despla-
zamiento. La Directiva 2014/67/
UE incluye una lista de elementos 
fácticos que ayudan a evaluar si una 
situación concreta se califica como 
desplazamiento real.

Para aumentar la protección 
de los derechos de los trabaja-
dores en cadenas de subcontra-
tación, los estados miembros 
de la ue deben garantizar que 
los trabajadores desplazados del 
sector de la construcción puedan 
hacer responsable de cualquier 
remuneración neta pendiente co-
rrespondiente a las cuantías de 
salario mínimo al contratista que 
tenga una relación directa con el 
subcontratista, además de al em-
pleador o en su lugar.

Los países de la UE tienen la obli-
gación de publicar gratuitamente y en 
diversas lenguas la información sobre 
las condiciones del empleo, y sobre los 
convenios colectivos aplicables a los 
trabajadores desplazados a través de un 
sitio web oficial único a escala nacional.

Finalmente, la Directiva 2014/67/
UE incluye normas de cooperación 
administrativa entre las autoridades 
nacionales responsables de la super-
visión a través del Sistema de Infor-
mación del Mercado Interior (IMI). 
el sistema imi es una herra-
mienta electrónica multilingüe 
que permite que las autoridades 
nacionales, regionales y locales 
se comuniquen de forma rápida 
y sencilla con sus homólogos de 
la ue, islandia, liechtenstein y 
noruega sobre la normativa de la 
ue relativa al mercado interior. 
Además, la Directiva garantiza que las 
sanciones y las multas administrativas 

impuestas a los prestadores de servi-
cios en caso de no observar las normas 
aplicables en un país de la UE puedan 
aplicarse y recuperarse en otro país.

La Dirección General de la Ins-
pección de Trabajo y Seguridad So-
cial ya ha emitido un Criterio Técni-
co 97/2016 de 15 de junio 2016 con 
el fin de proporcionar orientaciones 
para facilitar las actuaciones de la 
Inspección en relación con dichos 
desplazamientos de trabajadores. Las 
empresas deberán estar preparadas 
para justificar la realidad del despla-
zamiento mediante la documentación 
en regla, puesto que se prevé un in-
cremento de inspecciones respecto a 
desplazamientos internacionales.

Finalmente, las empresas deben 
tener muy presente que, en supuesto 
de desplazamiento temporal de per-
sonal al extranjero, se continuará 
aplicando la normativa españo-
la en materia de prevención de 
riesgos. Por lo tanto, los accidentes 
que puedan sufrir en el extran-
jero el personal desplazado pue-
den derivar responsabilidad por 
incumplimiento de medidas de 
seguridad, incluyendo el temido 
recargo de prestaciones, es decir, 
un recargo de entre un 30% y un 
50% de la prestación de incapa-
cidad temporal y permanente que 
puede imponerse a la empresa si 
se acredita que el accidente se 
produjo por falta de medias de 
seguridad. n

CONCLUSIONES

•	 Es necesario que tanto empresarios como trabajadores estén bien informados sobre las consecuencias de apli-
car una movilidad geográfica de los empleados dentro de territorio español pero, más aún, cuando se trata de 
desplazamientos trasnacionales en los que es imperativo que se cumplan con los criterios de una verdadera 
prestación transnacional, como son la existencia de establecimiento o de una efectiva prestación de servicios 
con elementos materiales personales necesarios. En este último caso, la problemática derivada de la entrada 
en juego de distintas legislaciones y jurisdicciones junto a la cooperación entre administraciones de diferentes 
Estados Miembros de la Unión Europea supone un reto añadido a una cuestión, ya de por sí altamente compleja
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LA EVOLUCIóN DEL DESPIDO:  
LA APORTACIóN JURISPRUDENCIAL 

ana Goerclich. Abogada de Sagardoy Abogados

La regulación del despido es un componente fundamental de nuestro sistema de relaciones laborales 
que, en la actualidad y al igual que en la Europa continental, no admite la libre resolución del con-
trato por parte del empresario. Así, está consolidado en nuestro ordenamiento jurídico el principio de 
causalidad. Sin embargo, es cierto que la actual articulación del despido admite el “despido libre pero 
pagado” pues si la causa no queda acreditada, el empresario puede seguir rescindiendo siempre y cuan-
do abone una indemnización superior.

Pues bien, el despido se divide principalmente entre despido objetivo y despido disciplinario, debiendo 
el empresario abonar la prevista indemnización legal a favor del trabajador en el despido objetivo, sien-
do esto un deber imperativo y tasado. Cada despido encuentra su particular regulación en los arts. 51 
y ss. ET, por ello, el objetivo de este artículo no será entrar en la concreta normativa de cada despido, 
sino sacar a la luz las interpretaciones jurisprudenciales más relevantes y recientes que inciden en la 
aplicación práctica.

SUMARIO

1. Introducción
2. El despido disciplinario

 a) La calificación legal del despido
 b) La calificación legal del despido

3. El despido objetivo: vertiente individual y colectiva
 a) La problemática doctrina “De Diego Porras”
 b) El despido colectivo. En particular, el cómputo de los umbrales
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•	 real Decreto legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la ley del Estatuto de los trabajadores. 
(Marginal: 6928292). Arts. 51, 54.1, 55, 56,   

•	 Directiva 98/59/CE del Consejo, de 20 de julio de 1998, relativa a 
la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros que 
se refieren a los despidos colectivos. (Marginal: 69941540). Art. 1

•	 ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social. 
(Marginal: 286314) Art 124.11

•	 Directiva 1999/70/CE del Consejo de 28 de junio de 1999 relativa 
al Acuerdo marco de la CEs, la UnICE y el CEEP sobre el trabajo de 
duración determinada. (Marginal: 70141361)

“si el despido se produce por la 
prolongación temporal de la situación de la 
incapacidad temporal, podrá ser declarado 
nulo, teniendo la obligación de readmitir 
al trabajador y posiblemente abonando una 
indemnización por daños y perjuicios” 

introducción

Recientemente son tres las cues-
tiones en las que insiste la jurispru-
dencia en materia de despido: (i) la 
protección de los derechos funda-
mentales, (ii) la buena fe negocial 
que debe regir los despidos colecti-
vos, y (iii) la búsqueda de la cohe-
rencia de la normativa interna con el 
derecho internacional laboral, en es-
pecial, el derecho comunitario. Así, 
el análisis de cada despido girará en 
torno a dichas claves.

El dEspido disciplinario

La principal referencia legal a las 
causas justas del despido discipli-
nario es la que contiene el artículo 
54.1. ET, siendo el despido “basado 
en un incumplimiento grave y culpa-
ble del trabajador”. 

la gravedad hace referencia 
al grado en que el trabajador ha 
quebrantado una obligación la-
boral, en atención al bien jurídi-
co lesionado y en la intensidad 
de la lesión –p.e. daño económico, 
daño moral, advertencias empresa-
riales previas, grado de tolerancia 
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empresarial, etc.–. Por su parte, la 
culpabilidad se asienta en el re-
proche que merece aquel que-
brantamiento, y suele exigir la 
imputabilidad de la conducta al 
trabajador y la voluntariedad en 
la acción u omisión. Por ello, al 
enjuiciar cualquier despido discipli-
nario se deben realizar dos juicios 
distintos: el juicio de gravedad y el 
de culpabilidad. 

El artículo 54.2 ET especifica el 
listado de incumplimientos contrac-
tuales que justifican el despido del 
trabajador. Se trata de siete supues-
tos, algunos de ellos lo suficiente-
mente genéricos como para permitir 
incluir como parte de dicho listado 
cualquier incumplimiento contrac-
tual del trabajador sancionable con 
el despido –p.e. la transgresión de la 
buena fe contractual–.

Si bien los supuestos previstos 
están caracterizados por una inter-
pretación jurisprudencial consolida-
da, lo cierto es que lo relevante no 
son tanto las causas como las conse-
cuencias jurídicas del despido disci-
plinario, ya que la regulación de la 
calificación del despido disciplina-
rio sirve también para la calificación 
del resto de despidos –artículos 55 
y 56 ET. A pesar de que el artículo 
55 tenga por título “forma y efectos 
del despido disciplinario” y que el ar-
tículo 56 parezca una continuación 
de la regulación de la improceden-
cia del despido disciplinario, los 
efectos previstos en los apartados 3 
y siguientes del art. 55 y 56 son tam-
bién aplicables al despido objetivo. 

Por tanto, todo despido podrá 
ser procedente, improcedente y 
nulo; lo que además implica que 
las resoluciones judiciales que 
valoren la calificación legal, se-
rán aplicables a todos los despi-
dos indiscriminadamente.

“todo despido podrá ser procedente, 
improcedente y nulo; lo que además 
implica que las resoluciones judiciales 
que valoren la calificación legal, 
serán aplicables a todos los despidos 
indiscriminadamente”
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núm. res. 12/2017, nº rec. 331/2016 (Marginal: 70362895)
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(Marginal: 70358306)

•	 sentencia del tribunal superior de Justicia de Andalucía de fecha 
16 de noviembre de 2016 núm. 1798/2016, nº rec. 1539/2016 
(Marginal: 70355050)

•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 17 de octubre de 2016 
núm. 848/2016, nº rec. 36/2016 (Marginal: 70339111)

•	 sentencia del tribunal de Justicia de Justicia de 13 de mayo de 2015, 
asunto C-392/2013 (Marginal: 70378418)

•	 sentencia del tribunal superior de Justicia de Castilla la Mancha de 
fecha 10 de junio de 2014, núm. 718/2014, rec. 325/2014 (Mar-
ginal: 69296091)

•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 27 de mayo de 2013, nº 
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rec. 47/2013 (Marginal: 2445870)
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rec. 1878/2008 (Marginal: 419109)

El alcance del principio de no 
discriminación

Y respecto a las consecuencias ju-
rídicas, es especialmente relevante la 
reciente Sentencia del Juzgado de lo 
Social nº 33 de Barcelona de 23 de di-
ciembre de 2016, que aplica la doctri-
na comunitaria “Daouidi” (STJUE de 
1 de diciembre de 2016), declarando 
la nulidad de un despido por discri-
minación por discapacidad. Se trataba 
de un trabajador que estaba de baja 
por incapacidad temporal, y que al te-
ner limitaciones duraderas derivadas 
de la incapacidad temporal, se enten-
dió que estaba siendo discriminado. 

De la lectura de la Sentencia se 
desprende que es esencial que la 
incapacidad sea “duradera”, de 
tal forma que pueda ser conside-
rada como una “discapacidad”. 
Por tanto, en adelante, el empresario 
deberá valorar la previsión temporal o 
duradera de la incapacidad temporal, 
ya que, si el despido se produce 
por la prolongación temporal de 
la situación de la incapacidad 
temporal, podrá ser declarado 
nulo, teniendo la obligación de 
readmitir al trabajador y posible-
mente abonando una indemniza-
ción por daños y perjuicios. 

la contaminación de la nulidad 
del despido

¿Qué calificación jurídica debe 
tener un despido basado en pruebas 
obtenidas vulnerando derechos fun-
damentales? Mientras unos pronun-
ciamientos defienden que la nulidad 
de la prueba se extendía al despido 
en base a la “teoría de los frutos del 
árbol envenenado”, otros sostienen 
que la nulidad de la prueba no pro-
voca la nulidad del despido, que 
en su caso, podrá ser procedente si 
existen otras pruebas o improceden-
te por falta de causa.
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Y es que sigue siendo una cuestión 
no resuelta plenamente. Por un lado, 
la reciente StJS madrid de 13 de 
mayo de 2016, Rec. 282/2016, 
declara la nulidad del despido 
por estar basado en información 
obtenida de una cuenta de correo 
electrónico personal (en idéntico 
sentido, la STSJ Madrid de 15 de fe-
brero de 2017, Rec. 890/2016)– Por 
su parte, la STSJ Castilla La Man-
cha de 10 de junio de 2014, Rec. 
1162/2013, mantiene distinta pos-
tura al declarar la improcedencia del 
despido porque, aunque el medio de 
prueba vulneraba los derechos fun-
damentales del trabajador, la decisión 
extintiva no pretendía tal vulneración. 
Por tanto, no es un tema pacífico pero 
sí se puede identificar una tendencia 
jurisprudencial inclinada a declarar el 
efecto contaminante de la ilicitud a la 
calificación del acto extintivo del des-
pido declarando la nulidad del mismo.

El dEspido obJEtivo: 
vErtiEntEs individual y 
colEctiva

El despido por causas objetivas, 
regulado en los arts. 49.1.l), 52 y 53 
ET, es aquella extinción del con-
trato de trabajo por una decisión 
extintiva unilateral del empresa-
rio, pero nunca es una respuesta 
ante incumplimientos contrac-
tuales imputables al trabajador. 
Se trata más bien de una medida ante 
una situación objetiva que incide ne-
gativamente en la empresa y que le-
galmente se considera adecuada para 
contribuir a su superación (BLASCO 
PELLICER, 2014).

Además de los requisitos for-
males del art. 53 ET –preaviso, la 
comunicación escrita y, en su caso, 
la comunicación a la representación 
legal de los trabajadores–, el empre-
sario debe poner a disposición 
del trabajador una indemniza-
ción de 20 días de salario por 
año de servicio, prorrateándose 
por meses los períodos de tiem-
po inferiores al año, con el tope 
máximo de 12 mensualidades.

Tal indemnización era, en principio, 
aplicable únicamente a los despidos 
por causas objetivas. Sin embargo, a 
raíz de la STJUE de 14 de septiembre 
de 2016, caso “De Diego Porras”, su 
ámbito de aplicación se ha expandido.

la problemática doctrina “De 
Diego Porras”

La STSJ Madrid de 5 de octubre 
de 2016, Rec. 613/2016, en línea con 
la STJUE de 14 de septiembre de 
2016, sentenció que en los contratos 
de interinidad en los que se produce 
la extinción cuando se reincorpora la 
ausencia, aunque sea una extinción 
conforme a derecho, se caracteriza 
por tener un carácter objetivo, es de-
cir, como si de una de las causas del 
art. 52 ET se tratase. 

vino a concluir que el interi-
no no podía verse discriminado 
en cuanto a la indemnización por 
extinción de la relación laboral 
como consecuencia del tipo de 
contrato suscrito, por lo que le 
correspondía la misma indemni-
zación que a un trabajador fijo 
comparable, es decir, 20 días.

Mientras la mayoría de tribunales, 
por todas, la STSJ País Vasco de 15 de 
noviembre de 2016, Rec.  1990/2016, 
defienden tanto la eficacia directa 
vertical como la horizontal pues el 
principio de no discriminación es uno 
de los principios inspiradores del De-
recho originario de la Unión Europea; 
algunos tribunales consideran que 
tan solo tiene eficacia directa vertical, 
STSJ Andalucía, Málaga de 16 de no-
viembre de 2016, Rec. 1539/2016.

Los tribunales han venido aplican-
do esta doctrina, no solo respecto a 
contratos de interinidad, sino frente 
a todos los contratos temporales. Si 
bien es cierto que es defendible que si 
un trabajador temporal es comparable 
a un fijo y recibe un trato distinto in-
justificadamente, se deba aplicar esta 
doctrina, también lo es que muchas 
resoluciones judiciales no se detienen 
analizar la concurrencia de los dos re-
quisitos y aplican la doctrina comuni-
taria automáticamente.

Por ejemplo, parece que no cabría 
aplicar la doctrina comunitaria si 
no se tratase de trabajadores com-
parables, en los casos en los que la 
obra que realizan tenga sustanti-
vidad propia y los trabajadores de 
la misma lleven a cabo funciones 
distintas que los fijos. En tal caso, no 
parece que pudiera existir un trabajador 
comparable, y por tanto, tampoco un 
tratamiento distinto injustificado.

Sin embargo, sigue siendo una 
cuestión polémica, por lo que, sin 
duda, parece razonable esperar a un 
nuevo pronunciamiento del Tribunal 
Superior de Justicia de la Unión Eu-
ropea sobre la materia. Al fin y al cabo, 
parece que deberá resolver el Auto del 
TSJ Galicia de 5 de abril 2017, Rec. 
4812/2016, que sintetiza el problema 
surgido a raíz de la primera resolución 
judicial, manifestando que “si bien es 
cierto que la doctrina “de Diego Porras”, 
ha dejado claro que la indemnización 

“no toda conducta transgresora de la 
buena fe conlleva la nulidad del despido 
colectivo”
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por extinción contractual es una ‘con-
dición de trabajo’, en el sentido de la 
cláusula 4.1 del Acuerdo Marco, el TSJ 
mantiene dudas de interpretación por-
que el resto de su doctrina gira en torno 
a una figura contractual diferente.

Prosigue razonando que “Aunque to-
dos los trabajadores (temporales e indefi-
nidos) pueden ser despedido por ‘causas 
objetivas’, sólo a los trabajadores tempo-
rales se les aplica una causa extintiva 
por una ‘circunstancia objetiva’ (una fe-
cha concreta, la realización de la obra o 
servicio, o la producción de un hecho o 
acontecimiento determinado) (…), y la 
indemnización concedida en este caso es 
de 12 días por año de servicio”.

Aunque las causas ex art. 52 ET son 
imprevisibles y las del art. 49.1.c) pre-
visibles y que la indemnización del art. 
52 ET “compensa una ruptura contrac-
tual ‘ante tempus’ por la mera voluntad 

de una de las partes, lo cierto es que en 
ambos casos la causa extintiva es ajena 
o no inherente a la persona del traba-
jador. el principio de estabilidad 
en el empleo como regla general, 
que inspira el Acuerdo marco, se 
excepciona en el derecho interno 
por necesidades empresariales, 
tanto a la hora de contratar a un 
trabajador temporalmente y fijar 
la terminación de su contrato, 
como a la hora de prescindir del 
trabajador indefinido ‘comparable’ 
por las causas del art. 52 et, pero 
dando lugar a diferentes indemni-
zaciones”. Por ello, plantea si “¿Son 
‘situaciones comparables’ la extinción de 
contrato por ‘circunstancias objetivas’ ex 
art. 49.1.c) ET y la extinción derivada 
de ‘causas objetivas’ ex art. 52 ET, y  por 
tanto la diferencia indemnizatoria en 
uno y otro caso constituye una desigual-
dad de trato prohibida por la Directiva 
1999/70?”.

El despido colectivo. En particular, 
la unidad de cómputo de los 
umbrales

De conformidad con el art. 49.1.i) 
ET, el contrato de trabajo también 
puede extinguirse “por despido colecti-
vo fundado en causas económicas, téc-
nicas, organizativas o de producción”, 
lo que reenvía directamente al art. 51 
ET y sus normas de desarrollo. Las 
causas no varían respecto a las previs-
tas para la extinción por causas objeti-
vas del art. 52.c) ET. 

No obstante, entre el despido 
objetivo individual y el colectivo 
existen dos diferencias sustan-
ciales: (i) el específico procedi-
miento de despido colectivo que 
requiere un procedimiento pre-
vio con la intervención de los re-
presentantes de los trabajadores; 
(ii) el número de trabajadores 
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afectados necesarios para califi-
car el despido de colectivo:

“[…] en un periodo de noventa días, 
la extinción afecta al menos a: 

a) diez trabajadores, en las empresas que 
ocupen menos de cien trabajadores; 

b) el diez por cien del número de tra-
bajadores de las empresas en aquéllas 
que ocupen entre cien y trescientos 
trabajadores; 

c) treinta trabajadores en las empre-
sas que ocupen trescientos o más tra-
bajadores […]”. 

El Estatuto de los Trabajadores, a 
diferencia de la normativa comuni-
taria, se refiere exclusivamente a las 

extinciones dentro de un periodo de 
90 días y toma como referencia la 
“empresa” –la normativa comunitaria 
utiliza el término “centro de trabajo”.

Aunque en un primer momen-
to, la STS de 18 de marzo de 2009, 
Rec. 1878/2008 afirmaba que la di-
ferencia era más favorable para los 
trabajadores en ambos casos (perio-
do de referencia y unidad de cóm-
puto), la STJUE de 13 de mayo de 
2015, Asunto Rabal Cañas, remarcó 
que los conceptos de empresa y de 
centro de trabajo son distintos, sin 
perjuicio de que en algún caso pue-
dan coincidir, y que por ello, son los 
despidos que se realizan en el cen-
tro de trabajo los que deben tomar-
se en consideración para saber si se 
está dentro de los umbrales del des-

pido colectivo en aquellos casos en 
los que tomando la empresa como 
referencia se vean perjudicados los 
trabajadores. Tras dicho pronuncia-
miento, la reciente STS de 17 de oc-
tubre de 2016, Rec. 36/2016 acogió 
la doctrina comunitaria.

Por tanto, para los umbrales 
del cómputo del despido colec-
tivo del artículo 51.1 del esta-
tuto de los trabajadores se debe 
tomar la totalidad de la empre-
sa como unidad de referencia 
o el centro de trabajo. Eso sí, el 
concepto de “centro de trabajo” es 
unánime en el derecho comunitario, 
y ha sido definido por el art. 1.1 de 
la Directiva 98/59 como aquel en el 
que presente habitualmente servicio 
más de 20 trabajadores.
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la buena fe negocial en el despido 
colectivo

También es de suma importancia 
la buena fe en el despido colectivo. 
Como ha señalado la STS de 27 de 
mayo de 2013, Rec. 78/2012, la bue-
na fe es una “expresión legal que ofrece 
innegable generalidad, al no hacerse re-
ferencia alguna a las obligaciones que 
el deber comporta y a las conductas que 
pudieran vulnerarlo”. 

Y en el ámbito del despido colec-
tivo ha sido desde hace un tiempo 
una de las cuestiones más ambiguas 
al tiempo que esenciales. la falta 
de negociación implica la inexis-
tencia total de buena fe negocial, 
ya que la doctrina judicial señala 
que en el periodo de consultas es 
donde debe relucir la buena fe de 
las partes. Por tanto, solo cuando 
la ausencia de buena fe vacíe de 
contenido el periodo de consul-
tas, se puede estar ante un despi-
do colectivo nulo. Véase, por todas, 
la SAN de 3 de febrero de 2017, Proc. 
331/2016: “el desarrollo de un periodo 
de consultas efectivo y de buena fe, es 
esencialmente una exigencia procedi-
mental que se impone al empresario 
para legitimar el ejercicio de su potes-
tad para despedir colectivamente (art. 
2.1 directiva comunitaria y 51.2 ET) 
cuyo incumplimiento dará lugar a la 
nulidad de la decisión adoptada y así lo 

indica el art. 124.11 LRJS: La senten-
cia declarará nula la decisión extintiva 
cuando el empresario no haya realizado 
el período de consultas”.

Pero no toda conducta trans-
gresora de la buena fe conlleva 
la nulidad del despido colectivo. 

Cuando el incumplimiento sea par-
cial o no revista la gravedad suficiente 
para declarar la nulidad, el despido 
colectivo podrá ser declarado como 
“no ajustado a derecho” –STS de 30 
de octubre de 2013, Rec. 47/2013, 
Grupo Prisa; –. n

CONCLUSIONES

•	 A grandes rasgos, es evidente que la jurisprudencia es uno de los pilares básicos para la correcta aplicación de 
la normativa vigente, y en mayor medida cuando se trata de despidos. En el último tiempo, la introducción de al-
gunos elementos clave ha sido gracias a las continuas aclaraciones del tribunal de Justicia de la Unión Europeo, 
p.e. la interpretación de la discapacidad, la buena fe negocial, la indemnización de los contratos temporales, etc

•	 En definitiva, el despido es una materia que ha sufrido cambios considerables a lo largo de los últimos años, 
predominando una postura proteccionista y garantista de los trabajadores. todo ello debido probablemente a la 
búsqueda del equilibrio entre empresa y trabajador, y más cuando la globalización está continuamente remode-
lando el sistema y los conceptos tradicionales del Derecho del trabajo
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Esta figura que hoy en día está re-
cogida en los artículos 12 y siguientes 
de la Ley de Sociedades de Capital, 
fue incorporada como gran novedad 
y no sin falta de polémica,  a nuestro 
ordenamiento jurídico por la trans-
posición de la Directiva Comunita-
ria 89/667 relativa a las sociedades 
de responsabilidad limitada de socio 

único, efectuada por la Ley de Socie-
dades de Responsabilidad Limitada, 
que entró en vigor el 1 de junio de 
1995. Esta Ley introdujo en nuestro 
Ordenamiento Jurídico, la posibili-
dad de que una sociedad de capital 
se constituyera con un socio único o 
deviniera unipersonal con posteriori-
dad, con lo que se ofrecía un régimen 

de limitación de responsabilidad para 
el empresario individual y se elimina-
ba el debate doctrinal y jurispruden-
cial existente en relación con el ejer-
cicio de una actividad empresarial 
por un único empresario o por dos o 
más cuando constituyeran una socie-
dad de capital.

RESPONSABILIDAD SOLIDARIA DEL SOCIO úNICO 
POR UNIPERSONALIDAD SOBREVENIDA NO 
PUBLICITADA

manuel González- haba poggio.  
Socio. Especialista en Derecho Societario EJASO ETL GLOBAL

La sociedad unipersonal es aquella que consta de un único socio, bien sea porque fue constituida como 
tal por un socio único, o porque con el transcurso del tiempo, el número de socios quedó reducido a uno.

SUMARIO

1. Regulación en el ordenamiento español
2. Interpretación judicial de esta figura
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Nuestro legislador entendía, que 
esta regulación era indispensable 
y permitía entre otros al pequeño 
empresario concurrir al mercado 
en igualdad de condiciones, con 
el beneficio de la limitación de la 
responsabilidad, fomentando así la 
creación y subsistencia de pequeñas 
y medianas empresas, además de 
evitar los posibles fraudes de ley que 
permitían al empresario individual, 
por la mera transmisión de una sola 
acción o participación, constituirse 
como sociedad.

Con el objetivo de arrojar una 
gran dosis de transparencia a la so-
ciedad unipersonal y beneficiar así 
intereses de terceros y muy espe-
cialmente los de los acreedores so-
ciales, la ley permitió la unipersona-
lidad pero impuso un doble régimen 
de publicidad para las sociedades 
con un único socio que se mantie-
ne en la actual Ley de Sociedades de 
Capital (LSC).

Por un lado, exigiendo que la 
constitución de una sociedad uni-
personal o la declaración de tal 
circunstancia en caso de que una 
sociedad inicialmente pluripersonal 
devenga unipersonal se haga cons-

LEGISLACIÓN

www.casosreales.es

•	 Código Civil. (Marginal: 69730142)

•	 real Decreto legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba 
el texto refundido de la ley de sociedades de Capital. (Marginal: 
109184). Arts. 12, 13, 13.1, 14, 16

•	 Directiva 89/667/CEE del Consejo, de 21 de diciembre de 1989, 
en materia de derecho de sociedades, relativa a las sociedades de 
responsabilidad limitada de socio único. (Marginal: 679106)

•	 ley 2/1995, de 23 de marzo, de sociedades de responsabilidad 
limitada. (Marginal: 69726869). Arts. 126, 129
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tar en escritura pública y se inscriba 
en el Registro Mercantil, incluida la 
identidad del socio único.

Y de otro, obligando a la socie-
dad a hacer constar expresamen-
te su condición de unipersonal 
en toda su documentación, co-
rrespondencia, notas de pedido, 
facturas y anuncios que deba 
publicar por disposición legal o 
estatutaria (arts. 126 LSRL y 13 
LSC).

también deberán ser obje-
to de publicidad los contratos 
celebrados entre el socio úni-
co y la compañía (art. 16 LSC), 
debiendo estar documentados, 
transcribirse a un libro registro 
especial y mencionarse expresa-
mente en la memoria anual de la 
empresa.

Todo esto se protege con un ri-
guroso régimen de responsabilidad: 
“transcurridos seis meses desde la ad-
quisición por la sociedad del carácter 
unipersonal sin que esta circunstan-
cia se hubiere inscrito en el Registro 
Mercantil, el socio único responderá 
personal, ilimitada y solidariamente 
de las deudas sociales contraídas du-
rante el período de unipersonalidad”, 
responsabilidad que desaparece, 
una vez inscrita la unipersonalidad, 
respecto a las deudas posteriores a 
la inscripción (arts. 129 LSRL y 14 
LSC).

Es así que nuestro Tribunal Su-
premo con fecha de 19 de julio de 
2016 (ponente: D. Ignacio Sancho 
Gargallo) desestimo el recurso de 
casación interpuesto por el socio 
único de una sociedad anónima 
unipersonal al que tanto en primera 

instancia como en apelación se con-
denó a responder solidariamente, 
junto con la sociedad, de unas deu-
das sobrevenidas de más de 2 millo-
nes de Euros, frente a cuatro acree-
dores, con posterioridad al hecho de 
que la sociedad deviniera uniperso-
nal y el socio único incumpliera el 
deber de inscribir tal circunstancia 
y de hacerla constar en la documen-
tación, facturas y demás sitios que 
prevé la ley.

• Supuesto de hecho de la 
sentencia del tS de 19 de 
julio de 2016:

Con fecha del mes de marzo 
de 2002, en una Sociedad Li-
mitada compuesta por 2 so-
cios hubo una transmisión de 
titularidad de las participacio-
nes de un socio al otro, provo-
cando así una unipersonalidad 
sobrevenida de la sociedad 
que no se inscribió en el Re-
gistro Mercantil ni se hizo 
constar en la documentación 
de la sociedad (corresponden-
cia, notas, facturas...)

En los años siguientes a esta 
unipersonalidad sobrevenida 
adquirieron deudas con dife-
rentes empresas y la compañía 
fue declarada en concurso de 
acreedores.

Las empresas con las que ha-
bía contraído deudas ejercita-
ron la acción de responsabi-
lidad prevista en el art. 129 
LSRL frente al socio único y 
solicitaron su condena al pago 
de sus respectivos créditos.

Esta demanda fue estimada 
íntegramente en primera ins-
tancia y la Audiencia Provin-
cial, que desestimó el recurso 
de apelación interpuesto por el 
demandado, confirmó la con-

“la sociedad está obligada a hacer 
constar expresamente su condición de 
unipersonal en toda su documentación, 
correspondencia, notas de pedido, 
facturas y anuncios que deba publicar por 
disposición legal o estatutaria”

jURISpRUdENCIA
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•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 19 de julio de 2016, núm. 
499/2016, nº rec. 449/2014, (Marginal: 69945109)

•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 31 de mayo de 2016, núm. 
1234/2016, nº rec. 549/2012, (Marginal: 69741778)

•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 7 de junio de 2011, núm. 
422/2011, nº rec. 1591/2007, (Marginal: 2299470)
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dena de este último al pago 
de los créditos reclamados por 
las sociedades demandantes 
acreedoras (más de 2 millones 
de euros), pronunciamiento 
que es recurrido en casación.

•Criterio del Tribunal Su-
premo, Sentencia tS 19 de 
julio de 2016:

El TS comienza aceptando la 
posibilidad de la situación de 
unipersonalidad de una socie-
dad, ya sea de forma originaria 
o sobrevenida, en virtud de los 
artículos de la LSRL vigente 
en el momento de los hechos 
objeto de litigio que venía a 
refrendar la previsión que so-
bre esta singular situación so-
cietaria se contenía en la 12ª 
Directiva de sociedades.

en cuanto a la publicidad 
registral de este cambio en 
la composición de la so-
ciedad, tanto en la antigua 
lSRl como en la actual re-
gulación den la lSc, se re-
gula que se debe hacer con-
tar en escritura pública que 
se inscribirá en el Registro 
mercantil. Además añadía 
una obligación ya que en «tanto 
subsista la situación de uniperso-
nalidad, la sociedad hará constar 
expresamente su condición de 
unipersonal en toda su docu-
mentación, correspondencia, 
notas de pedido y facturas, así 
como en todos los anuncios que 
haya de publicar por disposición 
legal o estatutaria», agregando 
un régimen de responsabilidad 
en caso de incumplimiento de 
esta obligación, al determinar 
que el socio único responderá 
personal, ilimitada y solidaria-
mente de las deudas sociales 
contraídas durante el periodo 
de unipersonalidad.
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En el asunto en cuestión, ha 
quedado acreditado que trans-
currieron seis meses desde la 
unipersonalidad sobrevenida 
sin que se practicara la pre-
ceptiva inscripción registral, y 
que en esta situación de falta 
de publicidad registral nacie-
ron las deudas de la sociedad 
unipersonal frente a los acree-
dores ahora demandantes, por 
lo que debe imponerse la res-
ponsabilidad personal, ilimita-
da y solidaria sobre estas deu-
das sociales al socio único. El 
socio único no resulta obliga-
do solidario sino responsable 
solidario: responde del incum-

plimiento de la deudora, que 
es la sociedad, sin perjuicio de 
que por su carácter solidario, 
tras dicho incumplimiento, 
los acreedores pueden dirigir 
su demanda indistintamente 
frente a la sociedad y frente 
al socio único, sin que en este 
último caso se exija la previa 
excusión de los bienes y dere-
chos de la sociedad. No obs-
tante, como el socio único no 
es obligado solidario, caso de 
haber hecho efectiva su res-
ponsabilidad frente al acree-
dor, tendría acción para repetir 
de la sociedad el importe de lo 
satisfecho.

Se trata de un régimen pro-
pio de responsabilidad al 
entenderse producida una 
negligencia y no resultan 
de aplicación los requisitos 
y principios de la respon-
sabilidad por dolo o culpa 
grave, contractual o extracon-
tractual, prevista con carácter 
general en el Código Civil y 
de forma particular, para los 
administradores sociales, en la 
Ley de Sociedades de Capital.

Finaliza su argumentación 
nuestro Tribunal Supremo 
aclarando que no se exige 
relación de causalidad en-
tre el incumplimiento de la 
deuda social respecto de la 
que se impone la responsa-
bilidad, en un caso al socio 
único y en otro al adminis-
trador, y el incumplimiento 
del deber legal correspon-
diente, el de publicidad re-
gistral de la unipersonali-
dad para el socio único y el 
de promover la disolución 
para el administrador.

Merece la pena reproducir apar-
tados de la resolución de particular 
interés a efectos de la trascenden-
cia de entender la importancia que 
nuestro alto tribunal da, a la publici-
dad de la unipersonalidad.

Clarifica nuestro Tribunal Supre-
mo, que no accede a la casación so-
licitada, la responsabilidad del socio 
único por deudas de la SAU gene-
radas durante el periodo en el que 
la unipersonalidad sobrevenida no 
había sido inscrita en el RM.

•	 Recuerda el TS: ….”arts. 125 a 
129 LSRL (en la actualidad en los 
arts. 12 y ss. LSC). Estos artícu-
los incorporaron la previsión que 
sobre esta materia contenía la 12ª 
Directiva de sociedades, de 21 de 

“no se exige relación de causalidad entre el 
incumplimiento de la deuda social respecto 
de la que se impone la responsabilidad 
y el incumplimiento del deber legal 
correspondiente”
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diciembre de 1989. La uniperso-
nalidad que puede ser originaria y 
también sobrevenida, está sujeta 
a unas exigencias de publicidad, 
para evitar abusos: se establece 
un régimen obligatorio de publi-
cidad registral y de publicidad de 
los contratos estipulados entre 
la sociedad unipersonal y el so-
cio único. En cuanto a la publi-
cidad registral, el apartado 1 del 
art. 126 LSRL prescribía, como 
lo hace ahora el art. 13.1 LSC, 
que tanto «la constitución de una 
sociedad unipersonal de responsa-
bilidad limitada», como «la decla-
ración de tal situación como conse-
cuencia de haber pasado un único 
socio a ser propietario de todas las 
participaciones sociales (…) se ha-
rán contar en escritura pública que 
se inscribirá en el Registro Mer-
cantil». … « en la inscripción se 
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expresará necesariamente la iden-
tidad del socio único». Además, 
el apartado 2 disponía que, «(e)
n tanto subsista la situación de 
unipersonalidad, la sociedad hará 
constar expresamente su condición 
de unipersonal en toda su docu-
mentación, correspondencia, no-
tas de pedido y facturas, así como 
en todos los anuncios que haya de 
publicar por disposición legal o es-
tatutaria”

•	 Sobre la responsabilidad del so-
cio único en caso de incumpli-
miento del deber de inscribir, 
explicando que se trata de una 
responsabilidad por incumpli-
miento de un deber legal (ope-
ra automáticamente al evidenciar-
se el incumplimiento), y no una 
responsabilidad por culpa, que 
exige, esta última la necesidad de 
probar dolo o culpa y causalidad:
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 - “en el caso de la uniperso-
nalidad sobrevenida, esta 
exigencia de publicidad va 
ligada a un régimen de res-
ponsabilidad en caso de in-
cumplimiento. Así el art. 129 
LSRL (actualmente el art. 14 
LSC) disponía que, «trascurridos 
seis meses desde la adquisición por 
la sociedad de la unipersonalidad 
sobrevenida sin que esta circuns-
tancia se hubiera inscrito en el 
Registro Mercantil, el socio único 
responderá personal, ilimitada y 
solidariamente de las deudas socia-
les contraídas durante el periodo 
de unipersonalidad». Y desde la 
inscripción, dejará de responder 
de las deudas posteriores.”

 - “El socio único no deviene 
obligado solidario sino res-
ponsable solidario: respon-
de del incumplimiento de 
la deudora, que es la socie-
dad, sin perjuicio de que, 
por su carácter solidario, 
tras dicho incumplimiento, 
los acreedores pueden diri-
gir su reclamación indistin-
tamente frente a la socie-
dad y frente al socio único, 
sin que en este último caso 
se exija la previa excusión 
de los bienes y derechos 
de la sociedad. No obstante, 
como el socio único no es obliga-

do solidario, caso de haber hecho 
efectiva su responsabilidad frente 
al acreedor, tendría acción para 
repetir de la sociedad el importe 
de lo satisfecho”

 - “Se trata de un régimen propio 
de responsabilidad, respecto 
del que no resultan de aplica-

ción los requisitos y principios 
de la responsabilidad por dolo 
o culpa grave, contractual o 
extracontractual, prevista con 
carácter general en el Código 
Civil y de forma particular, 
para los administradores socia-
les, en la Ley de Sociedades de 
Capital “n

CONCLUSIONES

•	 Hemos visto  que, tanto nuestra legislación actual como nuestro tribunal supremo, establecen con una claridad 
meridiana, que una situación de unipersonalidad sobrevenida no inscrita en el registro Mercantil en los seis 
meses siguientes a producirse, harán que el socio único responda solidariamente de deudas sociales nacidas 
con posterioridad a la situación de unipersonalidad y que no se exige relación de causalidad entre el incumpli-
miento de la deuda social respecto de la que se impone la responsabilidad y el incumplimiento del deber legal 
de publicidad registral de la unipersonalidad

•	 resulta de vital importancia, comprobar por parte de los socios únicos de las compañías, la publicidad registral 
de su situación de unipersonalidad sobrevenida, ya que una negligencia formal de publicidad puede acarrear la 
transferencia de todo el pasivo de una compañía al patrimonio del socio único

“deberán ser objeto de publicidad los 
contratos celebrados entre el socio único y 
la compañía, debiendo estar documentados, 
transcribirse a un libro registro especial y 
mencionarse expresamente en la memoria 
anual de la empresa”
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LA  COMPRAVENTA  DE  EMPRESA  CON  EXCLUSIóN  
PREVIA  DE  ACTIVOS  INMOBILIARIOS. TRATAMIENTO 
FISCAL MÁS CONVENIENTE

Xavier casals matute. Socio Fundador de Casals Abogados 
Julián pareja arroyo. Abogado de Casals Abogados

Por ello, no es de extrañar que el patrimonio de muchas familias se encuentre estrechamente ligado a 
la empresa familiar, lo cual puede constituir un importante riesgo financiero, o un auténtico galimatías 
cuando no existe relevo generacional claro, o ante la aparición de diferencias insalvables entre los socios.

En ocasiones, la solución más acertada para hacer frente a estas disquisiciones es la venta de la compa-
ñía, lo que puede llevarse a cabo excluyendo de dicha operación los activos inmobiliarios. De este modo, 
los socios se garantizan el dominio de unos inmuebles que constituyen, per se, una sólida inversión, y que 
no requieren la dedicación y los conocimientos de industria que requerían la entidad transmitida. A su 
vez, el comprador excluye de la compraventa unos activos accesorios al objeto social, que pueden tener 
ya cubiertos, sin necesidad de ser incluidos en la operación.

En este artículo, se analizarán las distintas opciones que prevé la ley para llevar a cabo la operación de 
compraventa de sociedades con exclusión previa de sus activos inmobiliarios (con independencia de que 
dicha exclusión haya sido solicitada por la parte compradora o por la parte vendedora), así como los tri-
butos a los que quedaría sujeta la operación, y la forma en la que ésta debe llevarse a cabo para lograr el 
tratamiento fiscal más conveniente.

SUMARIO

1. Segregación, regulada en el artículo 71 LMESM
 a) Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA)
 b) Impuesto sobre Sociedades (IS)

2. Escisión total, regulada en el artículo 69 LMESM
 a) Impuesto de la Renta de las Personas Físicas (IRPF)

3. Escisión parcial, regulada en el artículo 70 de la LMESM
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Desde un punto de vista económi-
co, carecería de sentido que esta ope-
ración se realizara, simple y llanamen-
te, excluyendo de la compraventa los 
activos inmobiliarios, de forma que 
los socios de la sociedad transmitida 
se reserven su titularidad, ya que esta 
operación quedaría sujeta al impuesto 
de Sucesiones y Donaciones (ISD), 
existiendo otras figuras mercantiles 
que atribuyen importantes ventajas 
fiscales orientadas al fin pretendido. 
Estas figuras las encontramos en el 
Título III de la Ley 3/2009, de 3 de 
abril, sobre Modificaciones Estruc-
turales de Sociedades Mercantiles 
(LMESM), y son la segregación, la 
escisión total, y la escisión parcial. 

Previamente a entrar a valorar las 
distintas opciones, y su aplicación al 
caso concreto, hemos de saber que a 
todas ellas les es de aplicación el Ré-
gimen General de Neutralidad Fiscal, 
sin necesidad de acogerse expresa-
mente al mismo. Ello implica que la 
operación no estará sujeta a tributo 
alguno (IS, plusvalías, etc.), por lo 
que únicamente tributará la compra-
venta, y en ningún caso la operación 
mercantil, con independencia de por 
cuál de ellas nos decantemos.

sEGrEGación, rEGulada En 
El artículo 71 lmEsm

mediante la segregación, una 
sociedad traspasa en bloque, por 
sucesión universal, una o varias 

LEGISLACIÓN
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partes de su patrimonio a una o 
varias sociedades, ya existentes o 
de nueva creación, recibiendo a 
cambio acciones, participaciones, 
o cuotas. es decir, pasando a ser 
socia de estas nuevas entidades.

Tomemos como referencia la so-
ciedad ficticia Embalajes Muñiz, SL 
(en adelante, EM, SL), dedicada a la 
fabricación y comercio de empaque-
tados. Se trata de una empresa de 
tamaño mediano, cuyos socios han 
recibido una oferta de compra por 
parte de la entidad Cartonajes Torres, 
SA (en adelante CT, SA). La sociedad 
compradora no desea incorporar en la 
operación las dos naves industriales 
de las que EM, SL es propietaria, por 
lo que los socios de esta última deben 
desafectarlas de la empresa, a fin de 
que no constituyan parte de su patri-
monio a la hora de enajenarla.

Para ello, deciden separar la activi-
dad industrial llevada a cabo inicial-
mente por EM, SL de su actividad pa-
trimonial de gestión de las dos naves. 
A tal fin, se lleva a cabo la segregación 
de la rama de actividad industrial, 
creando una nueva sociedad (Nueva 
EM, SL), íntegramente participada 
por EM, SL, cuyo capital social  será 
el  de la originaria EM, SL, con exclu-
sión de su patrimonio inmobiliario, y 
con idéntico objeto social.

De este modo, donde antes existía 
una única sociedad (EM, SL), ahora 
existirán dos; EM, SL (que ha pasado 
a ser una entidad exclusivamente patri-
monial), y Nueva EM, SL (que deten-
ta la actividad industrial), y que será la 
entidad objeto de la compraventa.

Sentado lo anterior, pasemos a ver 
qué impuestos pueden gravar la opera-
ción de compraventa de Nueva EM, SL:

Impuesto sobre el valor Añadido 
(IvA)

La operación descrita no esta-
ría sujeta al ivA, ya que el artícu-
lo 7 de la Ley 37/1992, de 28 de di-
ciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido (LIVA) indica que no estarán 
sujetas al pago de dicho impuesto 
“1.º La transmisión de un conjunto 
de elementos corporales y, en su caso, 
incorporales que, formando parte del 
patrimonio empresarial o profesional 
del sujeto pasivo, constituyan o sean 
susceptibles de constituir una unidad 
económica autónoma en el transmiten-
te, capaz de desarrollar una actividad 
empresarial o profesional por sus pro-
pios medios (…)”.

Por lo tanto, como en este caso 
estamos transmitiendo la acti-
vidad industrial de la compañía 
(que incluye la estructura empresa-
rial, bienes de producción, personal 
laboral, know-how, posibles paten-
tes, marcas, etc.), se cumpliría el 
requisito de que constituya una 
unidad económica autónoma, 
capaz de desarrollar una activi-
dad empresarial o profesional 
por sí misma, por lo que no esta-
ría sujeta al impuesto.

Cabría plantearse, no obstante, si 
la exclusión de las naves industriales 
en las que se desarrolla la actividad 
impediría la aplicación del artículo 7 
de la LIVA. el tribunal de Justi-
cia de la unión europea (tJue) 
ya resolvió esta consulta en su 
Sentencia de 10 de noviembre 
de 2011, en el asunto c-444/10 
christel Schriever, concluyendo 
que ello no impediría la consi-
deración de unidad económica 
autónoma de la entidad transmi-
tida, siempre y cuando, atendien-
do al caso concreto, se garantice 
la continuidad de la actividad 
económica (bien porque los in-
muebles se ponen a disposición de 
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“mediante la segregación, una sociedad 
traspasa en bloque, por sucesión universal, 
una o varias partes de su patrimonio a una 
o varias sociedades ya existentes o de nueva 
creación, recibiendo a cambio acciones, 
participaciones, o cuotas”
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la entidad mediante cesión o arren-
damiento posterior, o bien porque la 
sociedad ya disponga de otros lugares 
donde ejercer su actividad). En idén-
tico sentido se ha pronunciado la Di-
rección General de Tributos (DGT) 
en distintas Consultas Vinculantes 
(V2103-12, de 2/11/2012, V1693-
13, de 22/05/2013, o V2133/14, de 
04/08/2014, entre otras).

Impuesto sobre sociedades (Is)

la transmisión de nueva em, 
Sl a ct, SA sí estaría, no obs-
tante, sujeta al iS, por cuanto se 
cumple el hecho imponible del 
impuesto, cual es la obtención 
de renta por parte contribu-
yente, cualquiera que fuera su 
fuente y origen.

En nuestro ejemplo, sería suje-
to pasivo del impuesto EM, SL, que 
habría de tributar por la ganancia 
obtenida de la venta de Nueva EM, 
SL. Exactamente, un 25% de la dife-
rencia entre el valor contable de las 
participaciones, y el valor por el que 
se transmite.

No obstante, el artículo 21.3 de la 
Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del 
Impuesto de Sociedades (LIS) prevé 
una exención sobre dividendos y 
rentas derivadas de la transmi-
sión de valores representativos de 
fondos propios, tanto de entida-
des residentes como de no resi-
dentes, a la que podrían acogerse 
los socios de em, Sl si cumplen 
con los siguientes requisitos que con-
templa el mencionado artículo:

1. Que el porcentaje de participa-
ción, directa o indirecta, en el 
capital o en los fondos propios 
de la sociedad que se enajena sea 
como mínimo del 5 por ciento, o 
bien que se transmita por más de 
20 millones de euros. Este supues-
to se cumpliría en nuestro ejemplo, ya 

que EM, SL es titular del 100% del 
capital de Nueva EM, SL.

2. Que la participación transmi-
tida se haya poseído, de ma-
nera ininterrumpida, por lo 
menos, un año y un día con 
anterioridad a la venta. Este re-
quisito supone, probablemente, el 
mayor inconveniente de la segre-
gación para el fin pretendido, pues 
para beneficiarnos de la exención, 
la transmisión no podrá llevarse a 
cabo hasta una vez transcurrido 
un año y un día desde la constitu-
ción de Nueva EM, SL.

Cabe matizar que, en el caso 
que la sociedad adquirida fuera 
una entidad extranjera (por ejem-
plo, una filial de EM, SL en Portugal, 
cuyas participaciones se hubieran 
transmitido a Nueva EM, SL tras la 
escisión), sólo estará exenta del 
iS si, además de cumplir con los 
requisitos ya expuestos, estuviera 
sujeta y no exenta a un impuesto 
extranjero de naturaleza análoga 
al iS que grave, al menos, el 10 
por ciento de la renta obtenida 
en dicho estado. En todo caso, se 
considerará cumplido este requisito 
cuando la entidad participada sea re-
sidente en un país con el que España 
tenga suscrito un convenio para evitar 

la doble imposición internacional. En 
el caso que sólo algunas de las entida-
des transmitidas cumplieran con este 
requisito, la exención únicamente se 
practicará proporcionalmente a aque-
lla parte atribuible a las sociedades 
que sí cumplan con el mismo.

Escisión total, rEGulada En 
El artículo 69 lmEs

Mediante la escisión total, una 
sociedad se extingue, con división 
de todo su patrimonio en dos o más 
partes, cada una de las cuales se 
transmite en bloque por sucesión 
universal a una sociedad de nueva 
creación, o es  absorbida  por  una 
sociedad ya existente, recibiendo 
los socios un número de acciones, 
participaciones o cuotas de las so-
ciedades resultantes proporcional a 
sus respectivas participaciones en la 
sociedad extinguida.

Por lo tanto, en el supuesto que 
los socios de EM, Sl optaran por 
escindir totalmente la empresa, 
dicha sociedad se extinguiría, y 
nacerían dos nuevas sociedades, 
que podríamos denominar nueva 
em, Sl (titular de la actividad indus-
trial), y em Patrimonial, Sl (titular 
de las dos naves). Ambas sociedades 

“En el caso de que la sociedad adquirida 
fuera una entidad extranjera sólo estará 
exenta del is si, además de cumplir con 
los requisitos ya expuestos, estuviera 
sujeta y no exenta a un impuesto extranjero 
de naturaleza análoga al is que grave, 
al menos, el 10 por ciento de la renta 
obtenida en dicho Estado”
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serían participadas por los socios ini-
ciales de EM, SL, en proporción a sus 
cuotas en dicha sociedad.

Ésta es, por lo tanto, la princi-
pal diferencia respecto a la se-
gregación, pues en aquella la 
sociedad resultante (Nueva EM, 
SL) estaba participada por em, 
Sl, mientras que en el presente 
caso em, Sl se extinguiría, dan-
do lugar a dos nuevas socieda-
des independientes entre ellas, 
y participadas exclusivamente 
por los socios de la extinta em, 
Sl, en proporción a sus respec-
tivas cuotas.

Una vez hemos separado de forma 
clara la actividad industrial de la so-
ciedad y su patrimonio inmobiliario, 
podrá procederse a la venta de Nue-
va EM, SL a CT, SA, sin que dicha 

operación esté sujeta al pago del IVA, 
exactamente por el mismo criterio 
seguido en el caso de la segregación 
(venta de una unidad económica au-
tónoma, capaz de desarrollar una ac-
tividad empresarial o profesional por 
sus propios medios).

No obstante, como ya se ha ex-
puesto, a diferencia de la segre-
gación, en este caso la sociedad 
transmitida está íntegramente par-
ticipada por los socios de la extinta 
EM, SL, por lo que el importe de la 
venta deberá tributar en sus declara-
ciones del IRPF.

Impuesto de la renta de las 
Personas físicas (IrPf)

la diferencia entre el valor 
de adquisición de las partici-
paciones de nueva em, Sl y el 

importe percibido por su venta 
constituye una ganancia patri-
monial que deberá ser declarada 
en la declaración del iRPF de los 
socios, donde el valor de adqui-
sición, en este caso, será el valor 
contable, y el valor de transmi-
sión será el efectivamente perci-
bido (salvo que éste resulte inferior 
al normal del mercado, en cuyo caso 
prevalecerá este último).

las rentas obtenidas de este 
modo únicamente podrán ex-
cluirse del gravamen, hasta un 
máximo de 240.000 euros,  si  el  
contribuyente  (socio  inicial  de  la  
sociedad transmitida) es mayor de 65 
años, y destina, en el plazo de seis 
meses desde la transmisión, el im-
porte total obtenido a constituir una 
renta vitalicia a su favor. En el resto 
de casos (así como por el exceso de 
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240.000 euros en el supuesto indica-
do), la renta tributará como ganancia 
en el IRPF, al tipo que reglamenta-
riamente le corresponda.

Escisión parcial, rEGulada 
En El artículo 70 dE la 
lmEsm

mediante la escisión parcial, 
una sociedad traspasa en bloque, 
por sucesión universal, una o va-
rias partes de su patrimonio a una 
o varias sociedades, ya existentes 
o de nueva creación, recibiendo 
los socios, a cambio, acciones, 
participaciones, o cuotas.

Como es de ver, esta figura se 
distingue de la segregación en 
que son los socios los que reciben 
las participaciones o acciones de 
la nueva sociedad, y se distingue 
de la escisión total en que la so-
ciedad resultante no se extingue 
tras la operación.

Por lo que interesa al presente artí-
culo, al ser los socios los que reci-
ben las participaciones o las accio-
nes de la entidad escindida, estará 
sujeta al mismo régimen fiscal que 
el señalado para la escisión total, 
al cual nos remitimos. n

CONCLUSIONES

•	 las tres figuras mercantiles analizadas logran el fin pretendido de separar, de una forma clara e inequívoca para 
la Administración tributaria, la actividad industrial de la sociedad, y su patrimonio inmobiliario, y están sujetas 
al régimen de neutralidad fiscal

•	 Desde un punto de vista económico-tributario, la segregación resulta más ventajosa, pues la transmisión no 
está sujeta al IvA (tampoco lo está en el caso de la escisión), y podría resultar exenta del Is, si se cumplen los 
requisitos expuestos, con el inconveniente de que habríamos de esperar un año y un día desde la formalización 
de la segregación para poder optar a la exención del Is

•	 Mediante la escisión (ya sea total o parcial), habremos de tributar la ganancia obtenida en el IrPf. no obstante, 
el importe neto de la venta iría directamente al patrimonio de las personas físicas

“la escisión parcial se distingue de la 
segregación en que son los socios los que 
reciben las participaciones o acciones de 
la nueva sociedad, y se distingue de la 
escisión total en que la sociedad resultante 
no se extingue tras la operación”
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El caso

supuesto de hecho

Pinto, 11-03-2011

En fecha de 11 de marzo de 2011, 
Don Manuel, Don Cándido y Doña 
Violeta aceptan la herencia causada 
por el fallecimiento de Doña Francis-
ca, hermana y tía de los mismos.

Se emite Propuesta de Valoración y Li-
quidación Provisional por la Comunidad 
de Madrid, Consejería de Economía y 

Hacienda, por el bien heredado. Ante la 
valoración del bien, los herederos inter-
ponen reclamaciones económicas admi-
nistrativas debido a la disconformidad de 
la propia valoración, entendiendo que, el 
informe que sirve de base, se encuentra 
carente de motivación suficiente.

Una vez presentadas las reclamaciones 
extrajudiciales, éstas son denegadas 
por el Tribunal Económico Adminis-
trativo de Madrid en Junio de 2013 
por entender que si había motivación 
suficiente del acto impugnado. Contra 
la resolución del TEAM se interpone el 

correspondiente recurso contencioso 
administrativo en Marzo de 2014, lo 
que abre la vía judicial.

objetivo. Cuestión planteada

El objetivo de nuestros clientes es dejar 
sin efecto las resoluciones dictadas por 
el Tribunal Económico Administrativo 
Regional de Madrid, y en consecuen-
cia, dejar sin efecto las liquidaciones 
dictadas por la Oficina Liquidadora.

la estrategia. solución propuesta

La estrategia del abogado ante las de-
negaciones de las reclamaciones eco-
nómico administrativas de sus clien-
tes consiste en que, dentro del plazo 
legalmente establecido, se interponga 
un recurso contencioso administrativo 
ante el Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid y así impugnar el informe del 
perito por falta de motivación.

El procEdimiEnto Judicial

Orden Jurisdiccional: Contencioso - 
Administrativo

Juzgado de inicio del procedimiento: 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid
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Tipo de procedimiento: Procedi-
miento Ordinario

Fecha de inicio del procedimiento: 
06-03-2014

Partes

•	 Parte demandante:

Don Manuel

Don Cándido

Doña Violeta

•	 Parte demandada:

Comunidad de Madrid,

Peticiones realizadas

•	 Parte demandante:

Los tres demandantes pretenden dejar 
sin efecto las resoluciones dictadas por 
el Tribunal Económico Administrati-
vo Regional de Madrid a cada uno de 
ellos, por no ser ajustadas a derecho, y 
en consecuencia, anular las liquidacio-
nes dictadas por la Oficina Liquidado-
ra de Pinto derivada de la comproba-
ción de valores.

•	 Abogado Del Estado:

El Abogado del Estado solicita que se 
dicte Sentencia desestimando el presen-
te recurso contencioso administrativo.

•	 Letrado de la Comunidad de Madrid:

La Letrada de la Comunidad Autónoma 
solicita que se dicte Sentencia desesti-

matoria de la Demanda de la actora, así 
como la expresa imposición de costas.

Argumentos

•	 Parte demandante:

En la argumentación, se remiten a lo 
expuesto en la reclamación económi-
co administrativa, respecto de la falta 
de motivación del acto, así como del 
hecho de que el perito había emitido 
un informe sin haber inspeccionado 
personalmente el inmueble.

Además, se adjunta un informe pe-
ricial emitido por el Arquitecto Don 
Carlos, muy diferente al efectuado por 
el Técnico de la Administración. Las 
diferencias son notables, puesto que 
en el informe de Don Carlos, se descri-
be la metodología que se emplea para 
el cálculo de su valor, así como del 
hecho que este perito sí examina per-
sonalmente el inmueble y describe sus 
calidades, tipologías, características 
constructivas, análisis del mercado...
circunstancias que no existen en el in-
forme del perito de la administración.

Dicho esto, resulta que el valor dado 
por el perito de la administración al 
bien inmueble es un valor asignado 
arbitrariamente.

•	 Abogado Del Estado:

La administración ha motivado sufi-
cientemente el acto administrativo de 
comprobación de valores, puesto que 
se ha señalado un valor justificado de 
la tasación, así como la detallada des-
cripción del entorno y la enumeración 
de los equipamientos del mismo. El 

inmueble se describe con planos y fo-
tografías, señalando las características 
del edificio y un análisis de la finca.

También se describe en el informe el 
método de comparación de mercado, 
describiéndose la mecánica y concre-
tándose en la propia valoración los tes-
tigos empleados.

•	 Letrado de la Comunidad de Madrid:

Argumenta que según la Jurispruden-
cia no es necesario incorporar prolijas 
razones sobre por qué un acto admi-
nistrativo ha sido adoptado, sino que 
simplemente es necesario dar breves 
razones de por qué se resuelve en un 
sentido y no en el contrario. Es decir, 
la motivación no implica que los inte-
resados estén de acuerdo con el resul-
tado de la valoración.

normas y artículos relacionados

 – Artículo 1. Ley 52/1997, de 27 de 
noviembre, de Asistencia Jurídica 
al Estado e Instituciones Públicas.

 – Artículo 57 y 134. Práctica de la 
comprobación de valores. Ley Ge-
neral Tributaria (Ley 58/2003, de 
17 de diciembre)

 – Artículo 54. Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídi-
co de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común

 – Artículo 103. Ley General Tribu-
taria (Ley 58/2003, de 17 de di-
ciembre)
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Documental aportado

 – Propuesta de Valoración y de Li-
quidación Provisional

 – Reclamaciones Económicas Admi-
nistrativas

 – Informe Valoración Vivienda por el 
Técnico de la Administración

 – Normativa Urbanística

 – Liquidación Provisional

Prueba

 – Informe de Valoración de Vivienda 
de Arquitecto

 – Expediente Administrativo

resolución Judicial

Fecha de la resolución judicial: 26-
06-2015

Fallo o parte dispositiva de la reso-
lución judicial:

Se estima el recurso contencioso admi-
nistrativo interpuesto por la parte pro-
cesal de los 3 demandantes contra las 
3 resoluciones dictadas por el Tribunal 
Económico Administrativo Regional 
de Madrid. Por tanto, se anulan las 
citadas resoluciones por no ser confor-
me a derecho, procediendo a la Admi-
nistración para que practique nueva li-
quidación con la valoración del perito 
aportado por las partes demandantes.

Fundamentos jurídicos de la reso-
lución judicial:

La motivación del informe de valora-
ción del inmueble se considera sufi-
ciente para permitir a los interesados 
articular la correspondiente discrepan-
cia en su caso, y por tanto, no existe 
situación de indefensión frente a los 
mismos, pues su propio contenido les 

permite discutirlos con la correspon-
diente pericial contradictoria. En con-
secuencia, se rechazan las alegaciones 
de los demandantes en relación con la 
falta de motivación de la comprobación 
de valores y de la liquidación comple-
mentaria de la que es consecuencia.

Sin embargo, que un determinado in-
forme o resolución administrativa se 
encuentre motivada no conlleva nece-
sariamente que los hechos en que se 
apoyan se encuentren perfectamen-
te acreditados. Así sucede en el caso 
planteado, donde el tribunal debe de-
cidir cuál de los dos informes ha de 
atender, si el del técnico de la adminis-
tración o el aportado de parte.

Esta Sala considera que la visita a la 
finca cuya valoración se refiera no es 
imprescindible, pero que no sea indis-
pensable no quiere decir que no pue-
da hacerse, puesto que el perito podrá 
concretar e individualizar el estado de 
conservación y los materiales emplea-
dos. Y es esto último lo que ocurre en 
el caso que nos ocupa, que, a través de 
la visita al inmueble, el perito de parte 
ha comprobado las terminaciones, car-
pintería, instalaciones, existencia, esta-
do actual., y por tanto, el informe del 
perito de parte es mucho más completo 
que el del perito de la Administración.
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tRibunAl De JuSticiA SuPeRioR De………………. SAlA De  
lo contencioSo-ADminiStRAtivo 

Sección………………

DON ………………………….. Procurador de los Tribunales …………. y de DON ……………………, DON 
……………………….. y DOÑA ………………………………. Según tengo acreditado, ante el Juzgado comparezco 
y como mejor proceda en Derecho DiGo:

Que por medio del presente escrito y dentro del plazo concedido al efecto, esta parte viene a formular lA DemAn-
DA; demanda que se formula bajo la dirección del letrado DON ……………….. Colegiado ………………… con 
despacho profesional en ……………………… código …………………. Calle ………………………. Teléfono 
………………………………. y fax ……………………….. y bajo la representación procesal del Procurador que sus-
cribe esta demanda, la cual tiene su base en los siguientes hechos y fundamentos de derecho:

hechoS

cueStion PReviA.- El expediente administrativo no está foliado, lo cual dificulta la remisión que se ha de efectuar 
a los documentos a los que se hace referencia en esta demanda.

PRimeRo.- En fecha de ……………………………., mis representados aceptaron la herencia causada por el falleci-
miento de una hermana y tía suya, Doña ………………………, quien falleció en fecha de ………………………………., 
y a quienes instituyó herederos, por terceras partes indivisas de los bienes de su herencia, y en concreto de una Vivienda 
sita en ……………….., calle ……………………. La cual consta inscrita al Tomo …………. libro …………….. folio 
……….. finca registral …………….. del registro de la propiedad núm. ……… de …………………

Se adjunta copia simple de la escritura de aceptación de herencia, otorgada ante el notario de ………………….. Don 
…………………. en fecha …………………………, señalada con el numero ………………… de su Protocolo.

Se valoró dicha vivienda, en la cantidad de ………………………Euros, cantidad ésta que coincide con el valor catas-
tral de la misma, a la fecha del fallecimiento de la causante, tal y como así consta al final de esta escritura que se adjunta 
como documento …... .

SeGunDo.- Por la Comunidad de ……………… Consejería de Economía y Hacienda, Dirección General de Tri-
butos, se emite una Propuesta de Valoración y Liquidación Provisional en la que se valora el bien antes reseñado en la 
cantidad de ……………………Euros.

Son los documentos ……………… que se adjuntan.

Son los expedientes número de presentación …………………. del impuesto de sucesiones.

Lo importante a los efectos de la presente demanda, es que el valor que se comprueba por la Administración de 
……………….Euros procede de una Valoración efectuada por el Arquitecto Técnico Don ……………………………. 
según consta en estos documentos …………… aportados, quien a lo largo de su informe calcula dicho valor por el 
Método de Comparación de Mercado.

 – ¿Qué debe hacer un abogado que 
quiere dilatar la ejecución de una 
sentencia contencioso-administra-
tiva? (Abril 2015)

 – Reforma de la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa la Ley 
de agilización procesal (febrero 2012)

 – Medidas cautelares en el orden conten-
cioso-administrativo (noviembre 2012)
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este informe es exPReSAmente imPuGnADo PoR eStA PARte, Al cAReceR De motivA-
ción SuFiciente, dado que se ha transcrito un formulario empleado por el técnico, que es el mismo 
que se emplea para todas las valoraciones. o dicho en otros términos, se trata de informe que es idénti-
co al que se emitió respecto del otro bien integrante de la herencia, situado en ………………….., calle 
……………………… el cual se adjunta como documento número ………………….

En estos folios, este mismo perito valora otro bien (que se incluyó en la escritura de aceptación de herencia antes rese-
ñada Calle ……………… de ………………………… y que recibió otro heredero – respecto del cual también se sigue 
un procedimiento ante esta misma Sala con el número de Procedimiento Ordinario ………….

Para acreditar que se trata del mismo informe, en el que solo se cambian determinados aspectos, vamos a efectuar una 
comparación entre ambos informes:

1º. - La hoja ……… de ambos informes es la misma, respecto de las Características municipales y descripción y con-
dicionantes del inmueble.

Solo varía la ubicación de los inmuebles.

Y son iguales así mismo el contenido del estado de conservación.

Solo varía la fecha de construcción de ambos.

3º. – La hoja número …………. de ambos informes son absolutamente iguales, salvo obviamente en los metros de 
ambos inmuebles y en el número de su referencia catastral.

El resto es del mismo contenido.

4º. – La hoja número ……….. de ambos informes son absolutamente iguales, en lo relativo a la metodología de valoración.

Lo único que varía en ambos son los testigos que se toman como referencia para el cálculo del valor de ambos.

Por tanto, es obvio que los informes de valoración son informes o modelos previamente determinados, en 
los que únicamente varían los testigos de referencia, su ubicación y los metros cuadrados.

Se imPuGnA eSte inFoRme.

Lo que llama la atención es que el perito que emite el informe, no hA viSitADo PeRSonAlmente el 
miSmo, de suerte tal que ello invalida su informe como posteriormente se dirá.

A efectos de la presente demanda, lo verdaderamente importante es que el informe de valoración del bien objeto del 
presente procedimiento, no contiene ninguna referencia ni a la clase de materiales empleados en su construcción, ni a 
las calidades del mismo, ni a la especial ubicación del mismo en un polígono industrial, ni a si existen o no en la zona 
supermercados, centros de salud y otros servicios.

El Perito se limitó sin más a “recoger de las bases de datos” una serie de parámetros y fotografías del inmueble sin que 
tuviera un conocimiento exacto del mismo.

teRceRo.- Mi representada, contra la propuesta de valoración y liquidación provisional efectuó las correspondientes 
alegaciones, las cuales se aportan como documentos …….. en el que se alegó la falta de motivación de la misma.
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cuARto.-  La Comunidad de …………. hizo caso omiso a las alegaciones formuladas, según consta en el expediente 
administrativo, y giró a cada uno de mis representados una liquidación provisional, por importe, con los interese inclui-
dos de ………………Euros. 

Quinto.- Contra estas liquidaciones mis mandantes, presentaron Reclamación Económico Administrativa, la cual 
consta en el expediente administrativo (sin foliar), en la que argumentaba la falta de motivación, así como el hecho de 
que el Técnico en ningún momento había valorado in situ el inmueble, ni la zona donde se ubica, añadiendo que no 
se describía ni la tipología, ni la calidad constructiva, ni la zona, ni la ficha urbanística, ni se explicaba cuáles eran los 
factores correctores, y se argumentaba con multitud de sentencias en las que se ponía de manifiesto la nulidad del acto 
reclamado por falta de motivación, reservándose la tasación pericial contradictoria.

Sexto.-  El Tribunal Económico Administrativo de …….., en fecha de …………………………., denegó las recla-
maciones interpuestas, según consta en el expediente administrativo (sin foliar), por entender que si había motivación 
suficiente del acto impugnado.

SéPtimo.-  Contra esta resolución, en tiempo y forma, se interpuso el correspondiente Recurso Contencioso Admi-
nistrativo, cuya demanda ahora se formaliza, bajo los siguientes,

FunDAmentoS De DeRecho

i.- comPetenciAS:

Corresponde al Tribunal al que me dirijo en aplicación de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

ii.- leGitimAción:

ActivA: La tienen mis mandantes, en cuanto que son las personas a la que se giran las comprobaciones de valores y 
las liquidaciones derivadas de la misma que es objeto del presente procedimiento.

PASivA: La tiene la Comunidad de …………….. Consejería de Economía y Hacienda, Dirección General de Tributos 
y Ordenación y Gestión del Juego, quien es la que emite los actos de comprobación de valores y su liquidación, que son 
objeto del presente procedimiento.

iii.- cuAntÍA Del PRoceDimiento:

Como ya dijimos en nuestro escrito de interposición del presente Recurso Contencioso Administrativo de 
………………… queda fijada en la cantidad de ……………….Euros, que es el valor asignado, en la comprobación de 
valores, por la Comunidad de ……………., al bien sobre el que se ha girado las liquidaciones correspondientes.

iv.- FonDo Del ASunto

1º. – Nos remitimos a lo que en su día ya expusimos en la interposición del Recurso Contencioso Administrativo, res-
pecto de la falta de motivación del acto, y del hecho de que el perito había emitido un informe sin haber inspeccionado 
personalmente el inmueble.

Por razones de economía procesal damos por reproducidos todos los argumentos jurídicos contenidos en esta Reclama-
ción Económico Administrativa, que consta en el expediente administrativo (sin foliar).

2º. – Pero además de ello, como documento número ………, adjunto un informe Pericial emitido por el Arquitecto 
Colegiado Don ……………………



64   Economist & Jurist   

CASOS 
PRÁCTICOS

La diferencia de este informe pericial, con el efectuado por el Técnico de la Administración es sustancial:

En este documento ……….. que se adjunta, se describe la metodología que se emplea para el cálculo de su valor, partiendo 
del hecho de que este perito sí examina personalmente el inmueble y describe sus calidades y tipologías:

Así, a la página ….. del mismo se describen las características constructivas; las terminaciones, la Carpintería exterior, 
la interior, las instalaciones específicas, continuando a la página ………., las descripciones de si contiene calefacción, 
el estado actual, la antigüedad, etc.

Circunstancias éstas que no existen en el informe del perito.

En la página …., se hace referencia a la descripción urbanística, la cual no consta en el informe del técnico de la Administración.

Y en el resto de las páginas, se recogen una serie de datos que no consta en el informe de la Administración, tales como 
análisis de mercado; datos y cálculos de los valores técnicos; homogeneización de los testigos; cálculo del valor de repo-
sición; del valor de mercado por actualización de rentas, y los valores de tasación.

Reiteramos que son datos que no constan en el informe de la administración, y que hacen que este informe sea de 
valoración de la administración no pueda ser tenido en cuenta precisamente la falta de estos datos.

No vamos a efectuar ningún comentario al respecto de lo que ha acaecido en el presente caso, en el que como venimos 
diciendo a lo largo del presente escrito, ni el técnico ha visitado el inmueble, ni ha descrito sus características, ni su ubi-
cación, ni indica cual es el valor de reposición, ni estado de conservación, ni índices correctores, e incluso las fotografías 
que aporta, tal y como así consta en el expediente administrativo, están “sacadas u obtenidas de internet”.

Es obvio por tanto que el valor dado por la Administración al bien inmueble objeto del presente procedimiento, es un 
valor asignado arbitrariamente, sobre la base de un informe técnico que es el mismo que se emplea en cada valoración 
(solo se cambia la ubicación del inmueble).

En el informe aportado por esta parte, el bien queda valorado en la cantidad de ……………Euros, que en todo caso 
sería el valor que habría de asignarse al bien, y de cual derivaría la liquidación correspondiente.

El presente Recurso ha de Prosperar.

v.-coStAS: Por imperativo legal ha de imponerse a la Administración, Comunidad de ……., quien ha girado una 
comprobación de valores, con su posterior liquidación, que es arbitraria, y en nada de se ajusta a la realidad.1º.- A 
…………., nacida el día ……………., según la partida de matrimonio que consta en el expediente administrativo, y por 
tanto con menos de 65 años de edad al fallecimiento de su esposo, la cantidad de …………………

Por lo expuesto,

SuPlico A lA SAlA, Que habiendo por presentado este escrito, con su copia y documentos unido, lo admita, te-
niendo por formulada DEMANDA en nombre y representación de Don ………….., Don ……………. y DoñA 
………………….., y luego los trámites oportunos, previo al recibimiento del pleito a prueba dicte Sentencia por la que esti-
mando la presente demanda, deje sin efecto las Resoluciones dictadas por el tribunal económico Administrativo 
Regional de …………… en  las Reclamaciones ………………………… en fecha de ……………………….., por 
no ser las mismas ajustadas a derecho, anulando y dejando sin efecto las liquidaciones dictadas por la oficina 
liquidadora de ……………. Derivada de la comprobación de valores realizada en el documento nº ………. y 
en su lugar dicte otra por la que se señale que el valor objeto del presente procedimiento ha de quedar fijado 
en la cantidad de ……………..euros; cantidad sobre la que se han de girar las liquidaciones correspondientes.
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Y todo ello con expresa condena en costas a la Administración demandada.

Es de Justicia.

otRoSÍ DiGo: Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 40 de LRJCA, la cuantía del presente procedi-
miento es la de ….Euros, que se corresponde con el valor asignado por la Administración, Comunidad de ……….., al 
bien objeto del presente procedimiento, y del que dimana las liquidaciones correspondientes.

SuPlico A lA SAlA, Tenga por fijada la cuantía del presente procedimiento en la cantidad de ………Euros (……euros).

SeGunDo otRoSÍ DiGo: Que al amparo de lo dispuesto en el artículo 60 de LRJCA, esta parte señala los puntos 
de hecho sobre los que ha de versar la prueba:

 1º. – Sobre la del error en la valoración del inmueble objeto del presente procedimiento, respecto del cual se ha efec-
tuado la correspondiente comprobación de su valor por la Comunidad de ……… con las liquidaciones que derivan de 
la misma, sito en …………………. Calle…………

SuPlico A lA SAlA tenga por señalados los puntos de hecho sobre los que versará la prueba que a continuación se propone.

teRceRo otRoSÍ DiGo: Que esta parte propone la práctica de las siguientes pruebas:

1º. – Documental, pública y privada, consistente en:

a. – El expediente Administrativo.

b. – Los documentos aportados con esta demanda, documentos …. al ., ambos inclusive.

c. – El informe Pericial, que como documento número …. se adjunta a la presente demanda.

2º. – Pericial de:

a. – Don …………….. al objeto de que ratifique y sea sometido a contradicción el informe pericial que se adjunta como 
documento ……… de esta demanda.

Dicho perito será traído por esta parte en el día y hora que al efecto se señale por la Sala.

b. – Don ………….. Arquitecto Técnico que ha emitido el Informe de la Administración y que esta parte expresamente 
ha impugnado, al objeto de someter a contradicción su informe a presencia de las partes.

Deberá ser citado en el domicilio de la demandada, sito en la dirección General de tributos, Subdirección General de 
Valoraciones, Calle …………………. Código ……………… de ……………….

SuPlico A lA SAlA, admita la prueba propuesta en el anterior otrosí.

cuARto otRoSÍ DiGo: Que se procede a la devolución del Expediente.

SuPlico A lA SAlA: Tenga por devuelto el expediente administrativo. 

Es de Justicia que reitero.

………………………. a ……… de ………………….de ………
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LAS CLAVES PARA INVALIDAR O DESACREDITAR LAS 
PRUEBAS EN SOPORTES TECNOLóGICOS DE LA 
PARTE CONTRARIA

albert chiva Espejo. Abogado Privacidad Digital Abogados
Jesús soler puebla. Abogado Privacidad Digital Abogados

En un futuro no muy lejano, la administración de justicia podrá trabajar sin papel y todo el procedi-
miento se desarrollará electrónicamente, debiendo aportar al juicio toda la documentación en sopor-
te electrónico. Además, casi el 90% de la información y documentación que se aporta como pruebas, 
provienen de soportes electrónicos: extractos bancarios descargados de internet, copias de emails, 
pantallazos de WhatsApp, fotos y videos obtenidos por móvil, grabaciones de audio, grabaciones de 
cámaras de videovigilancia y un largo etcétera de evidencias que, o bien han sido generadas electró-
nicamente, o bien han pasado por un soporte o almacenamiento electrónico.

Frente a esta situación, estudiaremos las claves para desvirtuar o impugnar las evidencias electró-
nicas presentadas, puesto que en la esfera digital hay herramientas suficientes para alterar estas 
evidencias, al menos a simple vista, sin dejar un rastro cierto y con la intención de obtener ventaja 
en las negociaciones y los procesos judiciales.

SUMARIO

1. La prueba en la normativa vigente
2. Clases de documentos privados presentados en soporte electrónico
3. El documento electrónico
4. Aseguramiento de la prueba
5. Cadena de custodia
6. Política de gestión de evidencias electrónicas
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la pruEba En la normativa 
viGEntE

La Ley de Enjuiciamiento prevé 
diferentes medios de prueba de los 
que se podrán hacer uso en juicio, de 
los que cabe destacar los documentos 
públicos, el dictamen de peritos y los 
documentos privados.

el código civil, en su artículo 
1.216, considera que son docu-
mentos públicos los autorizados 
por un notario o empleado pú-
blico competente, requiriendo 
las solemnidades oportunas para 
la validez de cada uno de ellos, 
ampliando esta regulación lo es-
tablecido en el artículo 317 de la 
ley de enjuiciamiento civil.

Por su parte, el artículo 1.225 del 
Código Civil regula que el documento 
privado, reconocido legalmente, ten-
drá el mismo valor que la escritura pú-
blica entre los que lo hubiesen suscri-
to. Por ello, y en aras de lo establecido 
en el artículo 1.218 del Código Civil, 
los documentos públicos, y en exten-
sión, los documentos privados, hacen 
prueba, aun contra tercero, del hecho 
que motiva su otorgamiento y de la fe-
cha de éste. Añadir que se considerará 
documento privado todo aquél que no 
se encuentre recogido en artículo 324 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil ci-
tado con anterioridad.

 De esta manera, y en relación a lo 
establecido en el artículo 299 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, se esti-
pula que la prueba presentada en 
un proceso judicial con carácter 
de documento privado, tendrá 
consideración de documento pú-
blico, con todas las consecuencias 
legales que ello implica, siempre 
y cuando éste se encuentre per-

fectamente constituido y validado 
por las partes. En caso contrario, 
y para desvirtuarla, será necesario la 
impugnación de la misma, a través 
de cuántos dictámenes periciales se 
crean oportunos, siguiendo los cauces 
establecidos en el artículo 326.2 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, en rela-
ción al artículo 3 de la Ley de Firma 
Electrónica.

“En el caso de impugnar un documento 
firmado electrónicamente, se seguirán las 
reglas establecidas en el artículo 3.8 de ley 
de firma Electrónica, que impone la prueba 
de la autenticidad a quien ha presentado el 
documento en soporte electrónico” 

LEGISLACIÓN

www.casosreales.es
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En este sentido, la regulación 
actual permite presentar tantos do-
cumentos privados se crean oportu-
nos para apreciar la pretensión de 
fondo de la parte, incluyendo para 
ello, las pruebas presentadas en so-
porte tecnológico.

Si la parte a quien perjudica la pre-
sentación de un documento en sopor-
te tecnológico impugna la exactitud 
de la misma, se determinará su valor 
probatorio según las reglas de impug-
nación que recoge la Ley de Enjuicia-
miento Civil, resultando, imperiosa, 
la presentación de un informe pericial 
desvirtuando la misma.

Al tratarse de una prueba pre-
sentada en soporte tecnológi-
co, al momento de impugnarla, 
pongamos, por ejemplo, por la 
autenticidad de la misma, serán 
necesarios todos aquellos cono-
cimientos científicos, técnicos o 
prácticos para valorar los hechos 
o circunstancias que atañen a la 
prueba que justificaría la inter-
vención, en el proceso, de los pe-
ritos oportunos para delimitar el 
objeto y cumplir con la finalidad 
del informe.

en el caso de impugnar un 
documento firmado electrónica-
mente, se seguirán las reglas es-
tablecidas en el artículo 3.8 de 
ley de Firma electrónica, que 
impone la prueba de la autenti-
cidad a quien ha presentado el 
documento en soporte electróni-
co (por otra parte, lógico, ya que sólo 
él puede obtener la prueba). Señalar 
que, si el tribunal de turno considera 
que la impugnación se ha formulado 
con temeridad por la contraparte, se 
impondrá, a parte de los costes deri-
vados de dicha acción, una multa de 
hasta 600 Euros.
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“En el caso de las comunicaciones 
electrónicas sería necesario certificar 
electrónicamente las comunicaciones 
efectuadas, así como el contenido, 
los archivos que puedan contener y la 
autenticidad de los soportes que intervienen 
en la esfera electrónica”
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clasEs dE documEntos 
privados prEsEntados En 
soportE ElEctrónico

Tal y como hemos expuesto con ante-
rioridad, el documento privado presenta-
do como prueba en un juicio contradic-
torio puede sustentarse en infinidad de 
supuestos, y más, teniendo en cuenta la 
evolución constante de la técnica.

Por ello, y teniendo en cuenta el es-
tado de la práctica procesal actual, enu-
meramos el tipo de prueba en soporte 
tecnológico más común en los juzgados: 

•	 electrónicas (en soportes electró-
nicos, volcado de discos duros, etc)

•	 Documentos electrónicos (con-
tratos firmados a través de firma 
electrónica, estudios, proyectos 
que incluyan modelos industriales, 
etc.)

•	 mensajería (SMS, Whatsapp, 
email)

•	 videos y audios

Aquellas partes que interven-
gan en un proceso judicial pue-
den solicitar la exhibición de los 
documentos que no se hallen en 
su disposición, incluida la pre-
sentada en soporte informático, 
en virtud de lo establecido en el artí-
culo 328 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. A fin de conseguir una copia de 
aquellos documentos que se aportan 
de forma electrónica, será necesario 
estarse a lo convenido en el artículo 
333 del mismo texto legal, por lo que 
se considerará copia auténtica toda 
copia realizada por la oficina judicial, 
aunque será necesaria la presencia 
del secretario judicial que dará fe de 
ser fiel y exacta a la reproducción 
del original (importante el cotejo de 
documentos cuando lo que vamos a 
recibir son copias escaneadas de los 
documentos originales y muchos de 
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estos documentos pueden no tener 
la calidad del mismo original del que 
han sido escaneados).

Cuando lo que se reciban sean 
copias de documentos electrónicos 
(PDF, Words, Excel fotografías, ví-
deos o audios), no está de más com-
probar las propiedades del docu-
mento, a fin de revisar los metadatos 
que lo componen, y que nos darán 
pistas de la fecha de creación y del 
autor o equipo que generó el docu-
mento y nos servirá de base para de-
cidir su impugnación.

El documEnto ElEctrónico

 Para presentar un documento 
privado que tenga plena conside-
ración como prueba electrónica 
será necesario cumplir con una 
serie de requisitos que, en caso de 
incumplimiento, pueden compro-
meter la estimación de las pre-
tensiones de las partes en caso de 
impugnación de la misma.

 Centrándonos en lo definido en 
el apartado 5 del artículo 3 de la Ley 
59/2003, de 19 de diciembre, de fir-
ma electrónica, se considerará docu-
mento electrónico la información de 
cualquier naturaleza en forma electró-
nica, archivada en un soporte electró-
nico según un formato determinado y 
susceptible de identificación y trata-
miento diferenciado, en relación a lo 
establecido en la letra c del apartado 
6 del artículo 3 del mismo texto legal.

Por ello, y en relación a lo estable-
cido en el apartado 7 del artículo 3 de 
la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, 
de firma electrónica, los documen-
tos electrónicos tienen el valor 
y la eficacia jurídica que corres-
ponda a su respectiva naturaleza, 
de conformidad con la legislación 
que les resulte aplicable.

asEGuramiEnto dE la 
pruEba

A fin de presentar una prueba en 
soporte electrónico válida será nece-
sario crear una serie de evidencias 
electrónicas que permitan certificar 
que el contenido ofrecido por la mis-
ma es válido. 

en el caso de las comunica-
ciones electrónicas (e-mails, 
principalmente), sería necesario 
certificar electrónicamente las co-
municaciones electrónicas efec-
tuadas, así como el contenido, los 
archivos que puedan contener y la 
autenticidad de los soportes que 
intervienen en la esfera electróni-
ca. La certificación se podrá obtener 
del propio servicio de correo, en caso 
de trabajar desde webmail (más com-
plicada, puesto que estos servicios 
habitualmente los prestan los propios 
servicios de hosting, muchas veces 
multinacionales, como el propio Goo-
gle Mail) o de un perito informático si 
el email ha salido o llegado a nuestro 
ordenador a través de un gestor de co-
rreo (Outlook o similares).

Estas evidencias deben encaminar-
se a certificar la integridad de los da-
tos mostrados, garantizando la inmu-
tabilidad de los mismos. Tanto o más 
importante resulta la autenticación 
de las partes, esto es, la identidad de 
dónde proviene la fuente.

Estas evidencias no se podrían sos-
tener sin aplicar el principio de no re-
pudio del documento electrónico en-
tre las partes, consistente en verificar 
que cada parte ha emitido su informa-
ción y ha recibido la de la otra parte, 
sin que pueda negar, de esta manera, 
que la ha recibido o la ha enviado.

la certificación ha de conte-
ner, por tanto, una acreditación de 
la identidad de los intervinientes, 
de la integridad del mensaje y del 

contenido adjunto, el principio 
de no repudio mencionado y el 
sellado de tiempo, que garantiza 
el momento exacto de la emisión 
y recepción del mensaje.

El mismo procedimiento ha de 
aplicarse a cualquier otro sistema de 
mensajería, incluida la mensajería 
instantánea, como es el WhatsApp, 
Telegram, Skype, Kik, Hangouts o 
cualquier otra que se pretenda cer-
tificar. Las meras impresiones de los 
mensajes o los pantallazos (capturas 
de pantalla), no pueden ser aceptadas 
como pruebas sin los certificados que 
acrediten que no han sido alteradas, 
tanto en su condición de expresión 
de mensaje o recepción, como su in-
tegridad. En muchos casos, bastaría 
un volcado de la información realiza-
do por un perito informático o por el 
propio Letrado de la Administración 
de Justicia. En el mercado también 
encontramos empresas certificadoras 
que dejan constancia de la informa-
ción de los correos electrónicos, con-
versaciones de chats y redes sociales, 
además de los contenidos de las pági-
nas web, sobre todo a efectos de prue-
ba de la propiedad intelectual.

cadEna dE custodia

Entendemos por cadena de custo-
dia aquel procedimiento por el que se 
asegura el tratamiento de los medios 
probatorios, en los que se evite la ma-
nipulación, contaminación, alteración, 
reemplazo, destrucción (parcial o total) 
y daños en la prueba electrónica. 

la prueba electrónica, como 
elemento manipulable y modi-
ficable (basta una noción básica de 
Photoshop para hacerlo), requiere 
de un tratamiento que proteja 
la autenticidad, integridad y sal-
vaguarda de la evidencia digital 
recogida. Con ello, se garantiza que 
la prueba recogida en soporte electró-
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nico sea lícita, válida, fiable, fidedig-
na y auténtica, sin que haya sufrido 
alteración parcial o total, y evitando 
así, su contaminación o destrucción, 
es decir, afianzando su autenticidad, 
inalterabilidad e indemnidad, a fin 
de garantizar la verosimilitud de la 
prueba. En palabras de la sentencia 
de la Audiencia Provincial de Huelva 
número 13/2007, de 25 de junio de 
2007, “Una correcta cadena de custodia 
ha de basarse en los principios de asegu-
ramiento del tracto sucesivo del objeto 
custodiado desde su aprehensión hasta 
que se disponga su destino definitivo”.

Por su parte, la Sentencia del Tri-
bunal Supremo 6/2010, de 27 de 
enero de 2010, manifiesta que “es a 
través de la cadena de custodia como 
se satisface la garantía de la ‘mismi-
dad’ de la prueba. Se ha dicho por la 
doctrina que la cadena de custodia es 
una figura tomada de la realidad a la 
que tiñe de valor jurídico con el fin 
de, en su caso, identificar el objeto 
intervenido, pues al tener que pasar 
por distintos lugares para que se ve-
rifiquen los correspondientes exáme-
nes, es necesario tener la seguridad 
de que lo que se traslada y analiza es 
lo mismo en todo momento, desde el 

momento en que se interviene has-
ta el momento final que se estudia y 
analiza y, en su caso, se destruye”.

la finalidad de respetar la ca-
dena de custodia es constituir 
una garantía de que las eviden-
cias digitales recogidas son las 
mismas que las originales, de 
modo de que no existan dudas 
sobre la prueba. La puesta en duda 
de la cadena de custodia, puede ser-
vir para desacreditar la prueba del 
contrario y para sembrar en el órga-
no que ha de juzgar, la duda de la 
veracidad de las pruebas aportadas. 
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En este sentido, las sentencias del 
Tribunal Supremo de 19 de mayo y 
de 27 de diciembre de 2015 ponen 
de manifiesto que “la prueba de una 
comunicación bidireccional mediante 
cualquiera de los múltiples sistemas 
de mensajería instantánea debe ser 
abordada con todas las cautelas. 
La posibilidad de una manipulación 
de los archivos digitales mediante 
los que se materializa ese intercambio 
de ideas, forma parte de la reali-
dad de las cosas.”

La impugnación de la cadena de 
custodia ha de ir precedida de una 
petición de exhibición documental 
entre las partes, según lo estableci-
do en el artículo 328 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, en relación al 
artículo 331 del mismo texto legal, 
debiéndose de aportar la prueba en 
su formato original, y que permita, 

incluso, visionar los metadatos que 
le van asociados, si fuera necesario, y 
no una copia simple emitida a través 
de Lexnet o sistema equivalente.

política dE GEstión dE 
EvidEncias ElEctrónicas

La tendencia normativa actual, 
basada en principios de accounta-
bility (responsabilidad interna de 
prevención), obliga a las empre-
sas a seguir una política de ges-
tión de las evidencias electróni-
cas, basadas en la norma une 
71505, que les permita presentar 
pruebas en cualquier ámbito (ad-
ministrativo, social, tributario y por 
supuesto judicial), en base a unos 
criterios que acrediten la integri-
dad y confiabilidad en las eviden-
cias presentadas.

la norma une 71505  obli-
ga a implantar mecanismos que 
aseguren las siguientes carac-
terísticas sobre las evidencias 
electrónicas:

•	 confiabilidad: minimiza la cues-
tionabilidad de las evidencias

•	 Autenticidad e integridad: ase-
gura la persistencia en el tiempo de 
la información, con todo su conte-
nido y estructura.

•	 Disponibilidad: permite localizar 
las pruebas y documentación, re-
cuperarlas y ponerlas a disposición 
del requirente.

•	 cumplimiento: las pruebas cum-
plen los requisitos mínimos para 
ser válidas.
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cualquier prueba presentada 
por una empresa o administra-
ción pública que no cumpla los 
principios de la une citada, pue-
de y debe ser puesta en duda en 
el proceso, ya que no ha estableci-
do las prevenciones básicas que ase-
guren que las pruebas aportadas son 
correctas, manteniendo la cadena de 
custodia, afectando desde un simple 
extracto de cuenta bancaria hasta una 
factura, una nota de transportes, un 
cargo en cuenta no conforme o un e-
mail corporativo.

Según establece en el Tribunal Su-
premo en la Sentencia 300/2015, de 
19 de mayo de 2015, la impugnación 
de la autenticidad de la prueba elec-
trónica, “cuando son aportadas a 
la causa mediante archivos de 
impresión, desplaza la carga de 
la prueba hacia quien pretende 
aprovechar su idoneidad proba-
toria. Será indispensable en tal 
caso la práctica de una prueba 
pericial que identifique el ver-
dadero origen de esa comunica-
ción, la identidad de los interlo-
cutores y, en fin, la integridad de 
su contenido”. n

CONCLUSIONES

•	 Casi la totalidad de las evidencias presentadas en un juicio se presentan o se acabarán presentando (en un 
futuro no muy lejano) por medios electrónicos. Es por ello que los abogados debemos de incorporar en nuestras 
competencias aquellos conocimientos y habilidades informáticas suficientes, o bien contar con alguno de los 
pocos profesionales especializados en la materia, como es el caso del despacho al que pertenecemos

•	 En un procedimiento podemos impugnar la integridad e identidad de los documentos aportados, el origen, la 
recepción y exactitud de los correos electrónicos y de cualquier otra comunicación que pueda servir de prueba 
(como es el caso de los mensajes de WhatsApp para probar un caso de acoso), los estados de cuentas y extractos 
bancarios no certificados, las fotografías, videos y audios que han podido ser manipulados, dañados u obtenidos 
de forma ilícita o sin salvaguardar los derechos fundamentales 

•	 Aquellas pruebas que no hayan sido certificadas por un perito, un tercero certificador, un notario, volcadas ante 
el letrado de la Administración de Justicia o salvaguardadas garantizando la cadena de custodia o las reglas de 
la norma UnE 71505, pueden y deben ser puestas en duda en el procedimiento, arrojando la sombra sobre la 
exactitud e integridad de la misma, que nos permita invalidarlas de cara a obtener una sentencia favorable a los 
intereses de nuestros clientes

“la norma unE 71505, permite a las 
empresas presentar pruebas en cualquier 
ámbito administrativo, social, tributario 
y por supuesto judicial, en base a unos 
criterios que acrediten la integridad y 
confiabilidad en las evidencias presentadas”



74   Economist & Jurist   

derecho
tributario

PRECIOS DE TRANSFERENCIA Y LA GESTIóN DEL 
RIESGO FISCAL

bernardo misle y antonio baena. Abogados de Deloitte Legal

Superado el primer trimestre de 2017, la mayoría de las empresas en España afrontan la documenta-
ción y (potencial) defensa de sus operaciones vinculadas bajo un marco renovado. En particular, los 
entregables finales del Proyecto BEPS1 y consiguientes modificaciones normativas introducidas en 
los últimos años2 , no sólo han aumentado la carga que supone el cumplimiento de las obligaciones 
en materia de precios de transferencia, sino que, además, representan un incremento sustancial de 
su complejidad.

Asimismo, se ha experimentado un endurecimiento de los estándares de transparencia exigidos a 
los contribuyentes y una ampliación de la información de que dispone la Administración Estatal 
de la Agencia Tributaria (AEAT) con la imposición de nuevos mecanismos de comunicación con 
el contribuyente y la suscripción de acuerdos de intercambio automático de información con 
otras administraciones.

SUMARIO

1. Introducción
2. Documentación sobre Precios de Transferencia
3. Acuerdos Previos de Valoración (APAs)

       1 Proyecto de la OCDE/G20 conocido como BEPS (por sus siglas en inglés, Base Erosion and Profit Shifting). OECD (2013), “Action Plan on 
Base Erosion and Profit Shifting”, OECD Publishing. 
2 Principalmente, la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades o “LIS” y el Real Decreto 635/2015, de 10 de julio, por 
el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades o “RIS”.
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introducción

En este nuevo contexto, la ade-
cuada gestión del riesgo fiscal, a 
través de una estrategia proac-
tiva e integral, debe ser uno de 
los principales objetivos de los 
grupos multinacionales en la ac-
tualidad. Así, en nuestra opinión, 
la definición y revisión de la política 
de precios de transferencia aplicada 
y la preparación de la documenta-
ción relacionada constituyen el eje 
central en el diseño y funcionamien-
to de un sistema de esta índole3. 

Del mismo modo, considerando 
el aumento del número y compleji-
dad de las inspecciones que inevita-
blemente traerá este nuevo paradig-
ma de la fiscalidad internacional, se 
hace imprescindible contemplar el 
uso de instrumentos que garanticen 
cierta protección ante los potencia-
les ajustes valorativos y sanciones 
administrativas que de estos pro-
cedimientos puedan derivarse. No 
en vano las solicitudes de Acuerdos 
Previos de Valoración (APAs) recibi-
das por los países de la Unión Eu-
ropea entre 2012 y 2015 presentan 
un crecimiento superior al 100% 
(pasando de 680 en 2012 a 1.412 en 
2015)4.

       3 Ello más si cabe, atendiendo al régimen sancionador específico que resulta aplicable en este ámbito, particularmente formalista por las impor-
tantes sanciones ligadas al cumplimiento de las obligaciones de documentación. 
4 EU Joint Transfer Pricing Forum: “EU Joint Transfer Pricing Forum Statistics on APAs in the EU at the End of 2015” (DOC: JTPF/013/2013/
EN) y “EU Joint Transfer Pricing Forum Statistics on APAs at the end of 2012” (DOC: JTPF/015/2016/EN).

LEGISLACIÓN

www.casosreales.es

•	 ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre sociedades. 
(Marginal: 6923949) Art. 18.10

•	 real Decreto 635/2015, de 10 de julio, por el que se regula el depó-
sito legal de las publicaciones en línea. (Marginal: 6927235)
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En este artículo pretendemos anali-
zar, al hilo de las principales modificacio-
nes legislativas que han tenido lugar, dos 
de las áreas que en la actualidad presen-
tan mayor relevancia para la adecuada 
gestión del riesgo de conflictos con la ad-
ministración tributaria en este ámbito: la 
preparación de una sólida y consis-
tente documentación de precios de 
transferencia5, que no sólo cumpla 
con los correspondientes requisitos 
formales, sino que además refleje la 

sustancia económica y racionalidad 
comercial de las operaciones vincu-
ladas; y los APAs como instrumento 
para evitar ajustes y sanciones en 
esta materia.

documEntación sobrE 
prEcios dE transfErEncia

Cabe recordar que las princi-
pales obligaciones que derivan 

de la realización de operaciones 
vinculadas, desde una perspec-
tiva fiscal, son dos: el deber de 
valorarlas a mercado y, salvo 
algunas excepciones, la elabo-
ración de la documentación de 
precios de transferencia que 
acredite dicha valoración.

En este sentido, conviene recor-
dar que el enfoque desarrollado por 
la Acción 136 del Proyecto BEPS 
comprende tres niveles de docu-
mentación:

•	 Documentación específica 
del grupo al que pertenezca 
el contribuyente (Master file): 
su objetivo es proporcionar a las 
autoridades fiscales una visión 
global del negocio del grupo (e.g. 
cadena de valor y principales fac-
tores impulsores de los beneficios 
empresariales), así como de sus 
políticas de precios de transfe-
rencia.

•	 Documentación específica 
del contribuyente (Local file): 
su objetivo es proporcionar a las 
autoridades fiscales detalles del 
negocio local y sus operaciones 
con partes vinculadas. Su conte-
nido gira en torno a la informa-
ción pertinente para evaluar los 
precios de transferencia de las 
transacciones sujetas a esta obli-
gación (e.g. análisis de co mpara-
bilidad y económicos).

•	 información país por país 
(Country-by-Country Report): 
su objetivo es proporcionar a las 
autoridades fiscales ciertos indi-
cadores de la localización de las 

“las principales obligaciones que 
derivan de la realización de operaciones 
vinculadas, desde una perspectiva fiscal, 
son dos: el deber de valorarlas a mercado 
y  la elaboración de la documentación 
de precios de transferencia que acredite 
dicha valoración”

jURISpRUdENCIA

www.casosreales.es

•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 31 de mayo de 2016, núm. 
1231/2016, nº rec. 58/2015, (Marginal: 69741774) 

•	 sentencia del tribunal de Justicia de la Unión Europea de fecha 21 
de diciembre de 2016, asunto C-154/2015, (Marginal: 70352974)

•	 resolución del tEAC de fecha 5 de noviembre de 2015, núm. 
5110/2012, Marginal: 70103446

•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 18 de julio de 2012, nº rec. 
3779/2009, (Marginal: 2397007)

       3 Ello más si cabe, atendiendo al régimen sancionador específico que resulta aplicable en este ámbito, particularmente formalista por las impor-
tantes sanciones ligadas al cumplimiento de las obligaciones de documentación. 
4 EU Joint Transfer Pricing Forum: “EU Joint Transfer Pricing Forum Statistics on APAs in the EU at the End of 2015” (DOC: JTPF/013/2013/
EN) y “EU Joint Transfer Pricing Forum Statistics on APAs at the end of 2012” (DOC: JTPF/015/2016/EN). 
5 Cuyo contenido ha sido sustancialmente ampliado para aquellos contribuyentes cuya cifra de negocios sea igual o superior a 45 millones de 
euros, computada a nivel de grupo cuando exista. 
6 OCDE (2016), “Documentación sobre precios de transferencia e informe país por país, Acción 13 - Informe final 2015, Proyecto de la 
OCDE y del G-20 sobre la Erosión de la Base Imponible y el Traslado de Beneficios”, Éditions OCDE, París. 
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       7 En España, el Real Decreto 635/2015, de 10 de julio, adopta este sistema de tres niveles de documentación. 
8 Computado a nivel de grupo, cuando exista.

actividades económicas en las 
jurisdicciones fiscales en las que 
opera el grupo multinacional, así 
como facilitar información fiscal 
en relación a la distribución mun-
dial de los beneficios e impuestos 
pagados a nivel de cada jurisdic-
ción.

Este enfoque está siendo adap-
tado por una cantidad cada vez ma-
yor de jurisdicciones alrededor del 
mundo7, por lo que la carga global 
que supone el cumplimiento de las 
obligaciones en materia de precios 
de transferencia ha aumentado sus-
tancialmente como resultado de la 
iniciativa BEPS.

Específicamente en España, los 
contribuyentes con un volu-
men de facturación superior a 
45 millones de euros8 han visto 
ampliado el alcance de la do-
cumentación de las operacio-
nes vinculadas a elaborar. Estos 
incrementos de las obligaciones 
formales son, principalmente, las 
siguientes: inclusión de sendos 
apartados en la documentación 
del grupo (Master file) relati-
vos a su estructura financiera 
y al desarrollo, mejora, mante-
nimiento, protección y explota-
ción de intangibles dentro del 
mismo; una descripción de la 
cadena de valor del grupo; la 
descripción de las actividades 
relevantes para el grupo (aque-
llas cuya facturación representa 
más del 10%). Por otro lado, la do-
cumentación específica del con-
tribuyente (Local file) se ha visto 
ampliada en dos grandes bloques de 
información: identificación de su 
estrategia y de su estructura de 
decisión y la obligación de in-
cluir en la documentación de 
forma detallada, la conciliación 
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entre los análisis económicos 
desarrollados y la información 
financiera de la entidad.

En la misma línea se encuentra la 
obligación, para los grupos con una 
facturación superior a los 750 mi-
llones de euros, del informe país 
por país (Country-by-Country Re-
port), en el que se deben reflejar 
el reparto, dentro del grupo, de 
los ingresos y beneficios obteni-
dos y de los tributos satisfechos 
en cada jurisdicción.

Estas modificaciones se sus-
tentan en el principio de transpa-
rencia que tanta importancia ha 
cobrado en los últimos años y que 
es un eje vertebrador de las inicia-
tivas impulsadas desde la OCDE. 
En este escenario, la administra-
ción tributaria podrá utilizar las 
nuevas herramientas de informa-
ción diseñadas bajo esta iniciativa, 
en un marco normativo más com-
plejo y exigente.

No obstante, preparar y mante-
ner la documentación que sustente 
el valor de mercado de las transac-
ciones realizadas entre partes vin-
culadas no debe ser considerado un 

ejercicio destinado exclusivamente 
a evitar las correspondientes san-
ciones en materia de precios de 
transferencia, sino entendido como 
una pieza fundamental en la ade-
cuada gestión del riesgo fiscal de 
un grupo multinacional.

En este sentido, más allá de los 
costes asociados a dar cumplimien-
to a estas obligaciones, el nuevo 
escenario planteado supone una 
oportunidad para las empresas de 
presentar las relaciones internas 
dentro del grupo y las estructuras 
seguidas globalmente, de forma tal 
que la administración tributaria 
pueda contextualizar los hechos re-
levantes que han impactado al ne-
gocio del grupo y, en consecuencia, 
a los precios acordados entre las 
partes vinculadas.

En particular, es especialmen-
te importante que la documen-
tación de precios de transferen-
cia sea consistente con el resto 
de la información disponible 
por las diferentes administra-
ciones tributarias9 (e.g. coheren-
cia entre los tres pilares de la Ac-
ción 13 del Proyecto BEPS), dado 
que cualquier diferencia entre 

las posiciones puesta de ma-
nifiesto en esta materia puede 
conducir a una interpretación 
incorrecta de las circunstan-
cias que rodearon a las transac-
ciones vinculadas realizadas, lo 
que a la postre podría desembocar 
en una doble imposición de los be-
neficios comprobados10. 

Por otra parte, tras las modifica-
ciones introducidas en 2015 en la 
LIS, las facultades de la AeAt 
en relación con el análisis de las 
operaciones vinculadas se han 
visto ampliadas. En particular, es-
tas facultades han pasado de po-
der comprobar que las operacio-
nes vinculadas se han valorado 
por su valor normal de mercado 
y efectuar las correcciones va-
lorativas que procedan (anterior 
artículo 16.2) a poder comprobar, 
de forma genérica, las opera-
ciones vinculadas y efectuar las 
correcciones que correspondan 
en los términos que se hubieran 
acordado entre partes indepen-
dientes de acuerdo con el prin-
cipio de libre competencia (art. 
18.10 LIS).

Así, con base en esta diferen-
cia de matices en la redacción, la 
comprobación de la Administración 
podrá ir más allá de la contrapres-
tación pactada en las operaciones 
vinculadas, y las correcciones que 
podrá efectuar no se limitan a la va-
loración de las mismas como fueron 
estructuradas si no en los términos 
que se hubieran acordado entre par-
tes independientes.

En este sentido, existe el ries-
go de que en la práctica la re-
caracterización o el desconoci-

“la aEat puede comprobar, de forma 
genérica, las operaciones vinculadas y 
efectuar las correcciones que correspondan 
en los términos que se hubieran acordado 
entre partes independientes de acuerdo con 
el principio de libre competencia”

       9 Es crítico recordar que el Plan Anual de Control Tributario y Aduanero de 2017, señala que “en el marco de la cooperación internacional, se 
impulsará la realización de actuaciones simultáneas de control (actuaciones coordinadas con varios países con objeto de comprobar e intercambiar 
información con trascendencia tributaria) en aquellos casos en los que las limitaciones de las actuaciones estrictamente nacionales aconsejen una 
actuación conjunta con otros países”. 
10 John Henshall (2016), “Global Transfer Pricing: Principles and Practice”, Bloomsbury Professional.
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miento de las transacciones11, 
acabe convirtiéndose en un 
mecanismo frecuentemente uti-
lizado por las administraciones 
tributarias para regularizar los 
efectos fiscales de las operacio-
nes vinculadas, no estando por el 
momento bien definido el principal 
límite a su uso (e.g. los entregables 
definitivos de las Acciones 8-10 de 
la iniciativa BEPS centran su aten-
ción en el concepto de racionalidad 
comercial).

En consecuencia, en un contex-
to marcado por la incertidum-
bre en la interpretación de las 
nuevas normas de precios de 
transferencia, es clave que la 

documentación, como la primera 
línea de defensa en caso de inspec-
ción, ponga de manifiesto de forma 
clara y concisa la situación global 
en materia tributaria, destacando la 
substancia comercial subyacente a 
las operaciones realizadas entre las 
entidades de un grupo, tanto desde 
una perspectiva individual como ge-
neral.

En esencia, el nuevo paradig-
ma de la fiscalidad internacional 
derivado de la iniciativa BEPS (así 
como sus consiguientes desarrollos 
normativos alrededor del mundo), 
ha convertido al diseño y manteni-
miento de las políticas de precios de 
transferencia y posterior documen-

tación de las operaciones vinculadas 
en el punto de partida de cualquier 
estrategia destinada a gestionar, de 
una forma proactiva e integral, la 
actual exposición de los grupos mul-
tinacionales al riesgo fiscal derivado 
de los potenciales ajustes valorativos 
y sanciones que resulten del aumen-
to del número y complejidad de las 
inspecciones en esta materia.

acuErdos prEvios dE 
valoración (apas)

La valoración de las operaciones 
vinculadas supone realizar asuncio-
nes y juicios eminentemente subje-
tivos, pudiéndose llegar a resultados 

11 En los últimos tiempos la recaracterización se está convirtiendo en un recurso cada vez más utilizado por las administraciones tributarias en el análi-
sis y verificación de la adecuación al principio de libre competencia de la contraprestación acordada en una transacción vinculada (e.g. la sentencia 
del Tribunal Supremo de 18 de julio de 2012 (Rec. N.º 3779/2009), la resolución del TEAC de 5 de noviembre de 2015 (05110/2012/00) o la 
sentencia del Tribunal Supremo de 31 de Mayo de 2016 (Rec. N.º 58/2015)).
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muy diversos en función de la apro-
ximación que se realice.

Por este motivo, y en previsión 
de que bajo el nuevo escenario 
post-BEPS la litigiosidad entre los 
contribuyentes y la administración 
tributaria puede aumentar dada la 
creciente relevancia de los precios 
de transferencia en la planificación 
fiscal de las estructuras adoptadas 
por los grupos multinacionales, en 
los últimos años las autoridades 
fiscales se han pronunciado reitera-
damente sobre la conveniencia de 
suscribir APAs sobre operaciones 
vinculadas.

En este sentido, cabe recordar 
que el régimen español de ope-
raciones vinculadas proporcio-
na al contribuyente la opción 
de suscribir APAs, que también 
pueden ser utilizadas para es-
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timar el beneficio atribuible a 
establecimientos permanentes 
cuando el convenio correspon-
diente así lo prevea. Asimismo, la 
principal novedad introducida 
por las recientes modificaciones 
es la posibilidad de extender 
los efectos de dichos acuerdos 
a ejercicios anteriores no pres-
critos.

Además, para aquellas opera-
ciones realizadas por los contri-
buyentes con entidades extran-
jeras, estos tienen la posibilidad 
de instar acuerdos previos de 
valoración de carácter bilate-
ral o multilateral. esta opción 
resulta especialmente conve-
niente, ya que permite asegu-
rar la eliminación de la doble 
imposición en esta tipología 
de operaciones, por cuanto las 
autoridades fiscales de las ju-
risdicciones en las que se inste 

el proceso adoptarán la misma 
aproximación a la valoración de 
las mismas. Respecto a la pre-
ferencia entre APAs bilaterales 
o multilaterales, esta dependerá 
del grado de certidumbre que se re-
quiera en función de la naturaleza 
de la operación objeto de acuerdo. 
No obstante, cabría plantearse que, 

en aquellas jurisdicciones con cuyas 
autoridades no se hayan suscrito 
APAs, la presentación de un acuer-
do bilateral suscrito con otras auto-
ridades puede constituir un buen 
instrumento de negociación frente a 
potenciales ajustes12.n

“El régimen español de operaciones 
vinculadas proporciona al contribuyente 
la opción de suscribir apas, que también 
pueden ser utilizadas para estimar el 
beneficio atribuible a establecimientos 
permanentes cuando el convenio 
correspondiente así lo prevea”

CONCLUSIONES

•	 Como se desprende de este artículo, tras incorporar los últimos desarrollos internacionales en el marco del 
Proyecto BEPs, el actual régimen español de operaciones vinculadas, tal y como se regula en la normativa del 
Impuesto sobre sociedades y se interpreta en sede administrativa y judicial, ha ampliado el foco en las estrate-
gias de los contribuyentes en materia de precios de transferencia para detectar estructuras que pueden conllevar 
la erosión de su base imponible. Ello se traduce en una mayor carga documental y en un potencial aumento de 
las situaciones de conflicto con la administración tributaria

•	 En este contexto, el nuevo régimen de operaciones vinculadas puede ser visto como una oportunidad para los 
contribuyentes para llevar a cabo una profunda revisión y adaptación de la política de precios de transferencia 
a unos estándares más desarrollados (especialmente en lo relativo a las estructuras financiera y de creación y 
explotación de intangibles), que puede permitir identificar nuevas áreas de eficiencia fiscal

•	 Asimismo, parece más que recomendable la adopción de procesos internos específicos para la aprobación de las 
condiciones a aplicar en las operaciones vinculadas realizadas por el contribuyente, a los efectos de minimizar 
un potencial cuestionamiento por parte de las autoridades fiscales. En este sentido, la solicitud de APAs cobra 
especial interés en aquellos supuestos de mayor complejidad

•	 En cualquier caso, la proactividad en la gestión del riesgo asociado a la realización de operaciones vinculadas resulta 
imprescindible en el nuevo escenario planteado, en el que la información de que dispone la AEAt se ha incrementado 
como consecuencia de diversas medidas como la aprobación del sII (suministro Inmediato de Información) en el ámbito 
del IvA, y los recientes acuerdos alcanzados con otras administraciones para el intercambio automático de información

12 Deloitte (2016), “Transfer Pricing Controversy”, International Tax Review, Tax Reference Library No 107.
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La regulación del ITP-AJD se en-
cuentra en el Texto Refundido de la 
Ley del ITP-AJD, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de 
septiembre (la “LITP”).

No obstante, conviene recordar 
que la Ley 22/2009, de 18 de diciem-
bre, por la que se regula el sistema 
de financiación de las Comunidades 
Autónomas (“CCAA”) de régimen 

común y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía, faculta a las CCAA para 
asumir competencias normativas en 
cuanto al tipo de gravamen en las 
modalidades TPO y AJD. Por ello, 
consideramos interesante reco-
ger en un cuadro resumen los 
tipos impositivos aplicables en 
las diferentes ccAA en ambas 
modalidades.

En ejercicio de sus facultades, to-
das las CCAA han establecido tipos 
propios. A este respecto, las Ciudades 
con Estatuto de Autonomía (Ceuta y 
Melilla) no tienen transferidas com-
petencias sobre ITP y AJD, por lo que 
se aplican los tipos estatales fijados de 
manera subsidiaria en la LITP.

Así, en tPo, en defecto de re-
gulación específica del tipo por 

TIPOS IMPOSITIVOS DE ITP-AJD APLICABLE EN LAS 
CCAA EN EL 2017

clara Jiménez. Socia de Fiscal de Pérez-Llorca
daniel olábarri y yi Zhou. Abogados de Fiscal de Pérez-Llorca

El Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (“ITP-AJD”) es un 
tributo estatal que se compone de tres modalidades: Transmisiones Patrimoniales Onerosas (“TPO”), 
Operaciones Societarias (“OS”) y Actos Jurídicos Documentados (“AJD”).
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la ccAA, para la transmisión de 
bienes muebles o inmuebles y 
la constitución y cesión de de-
rechos reales sobre los mismos, 
exceptuando los derechos reales 
de garantía, se establece un tipo 
del 6% si se trata de inmuebles 
y del 4% si se trata de muebles, 
mientras que los arrendamien-
tos tributan según la escala es-
tablecida y las concesiones ad-
ministrativas al 4%. en AJD, en 
defecto de regulación del tipo 
por la ccAA, el tipo subsidiario 
es el 0,5%.

Por lo que respecta a los tipos 
autonómicos, se prevén en algunos 
supuestos (por ejemplo, entre los 
más habituales, en los hechos im-
ponibles relacionados con las adqui-
siciones de vivienda habitual) tipos 
reducidos, en ambas modalidades. 
También se ha introducido en algu-
nos casos un tipo incrementado para 
determinadas transmisiones (e.g. in-
muebles con valor por encima de un 
determinado importe).

Adicionalmente, la mayor parte de 
las CCAA han establecido un tipo 
incrementado en AJD para aquellas 
transmisiones de inmuebles en las 
que se ejercite la opción de renun-
cia a las exenciones inmobiliarias en 
el Impuesto sobre el Valor Añadido 
(“IVA”) para, de esta forma, compen-
sar la disminución que les produce 

LEGISLACIÓN

www.casosreales.es

•	 real Decreto legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, por el que 
se aprueba el texto refundido de la ley del Impuesto sobre trans-
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. (Marginal: 
69726882) 

•	 ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema 
de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común 
y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas 
normas tributarias. (Marginal: 99966)
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dicha renuncia en la recaudación 
por la modalidad de TPO. Además, 
en algunas CCAA esta medida viene 
acompañada del establecimiento de 
tipos reducidos en la modalidad de 
TPO para determinadas operaciones 
inmobiliarias en las que, teniendo de-
recho a ello, el vendedor no renuncie 
a la exención del IVA.

Para el ejercicio 2017, la 
mayoría de las ccAA han man-
tenido los tipos vigentes en 
ejercicios anteriores. Respecto 
a aquellas CCAA que han modifi-
cado los tipos, la tendencia general 
ha sido un incremento de algunos 
tipos máximos.

Se incluye a continuación un cua-
dro resumen de los tipos vigentes a la 
fecha de 18 de abril de 2017, separan-
do, dentro de la modalidad TPO, los ti-
pos para bienes muebles e inmuebles.

 – Dentro de los bienes muebles, se 
diferencia entre el tipo general 
y los tipos reducidos/incremen-
tados, en el caso de que existan.

 – Dentro de los bienes inmuebles, 
se incluye una columna para el 
tipo general, otra para los di-
ferentes tipos reducidos, y una 
tercera columna específica para 
los casos en los que opera el tipo 
reducido por la no renuncia a la 
exención en ivA comentada.

Respecto a la modalidad AJD se in-
cluyen tres columnas: (i) tipo general, 
(ii) tipo reducido, y (iii) tipo incremen-
tado por renuncia a la exención en IVA.
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TPO
AJD

CCAA

Bienes muebles Bienes inmuebles

Tipo 
general

Tipo 
Incre-

mentado / 
reducido

Tipo 
general

Tipo 
reducido

Tipo 
reducido 
por no 

renuncia 
exención 

IVA

Tipo general Tipo redu-
cido

Tipo redu-
cido por 
renuncia 

exención IVA

Andalucía 4% 8%
8%
9%
10%

2%
3,5% N/A 1,5%

0,1%
0,3% 2%

Aragón 4% N/A

8%
8,5%
9%

9,5%
10%

1% 3% 1,5%
0,1%
0,5% 2%

Asturias 4% 8%
8%
9%
10%

3% 2% 1,2%
0,1%
0,3% 1,5%

Baleares 4% 0%
8%

8%
9%
10%
11%

0,5%
3,5% 4% 1,2%

0,1%
0,5%
0,6%

2%

Canarias 5,5% N/A
6,5%
7%

1%
4% N/A 0,75%

0%
0,1%
0,4%

1%

Cantabria 4% 8%
8%
10%

4%
5%

6,5% 
7%

4% 1,5%

0,15%
0,1%
0,3%
0,5%
0,9%

2%

Castilla La 
Mancha

6% N/A 9% 6% 4% 1,5% 0,75% 2,5%

Castilla y 
León

5% 8% 8%
10%

0,01%
4%
5%
7%

N/A 1,5% 0,01%
0,5%

2%

Cataluña 5% N/A 10% 
11%

0,5%
5%
7%

N/A 1,5%
0,1%
0,5% 1,8%
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Comunidad 
Valenciana

6% N/A 10% 4%
8%

N/A 1,5% 0,1% 2%

Extremadura 6% 4%
8%
10%
11%

4%
5%
6%
7%

N/A 1,5%
0,1%
0,75% 3%

Galicia 8% 1% 10%
4%
8% N/A 1,5%

0,1%
0,5%
1%

2%

La Rioja 4% N/A 7%
3%
4%
5%
6%

N/A 1%
0,3%
0,4%
0,5% 

1,5%

Comunidad    
de Madrid

4% 0,5% 6% 2%
4%

N/A 0,75%
0,1%
0,2%
0,4%
0,5%

1,5%

Murcia 4% N/A 8%

1%
2%
3%
4%
5%

3%
1,5% 
2%

0,1%
0,5% 2,5%

Navarra 4% N/A 6% 2%
5%

N/A 0,5% N/A 1%

Álava 4% N/A 7%
1%

2,5%
4%

N/A 0,5% N/A N/A

Guipúzcoa 4% N/A 7%
1%
2%

2,5%
4%

N/A 0,5% N/A N/A

Vizcaya 4% N/A 7% 2,5%
4%

N/A 0,5% N/A N/A

•	 Nota: El presente cuadro recoge los tipos impositivos vigentes en el momento de publicación del presente artícu-
lo, por lo que es posible que posteriormente alguna comunidad autónoma haya modificado los mismos. Asimismo, 
y con el objetivo de que el cuadro sea lo más claro posible, no se han incluido, en su caso, las bonificaciones apli-
cables. Por todo ello, a nuestro entender, sería necesario analizar cada caso particular por si algún tipo impositivo 
se ha visto modificado con posterioridad a la realización del presente cuadro o por si es de aplicación alguna de 
las bonificaciones mencionadas.
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habilidades de la abogacía

El posicionamiento de la marca de un despacho de abogados no es sencillo. Exige años de esfuerzo y 
mucha estrategia detrás. Cuando se pusieron en marcha las primeras redes sociales, fueron muchos 
los abogados que inicialmente las rechazaron. Vieron que estar presente en ellas podría generarles más 
riesgos que ventajas y, en consecuencia, casi todos, decidieron que simplemente no les convenía estar. 

Sin embargo, con el tiempo, el no estar comenzó a significar más un no ser, pues ninguno podía evitar 
que se hablara sobre ellos o subieran contenidos y fotografías. De este modo, poco a poco fueron dán-
dose de alta, aunque en muchos casos su presencia fuera de perfil bajo o totalmente pasiva. 

En una tercera fase, la reputación de las Redes Sociales mejoró notablemente. Algunos abogados alar-
dearon de sus logros, sobre todo reputacionales, alcanzados gracias a ellas y surgieron varias iniciativas 
dirigidas a premiar algunos aspectos relacionados con el posicionamiento alcanzado en éstas (como 
por ejemplo, la promovida desde notariosyregistradores.com: ranking del twitter jurídico español  o los 
premios de Derecho en Red).  

Actualmente, ya nadie duda del poder que las Redes Sociales tienen para potenciar la marca personal y 
corporativa, y son así muchos, quienes desean explotar al máximo las oportunidades que éstas brindan 
a esos fines.
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Para sacar el máximo partido a las Redes Sociales, las 
corporaciones y, entre ellas, los despachos de abogados, 
utilizan cada vez en mayor medida la técnica del engage-
ment dentro de su propio equipo, es decir, la de lograr 
involucrar a todos sus miembros en la política de 
generación y difusión de contenidos para así lo-
grar llegar a la mayor audiencia posible.  

la palabra engagement, que significa “compro-
miso” en español, es lo que la organización desea 
lograr de los miembros de su equipo. Esta técnica, 
mediante la que los despachos logran crear relaciones 
sólidas y duraderas con sus usuarios, se apoya en una 
serie de medidas que el despacho puede adoptar para 
lograr sus objetivos. 

A continuación, describimos las más importantes:

misión, visión y valorEs compartidos por 
El EQuipo: 

Es importante no sólo que existan una definición de 
la misión, visión y valores del despacho realizada por sus 
fundadores, sin que además ésta haya sido compartida 
con el resto del equipo y que éste la sienta como suya. El 
esfuerzo de los líderes de la organización debe centrarse 
en transmitirles estos conceptos, hacerles partícipes y 
transmitirles el apoyo necesario para que se sientan im-
portantes dentro de la política del despacho.

cuando la misión, visión y valores son plena-
mente compartidos por los integrantes de la or-
ganización, se logra transmitir unidad y veracidad 
en los contenidos, fomentar la iniciativa de los 
propios empleados, fortalecer la imagen de marca 
y lograr un mayor alcance en las Redes Sociales.

traZar una EstratEGia QuE dEfina unos 
obJEtivos EspEcíficos, concrEtos, 
mEdiblEs y alcanZablEs:

Estos 5 pasos deben ayudarte a trazar tu plan de ac-
ción:

•	 conoce tu propia marca: Es importante tener clara 
tu identidad, quién eres, cómo eres, qué quieres que 
los otros piensen y digan de ti. Una vez tengas esto 
claro, sabrás qué personalidad deseas transmitir a tra-
vés de las Redes Sociales. El despacho definir bien 
sus objetivos: aumentar la reputación digital, atraer 
tráfico a la web, lograr interactuar con los clientes, 
posicionar la marca del despacho, ofrecer servicios, 
captar clientes, etc. Para cada uno de ellos, se debe 
actuar de una forma u otra.

•	 Selecciona las Redes Sociales en las que quie-
res estar presente: según al tipo de público al que 
quiere dirigirse el despacho, hay que decidir en qué 
Redes Sociales posicionarse. Existen infinidad de 
ellas y cada una tiene su función. Por ejemplo: si el 
objetivo es llegar a mucha gente, la mejor red 
social sería Facebook. Si es llegar a personas 
con un perfil muy profesional, deberíamos uti-
lizar linkedin. Mientras que a través de Twitter se 
pueden mantener conversaciones y compartir conte-
nidos de un blog con mucha rapidez.  Hay que situar-

“El engagement permite lograr 
involucrar a todos sus miembros 
en la política de generación y 
difusión de contenidos para 
así lograr llegar a la mayor 
audiencia posible”  
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se en aquellas en las que la gente se sienta cómoda, e 
sepan utilizar y en las que se esté más seguro de que 
se van a recibir interacciones positivas por parte de 
los usuarios.

•	 identifica y organiza los contenidos que quieres 
compartir: es importante marcar fechas límite para 
la consecución de los objetivos. En Redes Sociales 
son muchos los que dejan todo a la improvisación, 
pero tener un buen calendario de contenidos y cum-
plirlo es clave para lograr buenos resultados. Tomarse 
una tarde para generar ideas, definir temas, seleccio-
nar a los responsables de la generación de contenidos 
y planificar los días de publicación, hará que la ges-
tión de las Redes Sociales se haga de una forma más 
eficiente, que seguro tu audiencia sabrá valorar.

•	 Define un plan de trabajo: es clave para mostrar 
unidad. Para ello, habrá que consensuar unos mensa-
jes clave que sean coherentes, definir los temas clave 
(cuáles se publican y cuáles no) o el tono del lenguaje 
(tratar de usted, tutear, ser serio o tener un toque de 
humor, etc.).

•	 manos a la obra: una o muy pocas personas serán 
las encargadas de gestionar el perfil principal del des-
pacho. El resto del equipo debe apoyar, compartir y 
generar interacciones con las publicaciones del des-
pacho. Es la hora de poner en práctica todo el trabajo 
previo en las Redes Sociales que te hayas posiciona-
do. Recuerda: mantente activo y no desaproveches 
oportunidades.
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capacidadEs dEl EQuipo:  

Lo habitual en los despachos de abogados es que no 
todos sus integrantes sepan manejar las Redes Sociales. 
Por ello es importante formarles y lograr que sean capa-
ces de extraer el máximo provecho de ellas. Deben co-

nocer la filosofía de funcionamiento que las inspira, las 
diferentes utilidades que ofrecen y el tipo de contenido 
que tiene éxito en ellas.  

Además, es interesante que entiendan también las 
numerosas herramientas (gratuitas y de pago) que 
facilitan la gestión de las Redes Sociales. Algunas 
pueden ayudarnos a localizar contenidos de interés, 
como en el caso de Feedly; a gestionar los perfiles 
de twitter con tweetDeck o incluso todos los per-
files que se hayan dado de alta en las Redes Socia-
les, como hootsuite o aprovechar los contenidos 
ya preseleccionados como ofrece el agregador de 
contenidos lawandtrends.

Además, la formación debe centrarse no sólo en la 
transmisión de conocimientos técnicos de manejo de las 
Redes Sociales, sino en la del desarrollo de la que no-
sotros llamamos “inteligencia emocional virtual”, es 
decir el conjunto de habilidades que ha de tener quien 
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“si el objetivo es llegar a mucha 
gente, la mejor red social 
sería facebook, si es llegar a 
personas con un perfil muy 
profesional, deberíamos utilizar 
linkedin”
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“la formación a medida es la 
mejor solución, pues permite 
transmitir en el proceso 
formativo los objetivos que la 
firma se haya propuesto”

desea tener éxito en ellas: empatía y simpatía virtual, 
constancia, búsqueda de la excelencia, etc. 

En nuestra experiencia, la formación a medida 
es la mejor solución, pues permite transmitir en 
el proceso formativo los objetivos que la firma se 
haya propuesta y dos sesiones de tarde, son sufi-
cientes para formar un equipo en este campo.  

análisis dE rEsultados y actuar En 
consEcuEncia:  

Una de las enormes ventajas de las Redes Sociales es 
que todo o casi todo lo que pasa en ellas, puede medir-
se. De nada serviría trazar una estrategia en marcha si 
después no podemos evaluar los resultados obtenidos. 
Medirlos nos servirá para ver cuáles son nuestros puntos 
fuertes y débiles, conocer quién tiene un verdadero En-
gagement con nuestra marca, descubrir nuevos públicos, 
detectar contenidos de interés, saber cuál es la mejor 
hora para publicarlos, etc. 

Quizás los resultados no sean los esperados a la pri-
mera, pero esa es parte de la esencia de las Redes So-
ciales. No hay una fórmula mágica para conectar con 
los seguidores, sino que mediante el método de prueba-
error probarás varias estrategias, hasta alcanzar el éxito. 
Y el Engagement del equipo, es decir su compromiso de 
apoyar la estrategia en redes de tu despacho, es parte 
esencial. Con ellos, el altavoz alcanzará la máxima po-
tencia, llegarás a audiencias mucho más amplia y ade-
más, lograras una mayor cohesión y alineamiento con 
los objetivos corporativos. Eso sí, no te olvides de re-
conocer y premiar a quien se sume a tu reto. El 
engagement es uno de los métodos más objetivos para 
identificar quien realmente se ha comprometido y quien 
asume la responsabilidad de hacer crecer el negocio 
apoyándolo con sus propios activos intangibles: su red 
de contactos y su inteligencia virtual.   

CONCLUSIONES

•	 El Engagement es una técnica muy interesante para lograr un mayor éxito en las redes sociales. su objetivo 
es involucrar a todo el equipo en nuestra estrategia de comunicación. sigue los pasos que te hemos contado y 
recuerda la importancia de premiar a quien se suma a tu reto 
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NOTICIAS DEL mundo Jurídico

El icab EliGE nuEvo dEcano El 28 dE Junio

El Colegio de Abogados de Barcelona, ha convocado 
elecciones para renovar a la totalidad de los miembros 
de su Junta de Gobierno el próximo 28 de junio.

Por ahora se conocen cuatro candidaturas, entre las 
que no está la del actual decano Oriol Rusca, que ya ha 
manifestado que no optará a la relección. La primera 
candidatura está encabezada por el letrado Jordi Pin-
tó defensor de un cambio de 180º que rompa con las 
estructuras impuestas por el Colegio, por lo que pide 

la ayuda de los colegiados, consciente de que sin ellos 
esto no es posible. También ha presentado su candi-
datura, la abogada Mª Eugenia Gay, que representa el 
continuismo con la actual Junta de Gobierno del ICAB, 
y defiende su elección desde su experiencia en la es-
tructura colegial. Lluís Riera, abogado con 40 años de 
ejercicio y valedor también de la actual dirección cole-
gial, ha decido optar por la elección. Por último, repi-
tiendo una vez más como candidata, se presenta Vanes-
sa Gonzalez Fornás, presidenta de ALTODO Cataluña.

primEr sistEma dE mEdiación familiar 
En los JuZGados dE la mano dEl 
icacantabria 

Los juzgados de Santander serán los primeros 
de Cantabria en estrenar este año un sistema de 
mediación familiar intrajudicial, en virtud de un 
convenio de colaboración en el que el Gobierno 
de Cantabria, los Colegios de Abogados y Procu-
radores de Cantabria, la Asociación de Mediación 
(AMECAN) y la Asociación de Derecho Colaborati-
vo se han unido para poner en marcha este sistema.

El colEGio dE aboGados dE Granada sE 
adhiErE a la plataforma ‘Juntos por 
Granada’ para dEfEndEr la capitalidad 
Judicial 

El Colegio de Abogados de Granada, en acuerdo de 
Junta de Gobierno, ha acordado adherirse a la plataforma 
‘Juntos por Granada’ -promovida por un grupo de ciudada-
nos y profesionales vinculados a la justicia, la universidad, 
la administración y las organizaciones sociales- con el ob-
jetivo de mostrar su total apoyo a los fines que justifican la 
constitución de la misma, como es la defensa de la capita-
lidad de la justicia andaluza en Granada.

Dª. Mª Eugenia GayD. Jordi Pintó

D. Lluís Riera Dª. Vanessa González Fornás 
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Juan alfonso santamaría pastor rEcibE la Gran cruZ dE 
la ordEn dE san raimundo dE pEÑafort

Juan Alfonso Santamaría, socio 
de Gómez-Acebo & Pombo y doc-
tor en Derecho por la Universidad 
Complutense de Madrid, ha reci-
bido la Gran Cruz de la Orden de 
San Raimundo de Peñafort.

bird & bird ficha a dos nuEvos socios En su oficina dE 
madrid 

Los dos nuevos socios de 
la oficina de España son José 
Luis Lorente, del área de Ser-
vicios Financieros, y Miguel 
Pastur, del área de Laboral. 

ACTUALIDAD DE los dEspachos

D. José Luis Lorente

JEsÚs martrat y david 
villa, nuEvos socios dE 
rousaud costas duran

El despacho de abogados 
RCD – Rousaud Costas Duran 
sigue consolidando su expansión 
con la incorporación de nuevos 
profesionales y la promoción del 
talento interno. Jesús Martrat se 
une como nuevo socio al área de 
Farma y Privacidad y David Villa 
ha sido promocionado como nue-
vo socio en el área de Innovación 
y Emprendimiento. Con ellos, la 
firma suma 30 socios, que lide-
ran a un equipo de más de 200 
profesionales.

andErsEn taX & lEGal 
incorpora a carlos 
salinas y miQuEl tErrasa 
como socios

Andersen Tax & Legal da un 
nuevo impulso a dos de sus áreas 
estratégicas con la incorporación 
de Carlos Salinas como Socio 
en el departamento Mercantil, y 
Miquel Terrasa como Socio en el 
departamento Fiscal, ambos en 
la oficina de Barcelona.

D. Jesús Martrat y D. David Villa

aGm aboGados cElEbra 30 aÑos En El mErcado lEGal

Hace 30 años, 4 emprendedo-
res, con el apoyo de sus amigos 
y familiares, unieron ilusiones 
para llevar a cabo un sueño: un 
despacho de Abogados. 30 años 
después, ese despacho se ha con-
vertido en una firma multidisci-
plinar e internacional. Fue así, 
como nació AGM Abogados. Tres 
décadas llenas de retos, de éxitos 
y de oportunidades.

JorGE tarancón como nuEvo socio dE Grant thornton

Grant Thornton incorpora 
a Jorge Tarancón como nuevo 
socio responsable del depar-
tamento de Transacciones en 
Madrid, que aportará su expe-
riencia en el asesoramiento en 
la adquisición y venta de em-
presas, tanto a empresas y gran-
des grupos corporativos como a 
empresas de capital riesgo.

D. Jorge Tarancón
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NOVEDADES EditorialEs

lEccionEs dE dErEcho 
pEnal partE GEnEral   
tomo i

Miguel Polaino Navarrete 

Ed. Tecnos

Páginas: 200

Desde una perspectiva 
atractiva, didáctica y original 
se aborda la explicación de 
intrincados problemas de 
la Dogmática española y 
comparada, y se analizan 
cuestiones tan fundamentales 
como la construcción 
científica del Derecho penal, 
las teorías de la pena y las 
medidas de seguridad, la 
legitimación del sistema 
punitivo, las funciones y 
caracteres del ordenamiento 
penal, los principios 
constitucionales del Derecho 
penal, la norma jurídico-penal, 
el principio de legalidad y la 
vigencia espacial, temporal y 
personal de la ley penal. 

ahir

Joan Piqué Vidal

Ed. Difusión Jurídica 

Páginas: 385

AHIR, es el conjunto de 
muchos relatos, historias 
reales, sacadas de los hechos 
que constan en las sentencias 
del Tribunal Supremo, de 
hace un siglo, 1915, y de un 
siglo y medio, 1865, y también 
otras, en las que se refleja la 
vida social, mercantil, laboral y 
familiar de más de doscientas 
familias catalanas.

Más de un millar de 
apellidos catalanes, alguno 
de ellos, conocidos hoy, por 
su protagonismo político o 
mercantil.

lEy GEnEral 
tributaria y normas 
complEmEntarias. 
dElito fiscal y 
contrabando   

Ed. Tecnos

Páginas: 434

Esta nueva edición 
contiene el texto de la Ley 
General Tributaria, con las 
modificaciones introducidas 
por la Ley 34/2015, de 21 
de septiembre, y por el 
Decreto-ley 3/2016, de 2 de 
diciembre. Incluye también la 
Ley Orgánica 10/2015, de 10 
de septiembre, sobre acceso 
y publicidad de determinada 
información contenida en las 
sentencias dictadas en materia 
de fraude fiscal, así como los 
cambios producidos en la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal 
y en la Ley reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, que afectan al 
delito fiscal. 

distribución 
comErcial

Muñoz del Caz, Eduardo Y 
Ortega Burgos, Enrique

Ed. Aranzadi, S.A.

Pags: 1815

Es una obra que sea del interés 
de todo aquel que, por los 
más variados intereses, desde 
el profesional, al científico, 
pasando por el conocimiento 
personal, busque nuevas claves 
y aportaciones en un sector 
básico en nuestra economía. 
Basta mirar a nuestro alrededor 
para ver que la distribución 
comercial está por todas partes. 
Variada en formas y sectores, 
pero siempre para llevar a los 
clientes los productos que ellos 
quieren, cuando los quieren y 
a los precios que los quieren. Y, 
si es posible y como recuerda el 
Código de Comercio, logrando 
algo de lucro en la reventa.

LIBROS DISPONIBLES EN LIBROS 24 HORAS

www.libros24h.com

lEGal compliancE

Casanovas Ysla, Alain

Ed. Difusión Jurídica

Páginas: 250

¿Existe realmente una definición sobre qué es compliance y que ámbitos abarca?, ¿cómo se organiza 
un sistema general para la gestión del cumplimiento normativo y que responsabilidades personales 
asumen los Chief Compliance Officers?, ¿qué relación existe entre ética y cumplimiento?, ¿cuál es la 
relación entre cumplimiento, gobernanza y gestión del riesgo? 
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